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TEMA: EL NEPOTISMO: INCONSISTENCIAS EN LA LEGISLACION 
ECUATORIANA EN RELACION A LOS PRINCIPIOS Y DERECHOS 
CONSTITUCIONALES 
RESUMEN: 
La presente tiene por objeto establecer que la sanción normada en la LOSEP  en cuanto al 
nepotismo, con la “recuperación de lo indebidamente pagado”, tiene una gran 
inconsistencia en relación a la norma que establece  la Constitución como ley de mayor 
jerarquía en el Ecuador,  esta falencia llega a mermar el derecho de determinados 
funcionarios en relación a los  funcionarios del servicio exterior, que incurrirían en el 
mismo acto pero sin la sanción que este ocasiona, lo que procuro en  este trabajo  es 
generar  un cambio en esta normativa, evitando se violen los derechos  constitucionales en 
cuanto a la irrenunciabilidad e inalienabilidad de sus derechos laborales,  sin dejar de 
sancionar hechos de corrupción, por inobservancia de la norma, en la medida 
administrativa, sin ser pecuniaria evitando la restitución de lo pagado, por la mera 
destitución del funcionario,  temporal o permanente  evitando un posterior reingreso a la 













TOPIC: EL NEPOTISMO: INCONSISTENCIAS EN LA LEGISLACION 




The works has the goal of establishings that the “retrieval of wrongful payments” sanction, 
regulated in LOSEP in regards to nepotism, has a great inconsistency in relation to the 
norm established by the Constitution, which is the Law of higher hierarchy in Ecuador; this 
mistake may even violate the rights of certain employees compared to foreign service 
employees who would incur in the same act, but who would not be accordingly penalized. 
This work seek to produce a change in this norm, and to not violate the irrevocability and 
inalienability of labor rights, without abstaining from punishing acts of corruption due to 
non-compliance of the norm, in the administrative measure, without it being pecuniary, 
replacing the restitution of  payment with the destitution of the employee, impeding latter 















La presente Tesis tiene por objeto investigar todo lo referente a Nepotismo por 
cuanto buscaremos inicialmente  cuales el desarrollo del mismo y la conceptualización así 
como lo referente a los términos que tienen estrecha relación con el nepotismo y su 
evolución e incidencia dentro del actuar cotidiano así como de su influencia en la  Región 
puesto que América Latina es una región que se ve bastante influenciada por estos actos y 
hechos que en gran parte perjudica el actuar de la política nacional y regional. 
 
Buscaremos establecer quiénes son los sujetos activos del nepotismo entre las y los 
servidores públicos a través de la ley quienes lo determinan. 
 
Así mismo estableceremos  cuál es la relación clientelista y favoritista a favor de los 
allegados, amigos, pero sobre todo de los parientes a las funciones públicas en especial de 
las de relevancia nacional, es decir el establecimiento de los grados de parentesco que se 
debe tener para estar excluidos de la participación en funciones del estado en determinada 
institución pública como lo son hasta el cuarto grado de afinidad y segundo de 
consanguinidad cónyuges y parejas en unión de hecho reconocido. 
 
Tenemos la obligación de establecer cuáles son los límites a los que se deben los 
funcionario públicos, su aplicación en la legislación ecuatoriana, sus alcances y los ámbitos 
de desarrollo de la misma. 
 
También revisaremos los derechos constitucionales  que tenemos los ecuatorianos en 
relación a los derechos laborales y la contradicción en la que incurre la norma al establecer 
sanciones fuera de los establecidos por la ley suprema que es nuestra Constitución del buen 
vivir  como se la ha denominado.  
 
Se revisará los alcances de la norma en cuanto al nepotismo y las leyes  conexas  a la 
contratación pública y las  disposiciones que tienen  en su norma en relación con la Ley 
Orgánica de Servicio Público. 
 
Revisaremos brevemente los casos que se han hecho de conocimiento público y 




Los derechos constitucionales a los cuales nos debemos como ecuatorianos y los 
alcances de la Ley Orgánica de Servicio Público  en relación a la contratación pública y  a 
la aplicación de la ley en caso de encontrar a un servidor público incurso en hechos o actos 
de nepotismo.  
 
 También veremos la propuesta jurídica  a través de la cual  se busca establecer una 
sanción al servidor público inmerso en el nepotismo sin ser necesaria la recuperación de lo 
pagado, con el fin de no afectar perjudicialmente su estabilidad emocional, económica  
como establece los derechos constitucionales pero no en cuanto al laboral porque por faltar 



















El Nepotismo: Inconsistencias en la Legislación Ecuatoriana en Relación a los 
Principios y Derechos Constitucionales. 
 
1. EL NEPOTISMO 
 
1.1 CUESTIONES PRELIMINARES: 
 
Para hablar del nepotismo es necesario el conocimiento de su definición y su 
aparición en el desarrollo de la sociedad. 
 
Así es que el NEPOTISMO proviene del latín nepotem, que en principio significa nieto, 
obtenemos el término culto nepotismo.  
 
En Roma la palabra nepotem, muy pronto pasó a significar también disipador, 
perdido, pródigo de sus bienes, libertino, etc., más adelante ya, abarcó también el 
significado de sobrino, palabra que se toma del latín sobrinus, adjetivo obtenido de la 
corrupción del más antiguo sororinus (filius), hijo de la hermana (soror). 
 
Es, por empezar, un término negativo: nepotem.El término potere está muy claro. 
Por consiguiente ne-potemsería el que no puede. En su forma plural, nepotes, tiene un 
significado sin sombras: los descendientes, la posteridad, renuevos, vástagos nuevos (es 
usado  tanto para animales como para plantas). Es difícil descubrir por qué se definieron en 
negativo la relación abuelo - nieto, y tío – sobrino  “. Es tanto más razonable pensar esto, 
por cuanto la misma paternidad tiene este origen, así como la institución de la 
primogenitura. Si los hermanos del primogénito están excluidos de la herencia, a mayor 
razón los que no sean hijos directos del dóminus.”  
 
El nepotismo se originó justamente en el contexto de una institución que ponía 
especial cuidado en que el patrimonio institucional no pudiera considerarse al mismo 
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tiempo familiar (como ocurre, p. ej. en la monarquía), de manera que se evitarían las crisis 
que se plantean en cada transmisión. Y efectivamente así era. 
 
Mientras durante toda la Edad Media los reinos y señoríos sufrieron constantes 
conflictos sucesorios, saldados con guerras y asesinatos muy a menudo, la Iglesia 
transmitía pacíficamente sus posesiones sin que ello diese lugar a la crudeza de las luchas 
dinásticas. 
 
Los enfrentamientos y tensiones que hubo, tuvieron su origen en el nepotismo, que 
era el sucedáneo de la paternidad, y como tal menos virulento. 
 
La primera definición de nepotismo es, en efecto, la práctica de favorecer los 
dignatarios eclesiásticos a sus sobrinos. De ahí se ensanchó la definición al vicio de la 
Administración pública de repartir los cargos no en razón de la valía, sino en razón del 
parentesco o de la afinidad de cualquier tipo. Se suele llamar hoy a esto enchufismo.  
 
Es de notar que para poder hablar de nepotismo es preciso que se trate de cargos 
públicos, de los que no son transmisibles por herencia (los eclesiásticos y los políticos). Es 
una incorrección de lenguaje y de concepto acusar a un empresario de practicar el 
nepotismo en su empresa, porque él sí que puede hacer lo que le dé la gana, porque la 
empresa es suya. Es lógico que él les dé cargos a sus hijos (o a quien quiera) en la empresa 
prescindiendo de si son los más aptos para ocuparlos, porque para él tiene prioridad 
absoluta transferir la empresa a su hijo (o a su sobrino; es el caso, p. ej., de El Corte 
Inglés). 
 
El nepotismo es el acto por el cual un funcionario de dirección o un personal de 
confianza en la entidad ejerce su facultad de nombramiento y contratación de personal 
respecto de parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y por 
razón de matrimonio; o cuando los funcionarios antes mencionados ejerzan injerencia 
directa o indirecta en el nombramiento y contratación de personal. 
 
 Esta práctica es considerado inadecuada por cuanto da inicio a  un conflicto de 
intereses entre el interés personal y del servicio público; restringe el acceso en condiciones 
de igualdad a las funciones públicas, a personas que tienen mérito propio,  dificulta que las 
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entidades públicas puedan cumplir objetivamente con las funciones para las que fueron 
creadas; debilita un ambiente saludable para el control interno y para la evaluación; e 
incluso perturba la disciplina laboral debido a la falta de imparcialidad del superior para 
ejercer su potestad de mando en un plano de igualdad sobre los servidores vinculados 
familiarmente a los funcionarios con poder de decisión. 
 
El nepotismo es la preferencia que tienen algunos gobernantes o funcionarios 
públicos para dar empleos públicos a familiares sin tomar en cuenta la competencia de los 
mismos para la labor, sino su lealtad o alianza. Según Manuel Ossorio: "
Desmedida preferencia que algunos dan a sus parientes para las gracias o empleos 
públicos” 1 
 
En países donde se practica la meritocracia, su uso es generalmente negativo y se 
considera corrupción. 
 
Un ejemplo de nepotismo sería, desde una perspectiva privada, que el encargado de 
recursos humanos (contratados) en una empresa que contratara a su pariente en lugar de 
alguien más calificado sólo por el hecho de ser familia, en perjuicio de una mayor 
capacidad de otros aspirantes, afectando los intereses de la empresa de la cual es 
simplemente encargado (y no propietario).  
 
Cuando quien contrata familiares o amigos es el titular de la empresa, la diferencia 
con la faceta pública es que en ésta rigen principios generales como el Interés público, 
tutelados por los poderes públicos, mientras que en aquélla rige la "autonomía de la 
voluntad" o el "derecho a la propiedad", es decir, su tutela viene determinada por el propio 
empresario, propietario y gestor de los bienes de producción, en su propio interés y 
provecho. 
 
En la Edad Media, algunos Papas y obispos católicos criaban sus hijos ilegítimos 
como "sobrinos" y les daban preferencia. Varios papas son conocidos por haber elevado a 
sus parientes a ser cardenales de la iglesia. 
                                                          
1
 OSSORIO, Manuel. Diccionario de Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales.Heliasta. 1989. Buenos Aires. 





Tales técnicas se usaban a menudo como una forma de continuar una dinastía papal. 
Así, el Papa Calixto III, de la familia Borgia, convirtió a dos de sus sobrinos en cardenales; 
uno de los cuales, Rodrigo, usó esta posición para finalmente llegar a ser pontífice 
(Alejandro VI). El mismo Alejandro VI promovió al joven Alejandro Farnesio, hermano de 
su amante Julia Farnesio, como cardenal; que llegaría a ser Papa con el nombre de Pablo 
III. Pablo III también practicó el nepotismo al promover como cardenales a sus dos 
sobrinos (de catorce y dieciséis años). 
 
La práctica del nepotismo finalmente acabó cuando el Papa Inocencio XII prohibió 
en 1692 el dar cualquier hacienda, oficio o ingreso a un pariente con la excepción si éste de 
verdad está cualificado para ser hecho cardenal como máximo. 
 
En el Imperio Napoleónico, el  gobierno de Napoleón es un típico caso de nepotismo, 
ya que otorgó varios cargos públicos a sus familiares, entre ellos su hermano José 




El nepotismo es otra causa de corrupción, ya que por la influencia familiar sea 
consanguínea o afín, se encubre la comisión de las infracciones. El Procurador General del 
Estado respecto al nepotismo se ha pronunciado  como sigue: 
 
Que es el desempeño de  dignidades en los  organismos de gobierno de las 
universidades y escuelas politécnicas es consecuencia del ejercicio de docencia, por tanto 
no se puede considerar nepotismo las relacione de parentesco por consanguinidad o 
afinidad que existan entre las autoridades universitarias y la ley de Educación Superior no 
contempla el nepotismo También ha expuesto que existe nepotismo únicamente entre la 
autoridad nominadora y sus subalternos, no entre sí ; pudiendo por consiguiente laborar en 
la misma institución miembros de la familia que no tenga vínculos de consanguinidad, 
afinidad o unión de hecho con la autoridad nominadora de la entidad. Considera que el 




El mismo Procurador General del Estado manifiesta que el nepotismo opera 
únicamente entre la autoridad nominadora y sus subalternos, mas no entre servidores. En 
consecuencia, en una misma institución podrían trabajar servidores que mantengan 
vínculos de parentesco, por lo que consejera que no existiría nepotismo entre una concejala 
y su conviviente en unión de hecho, si la designación para el puesto corresponde efectuarla 
al Concejo; en tanto que, no existiría entre un concejal y sus parientes en los grados antes 
referidos cuando el nombramiento corresponda al Alcalde. 
 
Carbajal señala que en la Ley Orgánica de Servicio Civil y carrera Administrativa y 
Unificación de las Remuneraciones del Servició Público, en los artículos  y   prohíbe el 
nepotismo, si bien se establece sanciones de carácter civil, penal y administrativo, en 
cambio en lo penal no existe sanción alguna porque no se encuentra tipificado este delito. 
La sanción administrativa es la destitución del cargo de la autoridad que designo 
contraviniendo el nepotismo, igual para el funcionario que ha registrado el nombramiento 
o el contrato, mientras que en el Art. 50 literal h, es causa de destitución del empleado 
nombrado violando las normas del nepotismo.2 
 
En cuanto  a las sanciones establecidas en la L.O.S.C.C.A. también se agrega una 
pecuniaria al sancionar a la persona encontrada en actos de nepotismo con la devolución de 
lo indebidamente pagado  a la vez que existe el acto administrativo con la destitución del 
funcionario encontrado incurso en este en el art. 7 en su inciso segundo señal  que  será 
sancionada con la destitución de su puesto previo el debido proceso la autoridad 
nominadora que designe o contrate personal contraviniendo la prohibición de nepotismo 
establecida en esta Ley, conjuntamente con la persona ilegalmente nombrada o contratada, 
además, será solidariamente responsable por el pago de las remuneraciones erogadas por la 
Institución. 
 
Es necesario aclarar que luego de la creación  de este libro se ha expedido una nueva 
Ley  siendo en la actualidad a Ley de Servicio Público en cuanto a la normativa  que se 
encontraba en vigencia  con la L.O.S.C.C.A en tanto a los artículos a los que se refiere el 
autor  Este   señala  a lo referente en  los art. 7 ,  8 y 50  de La Ley Orgánica De Servicio 
Civil Y Carrera Administrativa Y Unificación de las remuneraciones del Servicio Público,   
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Hoy  lo encontramos con variaciones en los Art.  6 ,7  y 48 literal n  de LEY ORGANICA  
DE SERVICO PUBLICO  (LOSEP).  
 
*NEPOTISMO. Corruptela política caracterizada por el favoritismo familiar; por la 
dispensa de honores, dignidades, cargos y prebendas a los parientes y amigos3 
 
1.2 EL NEPOTISMO EN LATINOAMERICA. 
 
Es una práctica usual que en los países de América Latina los Gobernantes de turno 
crean que es normal o lícito por encontrarse ellos en el “poder”  el  contratar a sus parientes 
en cargos públicos o  de gobierno estratégicos  para un control más óptimo o para 
consecución de  sus objetivos para mejor un control de las políticas que desarrollan para su 
período en beneficio de la sociedad en algunos casos, en general pocos lo son y  en su 
mayoría personales antes que de beneficio a la sociedad que los elige, y generalmente  de 
sus   intereses sean cuales fueren y estos se olvidad de las leyes transgrediéndolas y 
olvidándose de ética que debe imperar como órganos que rigen la marcha de un Estado, en 
nuestra Región actualmente y en gran medida desde siempre ha operado la desigualdad, la 
impunidad y normas legales que nunca se han aplicado en la práctica. 
 
Últimamente hemos visto en varios países de la Región, cambio social y se enfatiza 
su postura en este sentido, pero solo se consigue con un cambio de  ideología para 
conseguir un cambio radical con personas que piensan cada vez más son conscientes de sus 
derechos.  
 
Me atrevo a decir que en nuestra realidad socio-política se ha ido buscando políticas 
públicas en beneficio de los sectores necesitados y excluidos en anteriores gobiernos y por 
ende se procura el evitar la práctica de los actos de corrupción y nepotismo, pero se siguen 
dando esta práctica. 
 
"En la Unión Europea no han sido capaces de separar el Estado de la persona del 
Príncipe" por tanto es evidente que sus títulos nobiliarios están solo alrededor de la 
parentela de los  “reyes”.  
                                                          
3
CABANELLAS Guillermo , DICCIONARIO  JURIDICO ELEMENTAL.- ED. ELIASTA S.R.L. .- ED. Un 
décima 1993.- pag. 212 
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Antes que confiar en extraños, muchos gobernantes prefieren rodearse de parientes, 
que en el mejor de los casos se convierten en su "mano derecha" y en el peor de los casos  
hacen uso de su influencia para asuntos que no siempre persiguen el bien público, sino  el 
beneficio personal, aumentándose inclusive el sueldo  contraviniendo norma expresa que 
regula los salarios de funcionarios públicos en función de su cargo. 
 
        Ocampo, profesora de la Facultad de Ciencias Políticas de la Universidad Javeriana 
de Bogotá, opina que los estados latinoamericanos son "pre modernos", pues las 
revoluciones independentistas se dieron abruptamente y no fueron precedidas de una 
evolución hacia conceptos como la separación del Estado de la persona del gobernante o la 
soberanía popular.  
 
En América Latina los más claros ejemplos, que podemos encontrar en la vida 
política actual en cuanto al nepotismo  son el de los actuales presidentes latinoamericanos, 
Cristina Fernández, en  Argentina, y Raúl Castro en Cuba, que a pesar de haber sido 
elegidos por votación, son parientes directos de sus antecesores en el cargo; Cristina 
Fernández es viuda de Néstor Kirchner y Raúl Castro es hermano de Fidel Castro.  
 
Se pueden encontrar casos sonado   de nepotismo en todos los Estados y Naciones  y  
en  América Latina,  en especial de los gobernantes de Repúblicas hermanas así es como 
de la investigación podemos encontrar se ha adoptado un término en el cual se deja ver la 
influencia de los parientes de los gobernantes de manera especial de los hermanos cuyo 
término es la de “hermanísimo”, “esposísima”, “amiguísimo”, etc.   por tanto es como se 
reconoce en el caso de América Latina citamos a varios países. 
 
En los que los hermanos de los gobernantes no solo que forman parte de las 
estadísticas sino que tienen un comportamiento que llega incluso a avergonzar a su  
pueblo. 
 
EN EL CASO DE PERÚ  
 
El caso de Alexis Humala, que ha metido en problemas a su hermano Ollanta, 
presidente electo de Perú, con un viaje a Rusia en el que se ha reunido con ministros sin, 
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por ahora, tener cargo oficial alguno, evidencia los nexos de poder y familia en América 
Latina. 
 
La prensa peruana ya ha bautizado a Alexis como el "hermanísimo", un título de 
larga tradición, como el de "esposísima", "cuñadísimo" o "sobrinísimo", no solo en este 
continente sino también al otro lado del Atlántico en países de raíz latina, como España e 
Italia, o árabe, donde la familia es lo primero, también para los políticos.  
 
           El menor de los Humala viajó a Rusia "a título personal", según dice, pero allí 
mantuvo reuniones con autoridades y empresarios de las que surgieron comunicados 
oficiales del Gobierno ruso, en algunos de los cuales se anunciaban acuerdos para después 




          Una de las candidatas a la Presidencia de Guatemala, Sandra Torres, se divorció  del  
presidente, Álvaro Colom, para poder presentarse a las elecciones de este año. La 
Constitución de ese país centroamericano prohíbe a familiares cercanos del presidente en 




En Colombia, según María Cristina Ocampo, el nepotismo no solo está prohibido por 
ley sino que es muy mal visto socialmente, pero existe el "delfinazgo", del que se 
benefician los hijos y nietos de gobernantes, supuestos herederos de su talento y virtud. 
Jurídicamente, no resultaría discriminatorio un reglamento claro y preciso, que vede la 




Los hermanos del presidente venezolano, Hugo Chávez, Adán y Argenis, han 
ocupado diferentes cargos y hoy en día el primero es gobernador (por elección) del estado 






También hay casos de hermanos de poderosos que se acaban convirtiendo en una 
pesadilla, como Pedro Collor de Mello, cuyas denuncias desembocaron en la dimisión de 
Fernando Collor de Mello como presidente de Brasil (1990-1992),  
 
ARGENTINA se tiene casos similares en los gobiernos de turno. 
 
En Argentina, tres mandatarios anteriores a Cristina Fernández, Néstor Kirchner 
(2003-2007), Fernando de la Rúa (1999-2001) y Carlos Menem (1989-1999), tuvieron 
hermanos o parientes cercanos en sus gabinetes o en puestos clave.  
 
Alicia Kirchner conserva el puesto de ministra de Desarrollo Social que ejerció 
durante la presidencia de su hermano en el actual gabinete de su cuñada Cristina, la 
segunda mujer presidenta en la historia de Argentina. La anterior, María Isabel Martínez de 
Perón, como ella, fue previamente primera dama.  
 
Menem, de origen sirio, se rodeó de parientes en sus diez años de gobierno y 
algunos, como sus cuñados Emir y AmiraYoma, le trajeron problemas con la justicia por 
tráfico de influencias.  
 
 
REPÚBLICA DOMINICANA  
 
En República Dominicana el presidente Hipólito Mejía (2000-2004) puso a su 
cuñado, Sergio Grullón, al frente del poderoso Ministerio de la Presidencia y nombró a su 




En México, un comité legislativo determinó en 2006 que Marta Sahagún, esposa del 
hoy ex presidente Vicente Fox, abusó de su poder para favorecer a sus hijos en la 






En Uruguay, Jorge Vázquez se desempeñó como prosecretario de la Presidencia 
durante la gestión de su hermano Tabaré Vázquez (2005-2010) y actualmente es 
viceministro del Interior en el Gobierno de José Mujica.  
 
El más  conocido  caso es el que se registra en CUBA 
 
Pero si hay un "hermanísimo" en América Latina es Raúl Castro, el actual presidente 
de Cuba, en quien su hermano Fidel delegó el poder de forma interina en 2006 al caer 
enfermo y al que la Asamblea Nacional designó oficialmente presidente en 2008.  
 
El inseparable hermano menor del líder de la Revolución fue ministro de Defensa y 
estuvo al frente de las Fuerzas Armadas durante 49 años.  
 
 COSTA RICA  
 
El "hermanísimo" costarricense fue Rodrigo Arias, quien acompañó al hoy ex 
presidente Óscar Arias en sus dos gobiernos (1986-1990 y 2006-2011) como ministro de la 




La historia de Nicaragua, desde su independencia en 1821, ha estado marcada por el 
nepotismo, que alcanzó su apogeo durante la dinastía de los Somoza, que gobernó de 1937 
a 1979, y se mantuvo en los sucesivos gobiernos, incluido el primero sandinista.  
 
En el actual Gobierno sandinista el presidente Daniel Ortega ha delegado la mitad del 
poder en su esposa, Rosario Murillo, que cumple las funciones de una ministra de la 






En el ECUADOR que no es distinto, es una práctica  usual e cada gobierno, es por eso 
que nombramos algunos 
 
Una de las más enérgicas y convincentes que Bucaram encajó fue la de nepotismo:, 
nombrando  a su hermano Adolfo ministro de Bienestar Social, a su hermana Elsa 
colaboradora personal, a su cuñado Pablo Concha Lederberger -esposo de Rina Bucaram, 
antiguo secretario particular de Roldós y veterano funcionario gubernamental con Hurtado 
y Borja- ministro de Economía, y a sus primos José Salem Bucaram, Jorge Bucaram 
Záccida y Averroes Bucaram Záccida, respectivamente, gerente general del Banco del 
Estado, director regional del IESS en Guayas y subsecretario del Gobierno.  
 
Con su nombramiento ministerial, Adolfo habría sido reparado de su derrota ante el 
candidato socialcristiano en la lid por el puesto de gobernador de Guayas.  
 
En cuanto a Averroes, dos veces presidente del Congreso, había renunciado a 
presentar su candidatura presidencial por cuenta de la CFP en 1996 para no perjudicar las 
posibilidades de su primo. Otros dos hermanos, Jacobo Juan y Santiago, ganaron el escaño 
de congresistas para esta legislatura en las listas del PRE. El primero, cuatro años mayor 
que Abdalá y con fama de pendenciero, ya tenía a sus espaldas una amplia experiencia 
como legislador, habiendo llegado a vicepresidente del Congreso entre 1992 y 1993; en 
noviembre de 1996 fue colocado en la presidencia del Comité Olímpico Ecuatoriano con 
las influencias políticas de su hermano.  
 
Sobre Elsa Bucaram cabe citar que entre 1988 y 1991 sirvió a su vez como primera 
edil de Guayaquil, y su gestión fue no menos tumultuosa. En diciembre de 1989 
protagonizó un grotesco reparto de juguetes en un acto populista que causó la muerte a dos 
niños.  
 
Después fue diputada nacional y en agosto de 1993, tras dictarle la justicia una orden 
de búsqueda y captura por desfalco (la venta de vehículos del parque móvil municipal para 
chatarra), continuó los pasos de su hermano fugándose del país y exiliándose en Panamá.  
 
Justamente con la asunción presidencial de Abdalá, Elsa retornó a Ecuador al tiempo 
para conocer su sentencia absolutoria en los tribunales. 
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 De la avidez de lucro e influencia de la familia del presidente no sería ajeno Jacobo, el 
primogénito de los cuatro hijos tenidos (siendo Abdalá, Linda y Michel los otros tres) con 
la doctora María Rosa Pulley Vergara, al cual los medios periodísticos situaron al timón de 
una red de enriquecimiento parásita de la oficina estatal de aduanas que en sólo medio año 
le habría reportado "su primer millón de dólares".  
 
En la presidencia del anterior gobierno, se encontraron sendos  abusos  en el que 
varios hermanos y cuñados del ex presidente Lucio Gutiérrez fueron nombrados como 
jefes de misiones en el extranjero, también coarta el derecho de un diplomático de carrera, 
que habiendo cumplido los requisitos para ser Jefe de Misión, no pueda desempeñarla si 
tiene parentesco con los dos primeros magistrados para el cargo en el exterior, vulnerando 
el derecho al trabajo. 
 
En la presidencia del Actual Presidente de la República hemos podido conocer sobre 
los contratos que tuvo el hermano Fabricio Correa, que se quedó sin unos contratos con el 
Estado y hoy es el primer detractor de s hermano, el presidente ecuatoriano, Rafael 
Correa.  
 
1.3   SUJETOS ACTIVOS DEL NEPOTISMO  
 
La función pública consiste en toda actividad temporal o permanente, remunerada u 
honoraria, realizada por una persona natural en nombre del Estado o al servicio del Estado 
o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles jerárquicos. 
 
Para entender el alcance es su integridad e sexto  artículo de la Ley Orgánica de 
Servicio Público es necesario de manera colegiada definir conceptos previos dentro de una 
interpretación restrictiva de la norma administrativa. 
 
Dentro de éste contexto conviene analizar normas en donde se defina aspectos 
relacionados a los funcionarios de dirección y personal de confianza de las entidades 
estatales. 
 
En el campo laboral privado se define al Personal de dirección a "aquel que ejerce la 
representación general del empleador frente a otros trabajadores o a terceros, o que lo 
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sustituye, o que comparte con aquéllas funciones de administración y control o de cuya 
actividad y grado de responsabilidad depende el resultado de la actividad empresarial", del 
mismo modo se define a trabajadores de confianza como "aquellos que laboran en 
contacto personal y directo con el empleador o con el personal de dirección, teniendo 
acceso a secretos industriales, comerciales o profesionales y, en general, a información de 
carácter reservado. Asimismo, aquellos cuyas opiniones o informes son presentados 
directamente al personal de dirección, contribuyendo a la formación de las decisiones 
empresariales". 
 
Si bien es cierto, esta definición es aplicada en el ámbito privado, también se debería 
determinarlos par el actuar de ellos se encuentra ligado a la función estatal, es decir 
al Servicio Público.   En este sentido la Ley Orgánica De Servicio Público publicada en el 
Segundo Suplemento Del Registro Oficial 294 el  6 De Octubre De 2010. define a servidor 
público como “ Serán servidoras o servidores públicos todas las personas que en cualquier 
forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad 
dentro del sector público…….”· 
 
Del mismo modo nuestra Constitución en su artículo 229 señala que "Serán 
servidoras o servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier 
título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector 
público. 
 
Dentro de éste contexto la Ley  respecto al Servicio Público ha establecido que el 
personal del empleo público se clasifica de la siguiente manera: 
 
Funcionario público.- El que desarrolla funciones de preeminencia política, 
reconocida por norma expresa, que representan al Estado o a un sector de la población, 
desarrollan políticas del Estado y/o dirigen organismos o entidades públicas. Éste puede 
ser: 
 




Es aquel funcionario  elegido mediante elección popular y universal, conducida por el 
organismo del Estado autorizado para tal fin. El ingreso, permanencia y término de su 
función están regulados por la Constitución y las leyes de la materia. 
 
LOS funcionarios públicos de elección popular, directa y universal son los siguientes: 
 Presidente de la República. 
 Vice Presidentes de la República. 
 Representantes al Parlamento Andino 
 Asambleístas Nacionales , provinciales, especiales 
 Prefectos Provinciales 
 Vice prefectos Provinciales. 
 Alcaldes Municipales 
 Concejalas y Concejales. 
 Miembros de las Juntas Parroquiales 
 
b) De nombramiento y remoción regulados.  
 
Es aquél cuyo nombramiento, instancia que lo nombra, período de vigencia y 
causales de remoción, están regulados en norma expresa. En estos casos, el nombramiento 
y la remoción se sujetan a las reglas contempladas para cada caso. Son funcionarios 
públicos de nombramiento y remoción regulados conforme el art. 225 de la Constitución, 
ART.  3 de la LOSEP: 
 




 Judicial y Justicia Indígena 
 Electoral 
 Transparencia y Control Social 
 Procurador General del Estado 
 Miembros de la Corte Constitucional 
 Contralor General del Estado 
 Presidente del Consejo Nacional Electoral 
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 Miembros del Corte  Nacional de Justicia. 
 Titulares de las entidades públicas con personalidad jurídica. 
 Fiscal  General del Estado. 
 Miembros del Consejo de la Judicatura. 
 Rectores, Vicerrectores y Decanos de las Facultades de la Universidades Públicas. 
 Jefe y miembros del Consejo Directivo de los organismos reguladores. 
 Vocales integrantes de los Tribunales Administrativos de las entidades públicas. 
 Aquellos establecidos por norma especial. 
 
c) De libre nombramiento y remoción. 
 
Es aquel cuya incorporación a la función pública se realiza por libre decisión del 
funcionario público de confianza política originaria o por funcionario público de 
nombramiento y remoción regulados. El libre nombramiento consiste en la apreciación por 
el órgano competente de la idoneidad de los candidatos en relación con los requisitos 
exigidos para el desempeño del puesto. Podrán cubrirse a través de esta modalidad los 
cargos de primer y segundo nivel jerárquico en las entidades del Poder Ejecutivo y los de 
primer nivel jerárquico en los organismos públicos descentralizados y en las empresas del 
Estado de conformidad con el art. 151 de la constitución. Son funcionarios públicos de 
libre nombramiento y remoción: 
 
 Ministros de Estado 
 Vice Ministros 
 Secretarios Generales de entidades del Poder Ejecutivo. 
 Presidentes del Directorio y Secretarios o Directores Ejecutivos o de rango similar de 
los organismos públicos descentralizados 
 Presidentes y miembros del Directorio y Gerencia General de las empresas del Estado 
en las cuales el Estado tiene participación mayoritaria, así como de las empresas 
municipales. 
 Gobernadores 






Servidor público, puede ser: 
 
a) Directivo superior.- El que desarrolla funciones administrativas relativas a la dirección 
de un órgano programa o proyecto, la supervisión de empleados públicos, la elaboración de 
políticas de actuación administrativa y la colaboración en la formulación de políticas 
de gobierno. 
 
A este grupo se ingresa por concurso de méritos y capacidades de los servidores ejecutivos 
y especialistas, la ineficiencia en este cargo da lugar al regreso a su grupo ocupacional. 
 
b) Ejecutivo.- El que desarrolla funciones administrativas, entiéndase por ellas al ejercicio 
de autoridad, de atribuciones resolutivas, las de fe pública, asesoría legal preceptiva, 
supervisión, fiscalización, auditoría y, en general, aquellas que requieren la garantía de 
actuación administrativa objetiva, imparcial e independiente a las personas. Conforman un 
grupo ocupacional. 
 
c) Especialista.- El que desempeña labores de ejecución de servicios públicos. No ejerce 
función administrativa. Conforman un grupo ocupacional. 
 
d) De apoyo.- El que desarrolla labores auxiliares de apoyo y/o complemento. Conforman 
un grupo ocupacional. 
 
1.4 EL PARENTESCO Y LA AFINIDAD EN LA LEGISLACION 
ECUATORIANA. 
 
Una vez, establecido estos conceptos previos a efectos de limitar el ámbito de 
aplicación de los sujetos activos del nepotismo; es necesario revisar conceptos 
relacionados a la institución jurídica del parentesco y la afinidad. 
 
Según Guillermo Cabanellas el PARENTESCO Es “Relación recíproca entre las 
personas, proveniente de la consanguinidad, afinidad, adopción o la administración de 
algunos sacramentos. Esa amplia fórmula comprende las cuatro clases principales de 
parentesco: el de consanguinidad o natural, el de afinidad o legal, el civil y el espiritual o 
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religioso. CIVIL. Denominación que recibe el vínculo determinado por la moderna 
adopción y por la arrogación de los antiguos romanos. COLATERAL. Denominado 
también oblicuo y transversal, es el existente entre personas que descienden de un tronco 
común, pero no directamente; como los hermanos, los primos hermanos y los sobrinos y 
tíos. (v. estos parentescos y Colateral.) DE DOBLE VÍNCULO. El procedente de modo 
conjunto del padre y de la madre. Se refiere de modo especial a los hermanos que tienen 
iguales progenitores, denominados también hermanos germanos, a diferencia de los medios 
hermanos (v.). ESPIRITUAL. El que se contrae por razón de bautismo entre los padrinos y 
el ahijado, y entre éste y el ministro del sacramento. ILEGITIMO. El procedente de unión 
concubinaria, adulterina y cualquiera extraconyugal. POR CONSANGUINIDAD. El que 
media entre personas que descienden de un tronco común o cuando una es progenitora de 
la otra. UTERINO. El creado por la madre exclusivamente.  
 
AFINIDAD. El parentesco que se contrae por el matrimonio consumado, o por cópula 
ilícita, entre el varón y los parientes consanguíneos de la mujer, y entre ésta y la familia 
consanguínea de aquél. 
 
El parentesco es un lazo o vínculo que une a los individuos de ambos sexos que 
descienden de un tronco común. Es natural, y se basa en el vínculo sanguíneo. Dentro de 
este parentesco se pueden hallar líneas y grados. En la línea, las personas descienden unas 
de otras. Puede ser recta, tanto ascendente (padres, abuelos, bisabuelo…) o descendente 
(hijos, nietos, bisnietos…). En el caso de la línea colateral, no descienden unas de otras, 
pero ambas lo hacen de un antecesor común. Es por ejemplo el caso de los hermanos, que 
descienden de los mismos padres, o de los tíos y sobrinos, que descienden ambos del padre 
del tío, y abuelo del sobrino, respectivamente. En el caso de los primos el antecedente 
común es el abuelo o abuelos de ambos. 
 
En el ámbito del Derecho, el parentesco por afinidad, también llamado en el lenguaje 
vulgar, parentesco político, es el que se genera en virtud del matrimonio, entre el marido y 
la mujer, y los parientes consanguíneos del otro de los cónyuges. Los cónyuges entre sí no 
son parientes. Puede ser en línea recta, como el parentesco entre suegro o suegra y nuera o 
yerno; que están en primer grado, igual que el hijo o la hija en el parentesco consanguíneo, 
aunque en estos casos en realidad no se trata de grados, ya que no hay generaciones, pero 
20 
 
se hace una analogía con el parentesco biológico; o colateral, como en el caso de los 
cuñados, que están en segundo grado, igual que los hermanos consanguíneos. 
 
El parentesco se puede definir de dos formas: en su modo estricto unidas por 
comunidad de sangre y en su modo amplio la relación o unión de varias personas por 
virtud de la naturaleza o ley; en particular, se puede señalar que el parentesco. 
 
« (...) es el nexo jurídico que existe entre los descendientes de un progenitor común, 
entre un cónyuge y los parientes de otro consorte, o entre el adoptante y el adoptado» 
 
En nuestra legislación Ecuatoriana podemos encontrar en el Código Civil en el  
Primer Libro en su Capítulo I Art. 22 y 23 la normativa referente al parentesco y por ende 
a la filiación es por tanto que se éste parentesco se separa en parentesco por 
consanguinidad y por afinidad. 
 
PARENTESCO POR CONSANGUINIDAD 
 
El parentesco que se ocasiona por  consanguinidad o consanguineidad es la relación 
que existe entre las personas unidas por un vínculo de sangre, es decir, que tienen al menos 
un ascendiente en común.  
 
La proximidad en el parentesco por consanguinidad se determina por el número de 
generaciones que separan a los dos parientes, y se mide en grados, correspondiendo cada 
grado a la separación entre una persona y sus padres o hijos. 
 
Estos vínculos de parentesco consanguíneo se organizan en líneas de parentesco, 
formadas por una serie consecutiva de grados. 
 
El parentesco se puede producir de cuatro formas diferentes: 
 
 Línea recta: la serie de grados existente entre personas que descienden una de la otra. 
 Línea recta ascendente: une a alguien con aquellos de los que desciende de manera 
directa: padres, abuelos, bisabuelos, tatarabuelos, tras tatarabuelos, etc. 
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 Línea recta descendente: liga al ancestro con los que descienden sucesivamente de él 
de manera directa: hijos, nietos, bisnietos, tataranietos, tras tataranietos o choznos, etc. 
 Línea colateral: la serie de grados existente entre personas que tienen un ascendiente 
común, sin descender una de la otra: hermanos, tíos, primos... 
 
 Esta forma de parentesco la encontramos en el Art. 22 del Código Civil Ecuatoriano 
en este encontramos que esta forma de parentesco es el que nace de los vínculos de sangre, 
ya sea por tratarse de generaciones sucesivas (línea recta) o por tener un ascendiente 
común (colaterales), los grados se cuentan por generaciones.  
 
 Nuestro Código Civil en su Art. 22 establece que “los grados de consanguinidad 
entre 2 personas se cuentan por el número de generaciones. Así el nieto está en segundo 
grado de consanguinidad con el abuelo; y 2 primos hermanos en cuarto grado de 
consanguinidad entre sí.  
 
Cuando una de las dos personas es ascendiente de la otra, la consanguinidad es en 
línea recta; y cuando las dos personas proceden de un ascendiente común, y una de ellas no 
ascendiente de la otra, la consanguinidad es en línea colateral o transversal.”  
 
Grados de parentesco por consanguinidad: 
 
 PRIMER GRADO  
 
 padres 
  hijos 
 










 TERCER GRADO  
 Bis abuelo 




  CUARTO GRADO  
 Tátara abuelo 
 Tátara nieto  
 Primos hermanos 
 
 
PARENTESCO POR CONSANGUINIDAD     Parentesco que nace por el vínculo de 
sangre como se encuentra en normado en el Art. 22 del Código Civil Ecuatoriano. 
 ASCENDIENTES EN LÍNEA RECTA DESCENDIENTES EN LÍNEA RECTA 
  
V  GRADO CUARTO ABUELO  I GRADO    HIJO 
     IV GRADO        TATARABUELO          II GRADO   NIETO 
     III GRADO         BISABUELO              III GRADO   BISNIETO 
      II GRADO         ABUELO             IV  GRADO   TATARANIETO 
        I GRADO        PADRE   V GRADO   CHOZNO 
 
PARIENTES EN LÍNEA COLATERAL O TRANSVERSAL  En esta no encontramos 
un parentesco en primer grado. 
II GRADO     HERMANOS Y MEDIOS HERMANOS  
III  GRADO  TIOS, SOBRINOS 
IV GRADO   PRIMOS HERMANOS  
V  GRADO EL HIJO DE MI PRIMO 






PARENTESCO POR AFINIDAD 
 
La afinidad es el vínculo relacionado que se establece entre un conyugue y los 
parientes consanguíneos del otro, o bien, recíprocamente, entre una persona y los cónyuges 
de sus parientes consanguíneos. Este exige un completo asumo de la responsabilidad de 
ambos cónyuges. 
 
El grado y la línea de la afinidad se determinan según el grado y la línea de la 
consanguineidad. Es decir, una persona es pariente por afinidad de todos los parientes 
consanguíneos de su cónyuge en la misma línea y grado que éste lo es de ellos por 
consanguinidad. Recíprocamente, los cónyuges de los parientes consanguíneos de una 
persona son parientes por afinidad de ésta en la misma línea y grado que el pariente 
consanguíneo del que son cónyuges. 
 
La relación existente entre un grupo de parientes consanguíneos y los parientes 
consanguíneos del cónyuge de uno de ellos, que podríamos llamar de «doble afinidad» (por 
ejemplo, la relación existente entre los consuegros o los concuños, no genera parentesco en 
el Derecho hispano. Es decir, el matrimonio no crea parentesco entre los consanguíneos de 
uno de los cónyuges y los del otro. 
 
También existe el término "contrapariente" que significa: Pariente de parientes: "no 
es primo directo mío, es un contrapariente porque es primo de mi cuñado del sobrino de la 
prima del tío del papa de la hermana" así se le llama a contrapariente. 
 
Es aquel que nace del matrimonio, se encuentra limitado al cónyuge, que queda 
unido así a todos los parientes consanguíneos del otro cónyuge , pero entre los parientes 
por afinidad de uno y otro no existe ningún vínculo, el cual no concluye con la muerte ni 
con el divorcio. 
 
Nuestro Código Civil en su Art. 23 conceptualiza como: "afinidad es el parentesco 
que existe entre una persona que esta o ha estado casada y los consanguíneos de su marido 




Esta línea y grado de afinidad entre dos personas se determina por la línea y grado de 
consanguinidad respectivos; así, entre suegros y yernos hay línea recta o directa de 
afinidad en primer grado, y entre cuñados, línea colateral de afinidad en segundo grado.”  
Estos son los grados de parentesco: 
 
 DE PRIMER GRADO:  
 Suegros 
  Yerno/Nuera 
 Hijastros 
 
 DE SEGUNDO GRADO:  
 Padrastros 
 Abuelo político 
  Nietos político 
 
PARENTESCO POR AFINIDAD, 23 del Código CIVIL.  
ASCENDIENTES EN LINEA RECTA DESCENDIENTES EN LINEA RECTA 
 
           II GRADO PADRASTRO                    I GRADO HIJOS POLITICOS,       
                                                                    YERNOS, NUERAS,  HIJASTROS. 
            I GRADO SUEGROS          II GRADO NIETO POLITICO 
Colateral o Transversal.                       II Grado cuñados 
Tabla No. 2  Orden de parentesco por afinidad. 
 
Por lo general los parientes de cada cónyuge, no adquieren parentesco legal con 
los parientes del otro entre sí. Legalmente los consuegros y concuñados no son parientes, 








Se le conocía como Agnatio, es un vínculo puramente entre dos personas que 
conviven bajo una misma patria potestad, es decir, que este vínculo no reposa en la 
identidad de la sangre, sino en la identidad del poder. 
 
La adopción establece parentesco, llamado «parentesco civil» o por adopción, entre 
el adoptado y el adoptante, así como entre el adoptado y la familia del adoptante. En 
general, el parentesco entre un miembro adoptado de la familia se considera exactamente 
igual que el de un miembro de origen consanguíneo, computándose la línea de parentesco 
de la misma forma que en el caso de la consanguinidad. 
 
1.5 EL FAVORITISMO  
 
El favoritismo significa brindar privilegios especiales a colegas, amigos y/o 
conocidos, en diversos aspectos laborales, por ejemplo en las áreas de reclutamiento, 
selección, plan de carrera y decisiones personales. Es un fenómeno social amplio y difícil 
de controlar en las organizaciones, especialmente en culturas que le asignan un alto valor a 
las relaciones interpersonales, particularmente a amigos o conocidos. Es un fenómeno que  
sucede con mucha frecuencia, ya que la sociedad funciona por medio de relaciones 
interpersonales basadas en el poder, y muchas veces determinadas por niveles de 
influencias. Asimismo, el status ocupa un nivel importante en la sociedad, sobre todo 
cuando se ostenta una posición o título alto en la jerarquía organizacional; en este sentido 
la persona recibirá a cambio respeto y admiración de los demás. 
 
Es por ello que luego de generar nuevas amistades e influencias se ve en la 
obligación de ubicar  en lugares estratégicos a personas que tal vez no tengan la capacidad 
necesaria para esta ubicación por prestar favores a sus allegados en perjuicio de aquellos 
que tienen la formación  y la capacidad necesaria para ocupar puestos de interés y 
responsabilidad 
 
El favoritismo no es un tema nuevo en el mundo laboral. Las organizaciones 
representan entidades sociales, en donde las relaciones interpersonales son necesarias entre 
colaboradores, jefes y subordinados. Es cierto que de estas relaciones sociales, no todas 
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serán totalmente “equitativas”, sino que se verán influenciadas por el nivel de cercanía o 
compatibilidad que se tenga con las personas. Sin embargo el conflicto surge cuando estos 
intereses compartidos y compatibilidad generan percepciones de tratos preferenciales a 
algunas personas, o si realmente esto sucede, y existe parcialidad en el trato. Estas 
situaciones resultan dañinas y perjudiciales para el ambiente laboral dentro de la 
organización.  
 
El favoritismo  brinda privilegios especiales a colegas, amigos y/o conocidos, en 
diversos aspectos laborales, por ejemplo en las áreas de reclutamiento, selección, plan de 
carrera y decisiones personales.  Es un fenómeno social amplio y difícil de controlar en las 
organizaciones, especialmente en culturas que le asignan un alto valor a las relaciones 
interpersonales, particularmente a amigos o conocidos. Por otro lado, las personas  buscan 
integrarse a un grupo y socializar, creando fuertes lazos emocionales generando los 
denominados “compadrazgos” y “amiguismos”. 
  
 El favoritismo se da bajo diversas situaciones dentro de la organización, sin 
embargo, como lo comenta Rosario Díaz, empresaria mexicana el “favoritismo es una 
línea casi invisible que puede confundir la toma de decisiones de los jefes en temas de 
ascenso de puestos, aumento de sueldos, otorgamiento de premios, preferencias familiares, 
manejo de relaciones humanas, problemas laborales que se llevan a terreno personal, la 
no alineación con los intereses organizacionales, la discriminación de género, entre otros; 
sin embargo, en la mayoría de los casos sucede por la falta de políticas, procedimientos e 
indicadores que orienten una cultura organizacional”. Es decir, si se carece de procesos y 
de orden en la organización, o si en ellos existe poca claridad y transparencia, da pie a que 
éstas puedan romperse, ignorarse o no acatarse. Cuando el colaborador percibe que la 
manera en la que la organización lleva a cabo los procedimientos organizacionales es poco 
ética y justa, puede tener graves efectos como sentimientos negativos, enojo, frustración, 
resentimiento, baja moral, causar hostilidad entre los grupos afectando la colaboración 
interna, un bajo compromiso en los colaboradores, evitación en el trabajo, e incluso 
sabotaje. 
 
 Para la mayoría de personas el favoritismo se da en primera instancia a consecuencia 
de la poca ética, equidad y claridad en las reglas, políticas y procesos dentro de la 
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organización, lo cual es mencionado principalmente por los niveles operativos, así como 
los supervisores y coordinadores. 
 
 Es importante mencionar que para los colaboradores esta inequidad se da 
principalmente en los:  procesos de ascensos, reclutamiento y selección, evaluaciones del 
desempeño, así como en cuestión de reconocimientos, ya que los favorecidos casi siempre 
suelen ser  aquellos que trabajan con sus allegados. En este sentido se detalla cada uno de 
estos procesos y sus implicaciones en el favoritismo.  
 
Ascensos, Reclutamiento y Selección, Reconocimientos. Para Kras (1995), en 
mayoritariamente en la actualidad  se prefiere el reclutamiento, selección y contratación en 
primera instancia de familiares y amigos de los colaboradores evitando, en la medida de lo 
posible, el ingreso de desconocidos o personas no recomendadas, lo cual genera 
“amiguismos”. A pesar de ello, y debido al crecimiento e institucionalización de las 
organizaciones, ha sido necesario contratar a personas de “afuera”. Esto se da 
principalmente porque la honradez, lealtad, y la confiabilidad son consideradas sumamente 
importantes para los empleadores, haciendo que sigan muchas veces dependiendo de los 
lazos familiares y del “compadrazgo”. Esto destruye la equidad de organización, 
motivación y armonía dentro del lugar de trabajo, mientras que el ingreso de personas poco 
calificadas, y que no posean los conocimientos y/o habilidades para el puesto trae consigo 
ineficiencia, un desempeño pobre, y altos costos de capacitación y contratación (Arasli y 
Turner, 2008). Por otra parte, las promociones típicamente representan un sentido de 
recompensa en el colaborador, lo que le genera motivación y satisfacción, por loque, si este 
proceso no es justo e imparcial, causará una baja moral y desmotivación en el personal.  
 
Evaluación del desempeño. A pesar de su importancia en la organización (crear 
bases para las decisiones de personal), en muchas ocasiones, la evaluación del desempeño 
puede verse afectada por la subjetividad del evaluador, lo que ocasiona que se devalúe y 
sus objetivos no se cumplan. Dicha subjetividad es típicamente generada por relaciones 
interpersonales, así como las implicaciones de comunicar una evaluación deficiente 
(Prendergast y Topel, 1993). El colaborador al no ser evaluado de manera objetiva, con 
base en métricas y el cumplimiento de metas, sentirá frustración e injusticia, y realizará su 




La siguiente causa o situación mencionada que fomentan el favoritismo es la 
cuestión ya mencionada anteriormente que se relaciona con los “amiguismos”, o favorecer 
con base en relaciones personales. En niveles jerárquicos altos, se percibe la preferencia 
hacia personal externo para posiciones más altas o estratégicas, considerando que no se 
tome en cuenta su experiencia, trayectoria o conocimientos.  
 
La tercera situación  es que genera favoritismo en las organizaciones, es en cuestión 
de beneficios, sueldos, permisos y horarios. El nivel jerárquico que más menciona esto es 
el nivel operativo. Esto puede deberse a una falla en la comunicación de los planes de 
compensación, así como una falta de toque humano y de imparcialidad por parte de los 
jefes. En este sentido es necesario que el sistema de remuneraciones y compensación 
funcione de manera correcta y equitativa en la organización, y que ésta sea comunicada de 
forma transparente. En caso de que esta estructura de remuneración, incentivos y 
beneficios no esté clarificada, comunicada o sea elaborada de manera subjetiva puede 
afectar negativamente las relaciones entre los colaboradores, el rendimiento y la 
motivación. Por otra parte, el favoritismo en incentivos o recompensas reduce los intentos 
de esfuerzo por parte de los colaboradores, aún en aquellos que son “favoritos” y puede 
provocar que un colaborador decida dejar la organización y puede dar lugar a comentarios 
negativos a los clientes, colegas, amigos y otras personas, que pueden causar graves daños 
a la operación y la imagen de la organización. Este punto además viene muchas veces 
ligado al tema de evaluación del desempeño, sobre todo en la cuestión de incentivos, ya 
que la arbitrariedad en evaluar el desempeño del colaborador repercutirá en recompensas 
tales como bonos.  
 
Por otro lado, resalta el hecho de que muchas personas dentro de la organización 
“justifican” el favoritismo, mencionando que éste fenómeno existe porque los jefes se 
apoyan en los colaboradores de sus equipos que saben que no les van a fallar. Esta 
situación puede ser cierta en muchos de los casos, sin embargo si se lleva a cabo, se puede 
caer en el hecho de no identificar y potencializar el talento de los demás integrantes del 
equipo, puede causar roces entre los colaboradores, propagar el sentido de injusticia, y para 
aquellas personas señaladas como confiables en el equipo, cargarles responsabilidades y 




El favoritismo se carga hacia ciertas áreas de las organizaciones, generalmente hacia 
áreas comerciales/ventas, o aquellas consideradas como estratégicas para la organización.  
 
El favoritismo puede generar varios efectos en el área donde se encuentra este 
fenómeno. Entre los cuales podemos destacar: 
 
Que el l favoritismo en general, dificulta el desarrollo y la promoción de normas, 
reglas, así como la confianza en la organización (Khatri y Tsang, 2003). Asimismo, como 
consecuencia del favoritismo puede presentarse el caso de que exista talento no reconocido 
dentro de la organización, el cual resulta bloqueado por la falta de oportunidades, causando 
que exista fuga de talento.  
 
Arasli y Tumer (2008) encontraron que las prácticas de favoritismo generan altos 
niveles de estrés en la organización, trayendo como consecuencia bajos niveles de 
satisfacción laboral, e incrementa en los colaboradores las intenciones de renuncia, lo que 
resulta en altos costos de rotación de personal y fuga de talento en la organización 
(Prendergast y Topel, 1993). Las organizaciones que presentan altos niveles de favoritismo 
es probable que sean ineficientes y que tengan pocas probabilidades de sobrevivir en un 
ambiente competitivo.  
 
Todo esto conlleva consigo las complicaciones o un ambiente nada propicio para el 
desarrollo de las actividades que funge una institución por tanto es necesario evitar que 
esto se dé y sobre todo en  entidades públicas donde se desarrollan las funciones de 
servicio público. 
 
La principal vía para evitar el favoritismo es mantener las reglas claras. Es decir, que 
las políticas, procesos, programas e iniciativas sean transparentes, y que éstos sean 
comunicados al 100% del personal. De esta manera, los colaboradores sabrán qué es lo que 
la organización espera de ellos, y lo que ellos pueden esperar de la organización y sus 
jefes. 
 
Existen empresas que alcanzan grandes índices en cuanto a ausencia de favoritismo, 
puesto que han implementado estrategias que promueven la imparcialidad y evitan el 
favoritismo. Claudia Araiza, empresaria, menciona que “es importante poner en marcha 
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diversas prácticas que permitan ser una empresa incluyente, de no discriminación y 
favoritismo, como políticas de equidad de género, actividades de integración, así como 
foros de expresión coordinados por Capital Humano en conjunto con la Dirección 
General, que permitan la interacción de toda la empresa sin importar niveles jerárquicos 
promoviendo la mejora de clima y la cultura laboral.” 
 
Muchas organizaciones recurren a procesos en los que  una empresa se lanza un 
comunicado de las plazas disponibles, en el que se explica perfectamente cuáles son los 
requisitos y cuál será el método de evaluación. Además se lanza un comunicado vía e-mail 
para describir quiénes son las personas que serán ascendidas y se hace del conocimiento de 
los colaboradores qué factores fueron determinantes en la decisión. Al mismo tiempo se les 
manda un e-mail a los colaboradores participantes, explicándoles la razón por la cual no 
fueron ellos los elegidos. Asimismo existen empresas que establecen políticas claras de 
promoción interna, fundamentándolas en los perfiles de puesto, en el desempeño y 
antigüedad de los colaboradores, brindándoles así a todos la oportunidad de ser 
promovidos.  
 
También son importantes aquellas estrategias que aseguren la objetividad en 
procesos como por ejemplo en la evaluación del desempeño. Claudia Vásquez, Human 
Resources Representativede Cisco menciona que “la orientación de su empresa hacia los 
resultados genera que se establezcan métricas cuantitativas y cualitativas que avalan el 
desempeño de los individuos. Es importante que las promociones y evaluaciones de 
desempeño se calibren entre gerentes y directores de forma que intentar promocionar a un 
empleado que NO lo merece, sea prácticamente imposible”.  
 
Otras empresas se aseguran de instalar canales de apelación que tengan como 
objetivo proporcionar a los colaboradores la oportunidad de tener un trato justo, y de velar 
por la justicia en la organización.  
 
Un ejemplo es una organización que tiene un mecanismo llamado Proceso de 
Tratamiento Justo Garantizado. Este proceso interno de tres etapas de apelación comienza 
a pedido de algún colaborador que, dentro de los 5 días anteriores se haya sentido 
injustamente tratado. Muchas empresas investigan  a fondo el caso, llamando a testigos si 
es necesario. El rol de Capital Humano en esta audiencia en es la de asegurar que los 
31 
 
procesos se lleven a cabo como dicta la política y que se respeten los derechos de todas las 
partes. En caso de que el colaborador no quedara conforme con la resolución de esta 
primera instancia, el colaborador puede apelar a otra instancia.  
 
Otras estrategias están dirigidas a procurar que el sistema de compensaciones esté 
elaborado de manera justa, que sea clara, y que los colaboradores sean informados al 
respecto. Por ejemplo, existen empresas que crean su sistema de incentivos económicos de 
manera que los colaboradores sientan que son retribuidos de manera justa por el trabajo 
que hacen, independientemente de su rol o posición. En una empresa, en lugar de que los 
bonos sean discrecionales, existe una estructura planeada, en la cual el 50% del bono del 
colaborador es fijo, basado en el principio de que todo el personal contribuye al éxito de la 
organización, sin importar qué posición o nivel jerárquico ocupe. El siguiente 50% se basa 
en el desempeño individual del colaborador.  
 
En relación a los ascensos, existen mecanismos que favorecen la transparencia y 
disminuyen el favoritismo. Ejemplo de ello son las prácticas que incluyen la implantación 
de Matrices de Talento. Una empresa maneja una herramienta que entre otros fines tiene el 
de ubicar a toda la organización en cuadrantes de talento para la gestión de equipos de 
trabajo. Esta herramienta permite dirigir la capacitación, así como los planes de desarrollo, 
sucesión y compensación de una manera objetiva, con base en el desempeño y potencial de 
cada colaborador.  
 
Un modo eficiente  de evitar el favoritismo es teniendo líderes congruentes, éticos e 
imparciales, que sean capaces de respetar los procesos y normas establecidos en la 
organización, y que sean capaces de poder identificar y desarrollar el talento de los 
integrantes de los equipos de trabajo Así como  es importante para los colaboradores, las 
ganas de trabajar y de dar un esfuerzo extra en su trabajo depende del trato justo que se 
reciba por parte de los jefes, así como del interés genuino hacia ellos. 1. Es decir, si el 
colaborador es tratado de manera justa, imparcial, y si tiene la oportunidad de ser 
escuchado, entonces responderá de manera favorable hacia sus jefes y la organización 
aportando más de sí, comprometiéndose de mayor manera. Además, existe fuerte evidencia 
que relaciona la congruencia de los jefes con la imparcialidad.  2. Muchas de Las Mejores 
Empresas para Trabajar se preocupan por que sus líderes se encuentren capacitados en 
temas de imparcialidad, liderazgo y congruencia. Una empresa como parte de su proceso 
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de desarrollo de líderes, les proporciona capacitación para generar un clima de trabajo 
caracterizado por la confianza, en la cual se recalca la importancia de la imparcialidad en 
sus equipos de trabajo. Otra empresa capacita a los líderes en la identificación del talento 
del personal. En una empresa como parte del programa de sucesión de puestos y 
progresión de carrera se desarrolló un nuevo programa de identificación de talento. Este 
programa permite a los gerentes, gerentes séniores y directores identificar a sus posibles 
candidatos y permitir el control de su desarrollo profesional de acuerdo a su experiencia 
previa y actual, a la vez que le permite al empleado evaluarse de manera objetiva para 
buscar nuevas oportunidades dentro de la organización.  
 
Este no es un proceso unidireccional, sino un trabajo en conjunto. Lo importante de 
este programa es que gerente y empleado trabajan juntos en su desarrollo profesional no 
importando si el empleado decide no buscar una gerencia, ni algún puesto directivo. Lo 
que se pretende es hacer crecer a los empleados aun y si mantienen su puesto actual.  
 
 El favoritismo es un tema polémico y difícil de tratar en las organizaciones, 
principalmente porque es un fenómeno que se da en el ser humano. Sin embargo es posible 
que las empresas puedan revertir y disminuir este fenómeno en sus organizaciones, tal y 
como lo han hecho Las Mejores Empresas para Trabajar. Ellas han aprendido a establecer 
mecanismos imparciales y de comunicación para asegurar que los procesos sean 
transparentes, claros, y respetados por todo el personal, desde niveles operativos hasta 
directivos. Gracias a ello han podido generar un ambiente laboral de confianza, justicia, y 
de compromiso. 
 
 Por estas razones es importante destacar que un proceso de selección tiene que estar 
basado en los principios de igualdad, y reciprocidad olvidándose de las prácticas que 
afectan fundamentalmente a las instituciones volviéndolas deficientes sus servicios en vez 
de buscar la excelencia par lo cual la mejor forma de hacer a una empresa funcional es con 
políticas que eviten la falta de ética profesional y  personal impulsando el desarrollo con 
personas calificadas y no por tener favores pendientes amiguismsos y favoritismos que 






1.6  EL CLIENTELISMO 
 
El análisis de las relaciones interpersonales en el sistema político ha incluido con 
frecuencia la noción de clientelismo. En particular, el término se ha utilizado para describir 
el sistema de relaciones políticas en las sociedades de Europa del Sur, el Medio Oriente y 
América Latina. Pero el uso del término no se agota en el análisis de estas sociedades con 
un componente rural importante.  
 
Según Eisenstadt and Roniger (Patrons, Clients and Friends, Cambridge University 
Press, 1984), el clientelismo varía en la forma en que opera y el lugar que ocupa en 
distintos regímenes socio-culturales y políticos. En Europa del Sur, el Medio Oriente, 
América Latina y el Sudeste Asiático, las relaciones clientelistas son parte central del 
contexto institucional. En el Japón y la India tradicional, las relaciones clientelistas 
constituyen una dimensión identificable dentro de la matriz institucional, es decir, un 
aditivo legítimo en el contexto institucional. Y en países como Estados Unidos y otros con 
sistemas democráticos, las relaciones clientelistas son más bien un aditivo informal a la 
matriz institucional. 
 
El clientelismo tuvo su  origen, en las regiones del Mediterráneo que el clientelismo 
se identificó inicialmente como fenómeno social. En un principio, las relaciones diádicas 
clientelistas se identificaron entre terratenientes y campesinos con poca o ninguna tierra, 
tanto en las ciudades agrarias del mezzogiorno latifundista en Italia, como en el caciquismo 
español. Estas relaciones que en principio se identificaron con la sociedad campesina, se 
transformaron con el proceso de integración nacional para hacerse parte del marco 
institucional vinculado a los partidos políticos y las burocracias de la sociedad política 
moderna. 
 
La extensión de las relaciones clientelistas fuera del marco rural en que inicialmente 
se habían desarrollado motivó un auge en la investigación sobre la temática, enfatizándose 
la funcionalidad de las relaciones clientelistas en el sistema político. Según Kaufman (“The 
Patron-Client Concept and Macro-Politics: Prospects and Problems”, Comparative Studies 
in Society and History, Vol.16, No.4, 1974), la relación entre el cliente y el patrón se hizo 
central en el análisis para comprender cómo algunos sistemas políticos operan, 
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constituyendo esa relación en algunos casos la base más importante de articulación de 
intereses y control socio-político. 
 
 Las relaciones clientelistas tienen varias características mismas que se presentan a 
continuación. 
 
La relación patrón-cliente ha recibido múltiples atributos en la literatura socio-
política. Puede definirse como un tipo especial de relación diádica que asume en gran 
medida un carácter instrumental en el cual el individuo de estatus socio-económico más 
alto (el patrón) usa su influencia y recursos para ofrecer protección y beneficios a la 
persona de estatus más bajo, quien a su vez retribuye al patrón ofreciendo apoyo, asistencia 
y servicios personales.  
 
Según Kaufman (1974), la relación patrón-cliente se define como un tipo especial de 
intercambio mutuo que muestra las siguientes características: 
 
a) la relación ocurre entre actores que tienen poder y estatus desigual; 
b) la relación se base en el principio de la reciprocidad; esto es, en una forma de 
intercambio personal cuya estabilidad depende de los resultados que cada actor espera 
obtener mediante la entrega de bienes y servicios al otro, lo cual cesa cuando las 
expectativas dejan de materializarse; y  
c) la relación es particularista y privada, ligada sólo de manera difusa a la ley pública. 
 
Para Eisenstadt y Roniger, las principales características de la relación entre el patrón y el 
cliente son las siguientes: 
 
a) las relaciones son usualmente particularistas y difusas;  
b) la interacción que sirve de fundamento a esa relación se caracteriza por un intercambio 
simultáneo de recursos de diferentes tipos, sobre todo, económicos y políticos (apoyo, 
lealtad, votos y protección), y promesas de reciprocidad, solidaridad y lealtad; 
c) el intercambio de recursos es usualmente combinado en “paquetes”, es decir, los 
recursos no se intercambian de manera separada sino conjuntamente;  
d) tiende a haber un fuerte componente de reciprocidad y confianza en la relación que se 
proyecta en el largo plazo; 
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e) la obligación impersonal permea la relación –esto se expresa usualmente en términos 
de lealtad personal o reciprocidad entre el patrón y el cliente– mientras que el elemento 
de solidaridad puede ser muy fuerte como en el caso de las relaciones primarias típicas 
del patronazgo clásico o débil como en el caso de las maquinarias modernas; 
f) las relaciones entre patronos y clientes no son fundamentalmente legales o 
contractuales, se basan en mecanismos informales de entendimiento y con frecuencia 
se oponen a la ley formal;  
g) a pesar de su persistencia y consistencia, las relaciones entre patronos y clientes se 
inician de manera voluntaria y pueden, teóricamente por lo menos, romperse 
voluntariamente; 
h) las relaciones clientelistas se asumen en forma vertical –siendo la manifestación más 
simple la diádica– y tienden a subvertir la organización horizontal tanto entre los 
patronos como entre los clientes, pero sobre todo entre los clientes;  
i) las relaciones entre patronos y clientes son muy desiguales y expresan la diferencia de 
poder entre unos y otros con los patronos monopolizando recursos que necesitan o 
desean los clientes.  
 
Eisenstadt y Roniger plantean también que la combinación de estas características 
sugiere que el intercambio entre clientes y patronos ocurre a diferentes niveles y genera 
contradicciones que constituyen uno de los elementos centrales de la relación. Estos 
elementos contradictorios son: primero, una relación de desigualdad y asimetría de poder 
conjuntamente con solidaridad mutua expresada en términos de identidad personal y 
sentimientos interpersonales de obligaciones; segundo, la de un ejercicio potencial de la 
coerción o la explotación en el contexto de relaciones supuestamente voluntarias y de 
obligaciones mutuas; tercero, el énfasis en las obligaciones mutuas, la solidaridad y la 
reciprocidad entre patronos y clientes en el contexto de relaciones en cierta medida ilegales 
o semi legales. 
 
También se puede observar diversidad en la forma concreta que asumen dichas 
relaciones.  Se las puede apreciar en dos áreas: La primera es el lugar que ocupan las 
relaciones clientelistas en el contexto institucional más amplio, es decir, determinar la 
medida en que las relaciones clientelistas representan un componente esencial o no de la 
matriz institucional de una sociedad, del modo de organizar intercambios, ejercer control, y 
36 
 
articular intereses. La segunda se refiera a la dimensión organizativa o a las formas 
concretas de relación clientelista. 
 
 En las relaciones clientelistas pueden encontrarse, además variaciones en una gran 
variedad de sociedades o diversos niveles de desarrollo y modernización.  
 
Surgen también en contextos urbanos entre políticos y marginados, en las maquinarias 
políticas y sociales, Dimensiones importantes a considerar para especificar variaciones en 
las relaciones clientelistas incluyen:  
 
a) el alcance, posición institucional y carácter organizativo de las relaciones clientelistas. 
Al respecto, las principales distinciones son si las relaciones clientelistas se 
caracterizan por una estructura personal focalizada o si los patronos intermediarios y 
clientes están relacionados a un marco institucional más amplio tales como los órganos 
centrales de administración y organización formales como partidos políticos y 
sindicatos. 
b) El tipo de supuestos en los que se base la relación patrón-cliente, que está relacionado 
sobre todo con la existencia o ausencia de barreras normativas acerca de la adopción de 
roles por parte de diferentes actores sociales, ya sean colectividades o individuos los 
que asumen los roles de patrón y clientes.  
c) La forma de fundación de la relación clientelista: o se establece la relación de manera 
implícita o a través de mecanismos formales, ceremonias o contratos?  
d) El contenido de los intercambios clientelistas que pueden distinguirse de acuerdo a 
relaciones de corta o larga duración, los tipos de recursos intercambiados, el grado de 
discreción, pasividad y restricciones socio-morales que prevalecen en la relación. 
e) El grado de continuidad o inestabilidad de los patrones clientelistas. 
 
Eisenstadt y Roniger, señala que  lo que da cuenta de las variaciones en los patrones 
organizativos de las relaciones clientelistas son aspectos del orden institucional 
relacionados con la estructura de la división del trabajo y la distribución del poder, así 
como la interrelación entre ambos.  
 
Entre los aspectos que tienen potencialmente un efecto se encuentran el nivel de 
modernización económica y política; la estructura del centro (de las élites y estratos de 
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poder), sobre todo de las coaliciones en su interior; el carácter y la configuración de los 
principales actores sociales y de los grupos de donde se reclutan los patronos y clientes 
potenciales; y el acceso diferente de los principales grupos a los recursos deseados. 
 Específicamente se plantea que el nivel de desarrollo económico y político afecta el 
alcance de las relaciones clientelistas. Las sociedades más tradicionales evidencian un 
patrón de relación clientelista más focalizado en personas y su extensión está relacionada 
con el crecimiento económico y la diferenciación política, incluyendo la cristalización de 
los partidos políticos y la penetración de las fuerzas del mercado en zonas agrarias 
periféricas. 
 
Con el proceso de comercialización de la economía, la urbanización, la capacidad 
extractiva y la movilización de recursos de la administración central se facilitó la 
diversificación de la sociedad, se debilitó el poder de los patronos tradicionales y se 
facilitó el surgimiento de alternativas para las clientelas en la forma de votos. En otras 
palabras, se debilitó al patrón tradicional pero se mantuvieron patrones clientelistas aunque 
reorganizados. Y es la persistencia de estos patrones clientelistas lo que motivó el análisis 
de este fenómeno al margen del contexto de la sociedad campesina; es decir, como 
componente de un sistema político modernizado. Los problemas teórico-metodológicos 
planteados por esta transformación han sido analizados por Kaufman, quien señala tres 
problemas recurrentes en la literatura sobre el clientelismo. Ellos son: el nivel de análisis 
en que se utiliza el concepto (micro y macro), la diferenciación entre clientelismo y otras 
formas asociativas, y el estatus del concepto de clientelismo como variable explicativa.  
 
El problema que presenta la literatura sobre el clientelismo en el nivel de análisis en 
que se utiliza el concepto es producto de la confusión que resulta de analizar diversos 
niveles simultáneamente. A veces el énfasis es en el síndrome de las normas y los roles 
esperado en el contexto de los sistemas de personalidad de los actores (por ejemplo, 
identificaciones particularistas, concepciones de autoridad jerárquica, orientaciones 
instrumentalistas hacia la acción social). Otras definiciones de clientelismo enfatizan la 
dimensión “objetiva” de la relación de poder que puede o no estar basada en orientaciones 
culturales. Más aún, mientras la mayoría de los autores comienzan con una elaboración de 
la relación diádica, su enfoque se expande rápidamente a otras unidades de análisis más 
amplias como los partidos políticos, las burocracias, o el sistema político. 
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Los múltiples focos de la literatura sobre el clientelismo es, según Kaufman, una de 
las virtudes del concepto como base potencial de estudios comparativos. Pero esto a su vez 
plantea dos cuestiones: ¿cómo hacer la transición conceptual del nivel micro al macro? y 
¿a qué nivel macro es el clientelismo un concepto organizativo útil? Kaufman plantea tres 
opciones para la utilización del concepto patrón-cliente a nivel macro de análisis: 
 
a) el clientelismo como variable atributo de todo macro-sistema; es decir, asumir que el 
clientelismo es un atributo de todo sistema político cuya variación radica en el grado de 
importancia dentro del sistema.  
b) El clientelismo como concepto paradigmático que refiere a una relación vertical de 
poder característica de todo sistema social complejo cuyas distinciones no son de grado 
sino de tipo. 
c) La derivación de sistemas clientelistas de la red de relaciones diádicas. 
 
En cuanto al nivel en que el concepto de clientelismo es útil, Kaufman sugiere que se 
adopte la relación patrón-cliente sólo como uno de los factores que afectan el 
funcionamiento del sistema. 
 
Para diferenciar los sistemas clientelistas de otros, Kaufman sugiere los siguientes 
atributos basándose en los escritos de Scott, Lande y Power (1977). En las colectividades 
clientelistas, la organización de la obediencia depende en gran medida del control que 
tengan los líderes de recursos escasos y su capacidad de utilizar estos recursos en 
intercambios directos con sus seguidores.  
 
Así, las relaciones de poder clientelistas tienen un carácter instrumental y 
particularista que las distingue de otras formas de relación con autoridad. En las 
colectividades clientelistas, los clientes tienen objetivos particularistas y tienden a ser un 
grupo socialmente heterogéneo que es difícil unificar en términos de raza o etnia. Las 
colectividades clientelistas son cuasi-grupos, son menos estables y más fluidas que otras 
formas de asociación. 
 
Finalmente, el poder explicativo del concepto de clientelismo se relaciona con la 
propia definición que se adopte del concepto y el nivel de análisis en que se utilice. En 
concreto, las posiciones varían desde aquellas que plantean que la fuerza explicativa del 
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concepto está en definir la conducta política de los sectores sociales más pobres –
particularmente campesinos o sectores urbanos marginados, en tanto son reclutados, 
movilizados e incorporados al proceso político– y las que enfatizan la utilidad del concepto 
para dar cuenta de formas sistémicas más globales. 
 
 Se presentas así grandes oportunidades y condiciones que tienden a favorecer al 
clientelismo varios de los entendidos en la materia nos señalan cuales  pueden ser estas 
condiciones.  
 
A un nivel muy genérico hay cuatro condiciones que según Clapham (Private 
Patronage and Public Power: Political Clientelism in the Modern State. New York, St. 
Martin’s Press, 1982) parecen favorecer el surgimiento de relaciones clientelistas.  
 
La primera es que recursos necesarios o deseados son controlados por un grupo 
particular mientras muchos otros son excluidos. El tipo de recurso varía dependiendo de la 
sociedad en cuestión, pero son generalmente recursos percibidos como importantes. 
Implícito está el que los patronos puedan (o den la impresión de poder) ofrecer los recursos 
en cuestión. 
 
La segunda se refiere a que los patronos deben desear o necesitar los servicios que 
pueden ofrecer los clientes para tener un incentivo de ofrecer los recursos deseados por los 
clientes. Un factor importante es que los patronos necesiten los clientes para competir con 
otros patronos en la acumulación de recursos. 
 
La tercera es que los clientes como grupo deben estar incapacitados (por represión u 
otros motivos) para obtener recursos mediante una acción colectiva. La cuarta es la 
ausencia de una ética de distribución pública basada en criterios universalistas y no en 
consideraciones particularistas y personales.  
 
Para Clapham, la importancia del clientelismo en el ejercicio del poder estatal se 
debe a que las estructuras del Estado pueden reproducir las condiciones enumeradas. En 
específico, el clientelismo de Estado es más variable cuando los gobernantes tienen un 
control efectivo de recursos deseados y no están constreñidos por normas burocráticas para 
hacer un uso personalista de ellos. 
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 También cuando el apoyo de los subordinados es deseado pero se busca 
fraccionarlos. En el contexto de estas condiciones generales favorables al clientelismo hay 
que enfatizar, dice Clapham, que hay diferencias sustanciales tanto en el grado de 
clientelismo como en el tipo de clientelismo que se observa en distintos sistemas políticos. 
 
Eisenstadt y Roniger (1984) plantean que el surgimiento de las relaciones 
clientelistas  en América Latina es  el resultado de dos procesos. Por un lado, la conquista 
y el dominio colonial que gestó una sociedad basada en una relación de poder fuerte entre 
los distintos estratos sociales y una preocupación por el orden jerárquico, el prestigio y el 
honor. Por otro, el debilitamiento de las instituciones centrales de control y la focalización 
de las relaciones de poder. 
 
Las relaciones clientelistas aparecieron en diversas esferas de la sociedad. 
Primeramente, en las haciendas se encontraban los terratenientes con poder económico y 
político y los trabajadores que obtenían acceso a la tierra y otros medios de subsistencia y 
seguridad a cambio de un trabajo leal. Posteriormente, a partir de mediados del siglo XIX, 
el surgimiento de estados-nacionales y el desarrollo del parlamentarismo basado en la 
expansión electoral promovió el desarrollo de relaciones clientelistas dentro de las nuevas 
estructuras políticas tales como los partidos políticos y la burocracia estatal. 
 
Así, el voto se convirtió en el referente de relación leal. En América Latina, tanto 
regímenes autoritarios como democráticos han hecho uso del clientelismo para establecer, 
expandir y/o mantener su base social de apoyo. La existencia de Estados propietarios de 
empresas facilitó la expansión del clientelismo a través de empleos públicos, unido esto a 
una burocracia estatal de bajo entrenamiento y sueldos. Facilita también el clientelismo en 
los países latinoamericanos la corrupción administrativa y el bajo nivel de 
institucionalización del Estado.   
 
 En nuestra América Latina no es menos la incidencia de esta conducta clientelista por 
cuanto podemos encontrarla en los gobiernos y funciones públicas y privadas siendo 









2. EL NEPOTISMO EN LA LEGISLACIÓN ECUATORIANA 
 
2.1.   LÍMITES DEL PODER  
 
 Posemos encontrar en el presente texto las l limitaciones que tiene el poder, ya que 
los órganos del estado tienen algún tipo de control. 
 
 José María Serna  nos indica que la idea central del Estado constitucional y 
democrático es la del control u limitaciones del poder político. A partir de este núcleo 
básico se puede visualizar frenos y contrapesos, cuyo  objetivo principal es lograr que los 
órganos del Estado  que no estén sujetos a límites, a algún tipo de control. 
 
 Esta visualización es válida respecto a todos los órganos del Estado. Es válido tanto 
par el Poder Ejecutivo como el Poder Legislativo, es Igualmente válida con el Judicial.(El 
Electoral y de Control Social en nuestro país)  Es conveniente que así se  lo entienda, esa 
es la razón misma  y esencia del Estado constitucional y democrático de derecho. 
 
 Se trata de órganos del Estado, muy relevantes pero no por ellos han de permanecer 
como alcanzables por parte d los principios del Estado constitucional. Se trata de órganos 
políticos que toman  decisiones con base en consideraciones jurídicas, pero también 
políticas; con base en criterio de oportunidad y cálculo estratégico de posicionamiento 
institucional e individual. Además, como todo órgano, están a las pasiones y a las 
presiones de la vida política.  Deben entonces estar inmersos en la estructura de frenos y 
contrapesos del Estado constitucional. 
 
 En general puede afirmarse que la doctrina ha distinguido entre el llamado “poder 
constituyente originario” y  “el poder constituyente derivado”. El primero surge en 
momentos de ruptura revolucionaria o de fundación de un nuevo Estado. Se dice que no 
está sujeto a límites jurídicos  y que no están condicionados por el orden jurídico 
preexistente.   Por su parte el segundo surge en el marco de una constitución vigente, y de 
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él se afirma que está sujeto a límites jurídicos y que sí está condicionado por el orden 
constitucional existente. 
 
 Ahora bien, si se aceptamos estas premisas de la doctrina tradicional sobre el poder 
constituyente y nos preguntamos sobre la premisa del poder revisor de nuestra 
Constitución Ello implica considerarle como condicionado del orden constitucional 
vigente, lo cual nos lleva a los límites del referido tipo de poder en este sentido, surge la 
pregunta:  ¿tiene este poder límites teóricos? 
 
 Los teóricos de la Constitución han debatido este tema  desde tiempo atrás y así es 
como han identificado dos posibles tipos de límites: los límites materiales y los límites 
formales. 
 
 En cuanto a los límites materiales, se ha hablado de los límites explícitos y limites 
implícitos. En Cuanto a los primeros estamos ante los llamados “principios pétreos” o 
“cláusulas de intangibilidad”, previstos expresamente en algunas constituciones y que 
implican que el poder revisor de la Constitución está impedido para reformarlos. Se trata 
de temas que el poder constituyente decidió sacar el debate político y del juego de las 
mayorías, que implica una reforma constitucional. 
 
 Cabe señalar que este tipo de limites no existe en la constitución, pero si existe en la 
constitución de Francia {Artículo 89 de la Constitución francesa (“No podrá la forma 
republicana de gobierno ser objeto de reforma”)}  y de Brasil {Artículo 60- III.4 de la 
constitución de Brasil (“No será objeto de deliberación la propuesta de enmienda tendiente 
a abolir: I. la forma federal del Estado; II. El voto directo, secreto, universal y periódico; 
III. La separación de poderes; IV. Los derechos y garantías individuales) por mencionar 
solamente un par de ejemplos. 
 
 Los límites materiales son aquellas  normas sustantivas o aquellos principios que no 
pueden ser tocados por la reforma constitucional. La discusión relativa a este tema se 
centra en la siguiente pregunta ¿Existen algunas normas o principios establecidos en la 




 Una primera respuesta posible consistiría en afirmar que, en efecto, el poder revisor y 
el Congreso constituyente en nuestro caso la Asamblea Nacional Constituyente pueden 
partir de cero, sin estar sujetos ni subordinados a ninguna disposición de la Constitución 
preexistente (a pesar de tener poderes “derivados”). Este razonamiento sería consecuencia 
del hecho de que la Constitución no establece expresamente ningún “principio pétreo”, es 
decir, no contiene ninguna cláusula en la cual se prohíba la reforma de algún principio o 
norma constitucional específica.  
 
 En términos prácticos, esto equivaldría a extender una especie de “cheque en blanco”  
para que el poder revisor previsto o en su caso en el congreso Constituyente en nuestro 
caso en la Asamblea Nacional Constituyente, reformasen la Constitución o expidiese la 
nueva Constitución con absoluta libertad desde el punto de vista jurídico.  
 
 Al no haber ninguna “cláusula de  intangibilidad”, los únicos límites que tendrían 
serían, entonces, los provenientes del mundo de las presiones políticas ejercidas por los 
factores reales del poder. 
 
 Además, cabe aclarar que de aceptarse esta posición, la distinción entre poderes 
originarios y poderes derivados no tendrían relevancia práctica alguna desde el punto de 
vista material, puesto que un poder revisor  con poderes supuestamente derivados no 
estarían impedidos, bajo los razonamientos de esta posición. 
 
 Sin embargo, en la doctrina puede encontrarse una segunda respuesta a la pregunta 
sobre los límites materiales del poder constituyente  derivado, la cual consistiría en invocar 
a aquellas teorías que afirman que hay principios, normas o “decisiones fundamentales”  
que no pueden ser reformadas, aun cuando la Constitución no establezca tal prohibición. 
Quienes postulasen esta interpretación seguramente recurrirían a teoría como las de las 
“decisiones jurídico-político fundamentales”, provenientes de Carl Schmmitt y 
reelaboradas en México por autores como Luis F. Caunudas y Jorge Carpiazo. 
 
 En relación con los límites materiales implícitos, para algunos autores éstos  




 Los limites  implícitos, sin embargo  y desde una perspectiva enteramente jurídica, 
no  pueden aceptarse, puesto que es pacíficamente aceptado por la doctrina especializada 
en el Estado tiene la potestad de decir, mediante un procedimiento netamente jurídico, su 
propia extinción, por su anexión o fusión del territorio con otros Estados. Basta con pesar 
en los casos relativamente recientes de la reunificación alemana y de la separación de la 
antigua URSS en varios Estados Independientes. 
 
 Ahora bien, si el Estado puede jurídicamente acordar su propia extinción, aun cuando 
en el ámbito del derecho vigente. Es ni más ni menos que la aplicación del conocido 
adagio jurídico de que <<quien puede lo más también pude lo menos>>. 4 
 
 Sin embargo para otros autores, los límites materiales implícitos si son posibles de 
determinar. Por ejemplo, para Hauriou, existen principios no escritos que sirven de 
fundamento a cualquier Constitución, mismos que se anteponen y superponen en ella; para 
Bachof, hay un “derecho supra positivo” que obliga al “legislador constituyente” y para 
Bidart, existen principios pétreos “implícitos”, si bien admite que esto significa que no 
pueden ser abolidos, pero sí reformados. 
 
 Cabe apuntar que este debate sobre los límites tiene una matriz decimonónica, misma 
que determinó la discusión a lo largo del siglo XX. Sin embargo, actualmente es necesario 
aproximarse a este debate bajo la óptica internacional, en el plano externo. Esto es así en 
razón de que el derecho internacional de los derechos humanos fija límites materiales a los 
Estados en la materia referida, a través del derecho convencional (al que los Estados 
mismos, por decisión soberana, se han sumando, como es el caso de México), y por medio 
de las normas del llamado  iuscogens. 5 
 
 Ahora bien, si se acepta la posibilidad de identificar límites materiales implícitos en 
las constituciones, cabe preguntarse sobre cuáles son éstos y quién está facultado para 
decidir cuáles son dichos límites. En éste punto, nos enfrentamos a un problema de 
                                                          
4
HERNADEZ, Valle Rubén.- “EL CONTROL CONSTITUCIONAL DEL  PROCEDIMIENTO DE REFORMA 
CONSTITUCIONAL“.- vol. 4 .- 2006 citado por   José Ma. Serna de Garza. 
5
NORIEGA , Alcalá Humberto.-“LOS  LIMITES DEL PODER CONSTITUYENTE Y EL CONTROL DE 
CONSTITUCIONALIDAD DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES EN CHILE”.- 2006 citado por 
José Ma. Serna de Garza.  
45 
 
subjetividad, puesto que la lista de cuales son y cuáles no son los límites materiales 
implícitos podrá variar.  
 
 En un intento por generar un marco que nos permita llegar algún tipo de solución de 
este problema, Bidart afirma que los contenidos pétreos “no impiden su reforma, sino su 
abolición”. 
 
 Se trata de principios como el de separación de poderes, el principio democrático, los 
derechos fundamentales, con cuya abolición dejaría de existir  el Estado constitucional y 
democrático de derecho. 
 
 Ante estas cuestiones, la doctrina ha ofrecido distintas respuestas, lo cual demuestra 
el grado de subjetividad que muy probablemente habría de imperar  la discusión sobre este 
tema. Por ejemplo, Carpìazo ha señalado que las decisiones fundamentales de nuestro 
orden constitucional son los derechos humanos, la soberanía popular, o la división de 
poderes, el sistema representativo, el sistema federal, la supremacía del Estado   sobre las 
iglesias y el juicio de amparo. Además, señala este autor que estos principios no pueden ser 
reformados por el poder revisor, “sino únicamente por el pueblo” 
 
 Existe un principio que no puede ser cambiado por el poder reformador de la 
Constitución, el de la forma de gobierno. Mientras que Mario de la Cueva argumenta que 
el poder revisor no puede modificar la esencia de la constitución que le dio la vida. Este 
autor no aclara cual es dicha esencia., aunque sugiere que los derechos individuales   y 
sociales son parte de ella.  
 
 Burgoa considera como principios fundamentales la forma del Estado, la forma de 
Gobierno, el sistema electoral, las garantías del gobernador , las garantías sociales, las 
garantías del trabajador,  las garantías fundamentales en materia socio económica y 
cultural y el juicio de amparo, y propone que cualquier reforma a la Constitución que 
afecte  sustancialmente alguno de estos principios, debiera ser sometida a referéndum 





 El poder constituyente está facultado para abolir la democracia, la separación de 
poderes, el sistema representativo, o los derechos individuales (y su garantía procesal), será 
completamente absurdo. Por definición, las constituciones son construcciones jurídico-
políticas creadas para proteger y garantizar los derechos individuales, la democracia, la 
separación de poderes y el sistema representativo, entre otros principios que están en la 
base del concepto de Estado de derecho. Y si pensamos no solamente es este último 
concepto. Sino en el Estado social de derecho, tendríamos que incluir en esta lista de 
principios” no suprimibles” los derechos sociales.  
 
 En otras palabras, las constituciones no pueden prever  la posibilidad de su propia 
destrucción, porque suprimir los derechos individuales, la democracia el sistema 
representativo y la separación de poderes, equivaldría precisamente a destruirla.  
 
 Sin, embargo, una cosa es suprimir y otra cosa es reformar. El ámbito de lo jurídico 
es el mundo de lo relativo, casi por definición. Difícilmente puede hablarse de valores o 
principios absolutos. Cuando hablamos de derechos y deberes, siempre hay límites y 
fronteras; en toda ocasión   nos habremos de topar con bordes y confines, los cuales no son 
permanentes, sino que cambian con el tiempo. Por ello, si bien podemos hablar  con cierta 
seguridad de los límites materiales del poder constituyente en términos de la prohibición de 
suprimir ciertos principios. 
 
 Así serías un contrasentido (desde el punto vista  del constitucionalismo) suprimir, 
por ejemplo, la libertad de imprenta, pero no lo sería establecer límites a su ejercicio.     
 
 Debemos estar consientes de la subjetividad que impera en la doctrina acerca del 
tema de los límites del poder constituyente. Esta circunstancia podría ser un elemento más 
del conflicto político en torno al debate  sobre la reforma del Estado, sin importar que ésta 
se diera a través de un Congreso o Asamblea Constituyente o por medio del procedimiento 
establecido.  
 
Ante la falta de un criterio objetivo, la definición de un listado de “principios pétreos 
implícitos” quedaría sujeta llegado el caso, a la correlación de fuerzas políticas existentes 
en el órgano u órganos encargados de hacer la reforma o expedir la nueva Constitución. 
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 El resultado, entonces será incierto y dependerías de un juego de presiones entre las 
distintas fuerzas políticas.  
 
Por último debemos plantearnos la siguiente pregunta: ¿Podrían las reformas y 
adiciones aprobadas por el poder revisor, el texto constitucional  aprobado ser revisado en 
cuanto a su constitucionalidad desde el punto de vista material, por el poder Judicial…? 
Para ponerlo de otra manera si admitimos que el poder revisor tendría poderes  derivados 
del orden constitucional preexistente y si aceptamos que existen “principios pétreos 
implícitos” en dicho orden que figurarían como límites materiales, tanto del poder revisor 
como del legislativo, podría el poder Judicial revisar la constitución de nuevas 
disposiciones constitucionales, en relación con los “principios pétreos implícitos” de aquel 
orden constitucional preexistente? 
 
La respuesta no es nada sencilla. El problema podría presentarse y que la decisión 
final  y vinculante correspondería a la Corte Suprema de la Nación. 
 
Cabe aclarar que la corte suprema de México según  José María Serna    ha sostenido 
la tesis de que todas las normas de la constitución  tiene la misma jerarquía, y que por lo 
tanto ninguna de ellas puede declararse inconstitucional. De seguir este razonamiento no 
habría manera de atacar las nuevas disposiciones constitucionales aprobadas por el poder 
revisor o por el legislativo. Alegando inconstitucionalidad material.  
 
Sin embargo existen otras tesis que, de atenernos a todas sus consecuencias, sí podría 
dar lugar al ejercicio del control de constitucionalidad de las nuevas disposiciones 
aprobadas por el poder revisor o por el Congreso o Asamblea Constituyente, desde el 
punto de vista material. Por ejemplo, la Suprema Corte ha sustentado la tesis de que el 
poder constituyente de la nación tiene la facultad suprema de modificar  las leyes y las 
instituciones, “sin más limites que las que se fijen en el interés nacional. La civilización y 
los derechos naturales del hombre”. Esta afirmación implica como puede observarse que si 
existen límites materiales que el poder constituyente debe respetar: precisamente, el interés 
nacional, la civilización y los derechos naturales del hombre. Así mismo en el amparo en 
revisión promovido por Manuel Camacho contra la resolución del juez de distrito que 
desechó por improcedente su demanda de amparo es contra de reformas constitucionales, 
la Suprema Corte pareció abrir la posibilidad de la procedencia del amparo como u control 
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de la constitucionalidad material de reformas constitucionales que violen garantías 
individuales, al sostener que: 
 
La constitución atribuye a los tribunales la competencia para resolver toda 
controversia que se suscite por actos de autoridad o <<leyes>> -- entidades en sentido 
amplio--, que violen las garantías individuales, sin distinguir si son constitucionales, 
fundamentales, primarias, reglamentarías, orgánicas, secundarias o de cualquier  otra 
índole, e independiente de la relación jerárquica que existe entre ellas y de las diferencias 
de su proceso de creación.  
 
Rubén Hernández Valle, quien opina que el fundamento de control de 
constitucionalidad por vicios procedimiento de reforma  constitucional, es el principio 
democrático. Para este autor, dicho principio impone  a la elaboración de la voluntad 
parlamentaria  tres requisitos básicos: la regla de la mayoría, a participación de las 
minorías y la publicidad de debates. 
 
Toda violación de las reglas que se refieran a requisitos básicos como los referidos o 
más en general, toda la violación que pueda ser reconducida al principio democrático, debe 
estar sujeta a los procedimientos de control de constitucionalidad y es potencialmente 
anulable. Sin embargo esta afirmación abre una pregunta que consideramos pertinente 
plantear en éste momento: ¿Todas regla de procedimiento de reforma constitucional puede 
ser reducida al principio democrático? O en otras  palabras ¿toda violación a cualquier tipo 
de regla  dentro del procedimiento de reforma constitucional y es potencialmente anulable 
o se puede distinguir en diferentes tipos de reglas? 
 
La posible diferencia es relevante, pues permitiría decir sobre los alcances del 
ejercicio del poder tan delicado  en el juego institucional  de un Estado constitucional, 
como lo es el control de constitucionalidad sobre el poder reformador de la Constitución. 
Delicado, porque enfrenta a dos poderes constituidos del más alto rango: el llamado 
“guardián de la Constitución” (con una legitimidad derivada de su función dentro del 
Estado constitucional), con el poder revisor de la Constitución   (y su legitimidad en el 
proceso político democrático). 
 
Luego de lo que hemos revisado sobre los límites del poder podemos concluir que  
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Es  posible admitir la existencia de límites materiales al poder reformador de la 
Constitución. Sin embargo, hay un problema de intrínseco que obliga a ser cautos en la 
práctica   y a tener  cierto grado de reserva hacia el poder reformador. 
 
En teoría podemos encontrar que si hay límites formales del poder reformador de la 
Constitución.  Pero sin embargo, debemos plantarnos  el hecho de  si todos los vicios 
procedimentales de reforma constitucional son iguales, y si  todos ellos lo ameritan, o no 
dar inicio para el control por parte del Tribunal Constitucional estableciendo la diferencia 
entre los diferentes tipos de vicios.  
 
La Constitución admite la naturaleza  del amparo en contra de una reforma 
constitucional. Sin embargo  no se puede considerar al amparo como una figura eficaz  
para conseguir la reforma de ser necesaria. Pues este no fue creado para  controlar, protege 
las reformas constitucionales pues esta  crea problemas graves llegando  inclusive  a 
resultados absurdos (derivados de la llamada “formula Otero”, cuya aplicación en casos 
como los referidos podrían llevar a “órdenes constitucionales paralelos”).  
 
El juez constitucional debe ser sensible ante esta situación al decidir este tipo de 
casos. Por otro lado el poder reformador de la Constitución  podría diseñar algún 
procedimiento especial para el control de constitucionalidad de las reformas 
constitucionales, para evitar problemas.  
 
2.2.   DERECHOS CONSTITUCIONALES  
 
Nuestra constitución nos señala los derechos que tiene una persona  en relación al 
ámbito laboral esto es en el caso en el que un persona presta  servicios en cualquier 
empresa  y la existencia de una norma en la cual los derechos del empleado son 
irrenunciables e inalienables es decir que sin importar que en una ley se sancione a un 
empleados a restituir sus haberes, no se podría hacer efectiva esta norma ya que 
contraviene con lo establecido en nuestra Carta Magna.  
 
Como nos señala el Art. 33, la constitución señala que el trabajo es un derecho y un 




El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una 
vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo 
saludable y libremente escogido o aceptado. 
 
El Estado garantiza a través de la constitución en su articulado el derecho que 
tenemos los ecuatorianos,  a través de su articulado reconoce  y garantizará a las personas: 
uno de los numerales señala expresamente que todos los ecuatorianos tenemos  “El 
derecho a la libertad de trabajo. Nadie será obligado a realizar un trabajo gratuito o 
forzoso, salvo los casos que determine la ley. 
 
           Este artículo  enmarca la normativa toda persona tiene derecho a tener libertad de 
trabajo sin ser obligado a realizarlo de forma gratuita, es decir que todo trabajo debe ser  
remunerado  pagando por ello un salario justo de acorde a las funciones que desempeña el 
empleado, trabajador, o funcionario respecto de su desempeño.. 
 
Así mismo lo que establece en el art. 325 de la misma Constitución, El Estado 
garantizará el derecho al trabajo. Se reconocen todas las modalidades de trabajo, en 
relación de dependencia o autónomas, con inclusión de labores de auto sustento y cuidado 
humano; y como actores sociales productivos, a todas las trabajadoras y trabajadores. 
 
    Este es un precepto que determina que todos los ecuatorianos tenemos derecho a 
tener un trabajo  reconociendo las modalidades de trabajo es decir que vuelve a través de 
este artículo a poner énfasis en el señalamiento al derecho del trabajador a tener un trabajo 
y a ser respetados sus derechos constitucionales entre ellos el tener un trabajo digno sea 
este bajo relación de dependencia o autónomo, etc. Sea cual fuere su modalidad. 
 
La norma constitucional señala que El derecho al trabajo se sustenta en los siguientes 
principios: (art. 326) 
 
1. El Estado impulsará el pleno empleo y la eliminación del subempleo y del 
desempleo. 




3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o 
contractuales en materia laborales  se aplicarán en el sentido más favorable a las 
personas trabajadoras. 
4. A trabajo de igual valor corresponderá igual remuneración. 
5. Toda persona tendrá derecho a desarrollar sus labores en un ambiente adecuado y 
propicio, que garantice su salud, integridad, seguridad, higiene y bienestar. 
6. El Estado estimulará la creación de organizaciones de las trabajadoras y trabajadores, 
y empleadoras y empleadores, de acuerdo con la ley; y promoverá su funcionamiento 
democrático, participativo y transparente con alternabilidad en la dirección. 
7. Para todos los efectos de la relación laboral en las instituciones del Estado, el sector 
laboral estará representado por una sola organización. 
8. Se adoptará el diálogo social para la solución de conflictos de trabajo y formulación 
de acuerdos. 
9. Será válida la transacción en materia laboral siempre que no implique renuncia de 
derechos y se celebre ante autoridad administrativa o juez competente. 
10. 16. En las instituciones del Estado y en las entidades de derecho privado en las que 
haya participación mayoritaria de recursos públicos, quienes cumplan actividades de 
representación, directivas, administrativas o profesionales, se sujetarán a las leyes 
que regulan la administración pública. Aquellos que no se incluyen en esta 
categorización estarán amparados por el Código del Trabajo. 
  
En este artículo vemos que los derechos laborales tienen gran importancia en nuestra 
constitución por cuanto vemos que estos derechos son irrenunciables 
 
En la Constitución de nuestra República podemos encostrar la normativa en la cual 
se basa esta investigación haciendo uso de las reglas que protegen el trabajo remunerado de 
las personas y por lo cual es importante determinar que las personas que entran a trabajar al 
servicio del Estado tienen derecho a percibir la remuneración que corresponde a su trabajo 
que desempeña, desafortunadamente hay personas que hacen uso de su cargo para nombrar 
a un pariente dentro de los grados que la ley prohíbe para el ingreso de personal a la 
función pública, esto es hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad o a 
sus cónyuges o convivientes en unión de hecho o ayudar a parientes de otros funcionarios 




 Ahora se debe considerar el hecho de que aún así prestan servicio al Estado lo 
importante en la detección de estos casos es que el funcionario encontrado en el 
cometimiento de este acto sea sancionado sin duda pero de un modo en el que esté 
prohibido de ingresar nuevamente a la función pública por haber cometido un acto de 
corrupción más no el de hacer que estos devuelvan sus ingresos por servicios prestados 
como podemos observar  en la Constitución que es nuestra Carta Magna se protege el 
trabajo y la remuneración que el individuo percibe por prestación de servicios. 
 
2.3. EL NEPOTISMO SEGÚN LEYES CONEXAS DE CONTRATACIÓN    
PÚBLICA.  
 
Como ya lo hemos visto el nepotismo  según Manuel Ossorio es “la preferencia que 
tienen algunos gobernantes o funcionarios públicos  para dar empleos públicos a familiares 
sin tomar en cuenta la competencia de los mismos para la labor, sino su lealtad o alianza”   
 
En cuanto a el mismo en nuestra legislación podemos  encontrar que en lo referente a 
este tema los funcionarios públicos encargados de su manejo  tanto en la contratación 
como en la separación de personas que se encuentran manejando y se encuentran bajo su 
responsabilidad administrativa o el órgano que ha sido instaurado para el conocimiento, 
reglamento, organización  y contratación de personal en el sector público  es decir como se 
lo conoce en la actualidad la Unidad de Administración de Talento Humano debe 
institución que está encargada de controlar y evitar las anomalías en cuanto a la 
contratación pues debe hacerlo  basándose en las siguientes normas:  
 
En la Ley Orgánica del Servicio Público  se señala con claridad las reglas aplicables 
a la contratación pública con relación a los funcionarios y empleados públicos que prestan 
sus servicios tanto como  autoridad nominadora como otro que esté al servicio de la 
función pública en función de esta autoridad por lo que el nepotismo es gravemente 
cuestionado por las ventajas que esta ofrece y presentan para los parientes de estas 
autoridades que contraviniendo disposiciones expresas  establecidas en la Ley Orgánica  de 
Servicio y su reglamento contratan a sus parientes dentro de los grados establecidos y a sus 
cónyuges o convivientes en unión de hecho favoreciéndose no solo en lo profesional sino 
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en lo que afectaría mayormente a gasto público como lo son sus ingresos económicos por 
sus servicios  profesionales o de cualquier otra índole.  
 
La principal norma que tiene relación con la establecida en la Ley Orgánica de 
Servicio Público es la norma establecida En la Constitución de la República  que es la 
máxima norma dentro de la aplicación de  la  Ley en nuestro país En el Art. 230 de la Carta 
Magna se establece las prohibiciones para el ejercicio de la función pública en el numeral 
tercero señalando al nepotismo. 
 
En La Ley de contratación pública también encontramos enmarcadas las 
inhabilidades por las cuales impide la celebración de contratos con entidades estatales, sin 
expresar explícitamente que se trata de nepotismo, al llevar a cabo este tipo de contratos 
con empresas o personas que incurran en las mismas prohibiciones. Es por eso que la Ley 
Nacional de Contracción Pública tiene entre sus normas la señalada  es su artículo 62  y  en 
el primer y sobre todo en el segundo numeral y siguientes, los premisas de que indican 
cuales son los requisitos que se deben cumplir para contratar con el Estado. 
 
 Que indican Inhabilidades Generales.- No podrán celebrar contratos previstos en 
esta Ley con las Entidades Contratantes: 
 
1. Quienes se hallaren incursos en las incapacidades establecidas por el Código Civil, o en 
las inhabilidades generales establecidas en la Ley; 
 
2. El Presidente, el Vicepresidente de la República, los ministros y secretarios de Estado, el 
Director Ejecutivo y demás funcionarios del Instituto Nacional de Contratación Pública, 
los legisladores, los presidentes o representantes legales de las Entidades Contratantes 
previstas en esta Ley, los prefectos y alcaldes; así como los cónyuges o parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, de los dignatarios, funcionarios y 
servidores indicados en este numeral; 
 
Así mismo en su art.63 siguiendo la misma línea con funcionarios de menor rango 
pero no de menor importancia ya que bajo su cargo hay una gran responsabilidad no solo 




Podemos mencionar que conforme lo establece el artículo 63 de la Ley Orgánica 
Nacional del sistema de Contratación Pública  que enmarca las Inhabilidades Especiales.-
misma que señala que “No podrán celebrar contratos con la Entidad Contratante: 
 
1. Los consejeros provinciales, los concejales municipales y los vocales de las juntas 
parroquiales, en su respectiva jurisdicción; 
 
3.Los miembros de directorios u organismos similares o de la Comisión Técnica de la 
entidad convocante, sus cónyuges o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad; 
 
4. Los funcionarios, servidores o empleados que hayan intervenido en la etapa 
precontractual o contractual y que con su acción u omisión pudieren resultar favorecidos, 
su cónyuge o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, 
así como las personas jurídicas de derecho privado o sociedades de hecho en las que los 
indicados funcionarios, servidores o empleados, su cónyuge o sus parientes hasta el cuarto 
grado de consanguinidad y segundo de afinidad tengan participación, aún en el caso de que 
los referidos funcionarios, servidores o empleados hubieren renunciado a sus funciones; 
y,…… 
 
La LOSNCP señala que si se celebrare un contrato contra expresa prohibición de esta 
Ley, la máxima autoridad de la Entidad Contratante podrá declarar en forma anticipada y 
unilateral la terminación del contrato, sin que proceda reconocer indemnización alguna al 
contratista. A partir de la fecha en que se declare la terminación unilateral, la institución 
contratante se abstendrá de realizar cualquier pago en razón del contrato, salvo el que 
resultare de la liquidación que se practicará. 
 
Si la celebración del contrato causare perjuicio económico a la Entidad Contratante, 
serán responsables solidarios el contratista y los funcionarios que hubieren tramitado y 





Así mismo señala de la  Nulidad de la que adolece el Contrato determinando que los 
contratos regidos por esta Ley serán nulos en los casos que destacamos por tratarse de 
contratos realizados con parientes dentro de los grados señalados por la Ley: 
 
1. Por las causas generales establecidas en la Ley; 
2. Por haberse prescindido de los procedimientos y las solemnidades legalmente 
establecidas; y, 
3. Por haber sido adjudicados o celebrados por un órgano manifiestamente incompetente. 
 
El Procurador General del Estado tan pronto tenga conocimiento de cualquiera de 
estas irregularidades, demandará la nulidad del contrato, sin perjuicio de las 
responsabilidades administrativa, civil o penal de los funcionarios o empleados por cuya 
culpa se hubiere causado la nulidad. 
 
Al incurrir en estas prohibiciones el contratante se expone a que por tales 
irregularidades inicie una Denuncias, esta versará  sobre contratos celebrados con personas 
inhábiles o sobre aquellos que recayera alguna causa de nulidad, podrá presentarla 
cualquier persona al Procurador General del Estado acompañando los documentos 
probatorios del caso, para que se analice la procedencia de demandar la nulidad del 
contrato sin perjuicio de que se inicien las demás acciones civiles o penales a las que 
hubiere lugar. 
 
En gran parte de las normas tipificadas para regular la contratación pública y el 
ingreso de personal al ámbito laboral público, genera gran expectativa,  es por ello que de 
este modo logra un control para evitar el gasto de recursos de manera innecesaria 
estableciendo límites a sus funcionarios para conseguir que de este modo logre el lucro 
injustificado de ciertas no solo personas naturales sino de empresas creadas con el 
propósito de desvirtuar el parentesco entre funcionarios y empresas estatales y parientes de 
los mismos o empresas cresadas así es como en el reglamento de esta Ley también se 
encuentran establecidas estas normas mismas que en el art. 110 señalan las  Inhabilidades 
del sector para contratar,  Conforme el texto del primer inciso del artículo 62 de la Ley, la 
inhabilidad prevista en el número 2 de dicha norma legal, en tratándose de los cónyuges o 
parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo grado de afinidad se 
circunscribe a la entidad contratante en la que intervienen los dignatarios, funcionarios y 
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servidores con los cuales existe el grado de  parentesco por consanguinidad o parentesco 
por afinidad. 
 
Mediante D.E. 1793 (R.O. 621-S, 26-VI-2009) se dispone que el requisito previo a 
la calificación y habilitación de una persona jurídica como oferente será la plena 
identificación de las personas naturales que intervienen en calidad de accionistas de la 
empresa; al ser accionistas otras compañías, se requiere determinar las personas naturales 
que participan de la misma, con la finalidad de establecer las inhabilidades determinadas 
en los Arts. 62, 63 y 64 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública; 
en cuanto al domicilio de las personas jurídicas, se establece que las compañías radicadas 
en los "paraísos fiscales" determinados por el SRI, serán descalificadas. La falta de 
notificación a la institución contratante y de aceptación de ésta, de la transferencia, cesión, 
enajenación, bajo cualquier modalidad, de las acciones, participaciones que sea igual o más 
del 25% del capital; será causal de terminación unilateral y anticipada del contrato prevista 
en el Art. 78 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública. 
 
Inhabilidades especiales.- A más de las inhabilidades previstas en el artículo 63 de 
la Ley, no podrán celebrar contratos con la entidad contratante: 
 
1. Los cónyuges o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad de los consejeros provinciales, concejales municipales y vocales de las juntas 
parroquiales en su respectiva jurisdicción. 
 
2. Las personas jurídicas con respecto de forma específica a la entidad contratante, en las 
que sean socios, accionistas o directivos: los funcionarios, servidores o dignatarios que 
están inhabilitados de forma general o especial, o sus cónyuges. 
 
En la LOSEP en sus artículos  6  y 7  se habla únicamente de la persona natural que 
ingresa al servicio público  es decir  en este articulado existen los preceptos que regulan 
esta actividad negativa sin duda que se da en nuestra realidad en la contratación pública 
ingresando al mismo irrespetando las inhabilidades que se formulan para el desarrollo 




Tenemos así al Reglamento de la Ley Orgánica de Servicio Público, para 
complementar con las disposiciones de la LOSEP  en su Art. 6.- Prohibición de nombrar o 
contratar en caso de nepotismo.- En los casos  previstos en los artículos 6 y 7 de la LOSEP, 
la autoridad nominadora o su delegado no podrá nombrar, designar, celebrar contratos de 
servicios ocasionales o contratos bajo cualquier modalidad y/o posesionar, dentro de la 
misma institución, a las personas determinadas en dichas disposiciones legales, caso 
contrario, podrá ser sujeto de las sanciones y el establecimiento de las responsabilidades 
previstas en las mismas. 
 
La inobservancia de la prohibición de nombrar o contratar en caso de nepotismo, 
dará lugar a la nulidad del nombramiento o contrato y de ser el caso a la devolución de las 
remuneraciones y/o ingresos complementarios, pagados indebidamente, más sus 
respectivos intereses legales. 
 
El responsable de la UATH y el servidor encargado de registrar el nombramiento o 
contrato, serán responsables solidariamente del pago indebido señalado en este artículo, 
siempre y cuando no haya advertido por escrito a la autoridad nominadora, a su delegado o 
al Ministerio de Relaciones Laborales, sobre la inobservancia de esta norma. 
 
En cuanto a las demás leyes que rigen las funciones públicas del estado no 
encontramos el establecimiento de norma aplicativa que determine y sancione al nepotismo 
en los órganos estatales si bien  es cierto la LOSEP.  Es la norma   funcional para las 
demás organismos, no tiene mayor peso puesto se rigen a sus leyes orgánicas propias o a 
sus reglamentos mismos que no tienen esta disposición  en el mismo Código de Trabajo 
Ecuatoriano norma que también regula a los empleaos públicos no se encuentra normada 
esta figura, el nepotismo ni sanciones pertinentes  así como en la Ley Orgánica De 
Contratación Pública  y su Reglamento en la cual se habla de las prohibiciones para 
contratar con el Estado aunque no de nepotismo propiamente dicho y por ende no hay 
sanciones recuperación económica salvo se cause perjuicio económico al estado.  
 
En el Subsistema de Selección de Personal en el Sector Público creado pro Acuerdo 
Ministerial 0056 y publicado en el Registro Oficial 702 de 14 de mayo de 2012  en su 
Artículo 37  señala “De los resultados del Proceso de Selección y la presentación de 
documentos.- Una vez declarada la o el ganador del concurso de méritos y oposición, a 
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través de la correspondiente acta final, se le solicitará que presente la siguiente 
documentación: entre los cuales encontramos en su numeral  3.3. La presentación de la  
“Declaración de no encontrarse incurso en nepotismo, inhabilidades o prohibiciones 
previstas en la Constitución de la República y el ordenamiento jurídico vigente.” 
 
Esta misma normativa además se señala  en su artículo 10 quienes son incompatibles 
para conformar los tribunales de Méritos Oposición y Apelaciones para evitar que estos 
casos de corrupción se presenten en el proceso de selección de personal  a través de la 
meritocracia  evitando favorecer a los parientes y amigos de labores es decir “Los 
miembros de los tribunales de Méritos y Oposición y de Apelaciones que tengan vínculos 
de parentesco con las y los aspirantes de un concurso de méritos y oposición, hasta el 
cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o sean cónyuges o convivientes en 
unión de hecho legalmente reconocida, deberán excusarse por escrito de integrar los 
mismos. La autoridad nominadora dispondrá a la UATH la designación de los reemplazos 
en forma inmediata. 
 
No podemos permitir que  se continúe pasando por encima de las leyes  evitando las 
sanciones al incurrir en estas inhabilidades pero sobre todo que se permita que por no estar 
reconocida una unión de hecho se mantenga a un funcionario o empleado público en 
funciones son varios los casos en que precisamente se encuentran laborando en varias 
instituciones de derecho público teniendo estos ventaja, ya que se mantiene una relación 
formal bajo convivencia  y que esta se mantenga en el anonimato administrativo, evitando 
las sanciones pertinentes, porque evidentemente no  es público e incurrien en el 
favorecimiento de contratos o nombramientos  para estos elementos. 
 
Asimismo, en el caso de que la o el servidor que participe en un concurso de méritos 
y oposición organizado por la institución a la cual pertenece, fuera designado como 
miembro de un Tribunal de Méritos y Oposición o del Tribunal de Apelación, deberá 
abstenerse de integrarlos manifestando estas razones por escrito. 
 
Las y los servidores del INSTITUTO NACIONAL DE LA MERITOCRACIA que 
tengan bajo su responsabilidad la revisión de procesos de reclutamiento y selección, en los 
cuales participen parientes comprendidos hasta el cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad, su cónyuge o con quien mantenga unión de hecho, deberán 
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manifestar a su superior inmediato este hecho, por escrito, excusándose de conocer y 
resolver sobre dicho proceso.  …….” 
 
Pero hay que poner énfasis en el precepto establecido en su último inciso al señalar 
que  “No se podrán declarar como ganadores de concursos de méritos y oposición a 
personas que incurran en la prohibición expresa de nepotismo determinada en el artículo 6 
de la Ley Orgánica del Servicio Público.” 
 
Para la función Judicial también se encuentra  establecido una premisa en razón de 
que en El Código Orgánico de la Función  también existe la norma que regula esta práctica 
conocida en su artículo 122 Sección II que habla sobre la Remoción  esto es en  los casos  
en que las y los servidores de  la Función Judicial  pueden ser  removidos de sus puestos de 
estos nos habla el  numeral segundo que  señala  “Cuando hubiere sido nombrado y 
posesionado no obstante estar incurso en la incompatibilidad por nepotismo…..” 
 
En cuanto al Reglamento  de la Ley Orgánica del Servicio Exterior en el capítulo 
VIII del Régimen Disciplinario  en el  Art. 42 señala que La destitución será impuesta 
exclusivamente en los casos señalados en la Ley Orgánica del Servicio Exterior y en la 
LOCSA actual LOSEP.  
 
Podemos entender el Alcance de esta ley que no habla explícitamente de nepotismo 
en las funciones del Servicio Exterior que habla de manera general sobre el acogimiento de 
las prohibiciones expresas en la LOSEP sobre entendiéndose que también se aplica la 
norma en esta cartera del Estado pero no es alcanzable el entendimiento de porque en la 
LOSEP en el inciso séptimo se protege al funcionario de Servicio exterior  de carrera al ser 
nombrado como Jefe Diplomático de misión extranjera  a pesar de tener parentesco 
determinado con el Presidente o Vicepresidente de la República estando exento de las 
sanciones por nepotismo para los demás funcionarios o servidoras / es públicos. 
 
2.4. EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
Para dar inicio al detalle de lo que representa un acto administrativo debemos tener 
en claro quiénes son los sujetos que   intervienen en él estos son; administración, el 
administrador y el administrado pera para ello es importante definirlos empezando por lo 
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que significa administrar, por este motivo es necesario exponer las definiciones los 
mismos: 
 
ADMINISTRAR: El administrar significa "gobernar, ejercer la autoridad o el mando 
sobre un territorio y sobre las personas que lo habitan. 2. Dirigir una institución. 3. 
Ordenar, disponer, organizar en especial la hacienda o los bienes. 4. Desempeñar o ejercer 
un cargo, oficio o dignidad. 5. Suministrar, proporcionar o distribuir alguna cosa..."Las 
relaciones de las personas naturales y jurídicas con el Estado y las instituciones de derecho 
público, y con las entidades de derecho privado con finalidad social o pública, son de 
derecho administrativo y vinculan a los administradores y los administrados. 
 
ADMINISTRACIÓN: Procede de los términos latinos "administrativo" y "onis", que 
significan el arte de administrar. 
 
ADMINISTRADOR: Es la persona que representa una institución u órgano de la 
administración, en razón de su competencia. 
 
ADMINISTRADO: Es la persona a quien el acto o hecho administrativo se vincula y 
puede afectarle en sus derechos.  
 
Los procedimientos administrativos son fundamentalmente distintos de los 
jurisdiccionales,  porque en un caso se está desarrollando actividad administrativa  y en el 
otro función jurisdiccional.  Aquella supone pronunciamiento de juridicidad y 
conveniencia; ésta solo de juridicidad.  El contenido de aquella son actos y hechos; el de 
ésta, solamente actos. “para apreciar la diferencia basta tener en cuenta que los recursos 
administrativos  pueden fundarse tanto en razones de juridicidad como en motivos de 
oportunidad o conveniencia, lo que marca una separación neta con los recursos 
contenciosos”6 
 
El control que se desarrolla en el ámbito de la Administración Pública asume 
distintas modalidades pero en todos los casos se realiza a través del procedimiento 
administrativo, es decir, a través de una serie de actos orientados a la realización del 
                                                          
6
 SAYAGUES Laso Enrique.- TALLERES GRAFICOS TOMO I .- ED. MARTINBIACHI ALTUNA.- 
MONTEVIDEO 1986 PAG. 671 
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control de legitimidad y de oportunidad, mérito o conveniencia y que sirven, al propio 
tiempo, de garantía de los actos administrativos. 
 
El procedimiento administrativo constituye de este modo, aun en los supuestos del 
mero procedimiento de formación de los actos administrativos que no implican la 
sustanciación de recursos, un instrumento del control de la legitimidad (que incluye 
legalidad y razonabilidad o justicia) y del acierto de los actos en relación con el interés 
público o bien común que es el fin de la Administración persigue (control de oportunidad, 
mérito o conveniencia. 
 
Existen numerosas zonas o aspectos de los actos administrativos donde confluye el 
control de legitimidad con el de oportunidad, mérito o conveniencia, en la medida en la 
que el fin de interés público que el acto persigue puede ser analizado, indistintamente, a 
través de la prisma de la legitimidad como del mérito.  
 
La cuestión  se vincula a la existencia de facultades regladas y discrecionales, por 
una parte, y al hecho de que el interés público, que justifica- de oficio o a pedido del 
administrado- la actuación de los mecanismos d control mediante ejercicio de la potestad 
revocatoria es sobreviniente y sobra pasa la finalidad tenida en mira en el momento de 
emitir el acto administrativo. 
 
En otros términos, si el interés público aparece reglado en el momento de dictar acto 
administrativo, el control de legitimidad solo puede ser ejercido con arreglos a las nomas 
vigentes. Si se trata de facultades discrecionales. La determinación efectuada por la 
administración también ha de ser juzgada de acuerdo con el interés público existente en 
oportunidad de la emisión del acto administrativo. Hay en este último caso, control de 
merito.  
 
Pero mientras en el primer caso, el cambio o modificación operada en el interés 
público requiere que para justificar la revocación del acto se modifique el derecho objetivo, 
no sucede lo mismo tratándose del ejercicio de las facultades discrecionales o de derechos 
subjetivos debilitados sin perjuicio de la existencia de límites de razonabilidad puestos al 




Según Enrique Sayagués  los procedimientos administrativos se Clasificación de la 
siguiente manera: 
 
Los procedimientos administrativos son muy variados, tanto como son variadas las 
actividades que desarrolla la administración. De ahí que puedan establecer múltiples 
clasificaciones “así por ejemplo GASCON Y MARIN . Cit. P. 73 distingue cinco 
categorías: el procedimiento de gestión de servicio de interés general, el ordinario o de 
gestión administrativa, el de reclamación o recurso, el saneador o penal, y el ejecutivo o e 
apremio”.  
 
En tanto para Juan Carlos Cassagne  los procedimientos administrativos son de 
diferente tipo se refieran a la fiscalización interna (procedimiento de los órganos de 
control)1, al nacimiento de los actos administrativos (procedimiento de formación) o a su 
impugnación (procedimiento recursivo). 
 
En los últimos tiempos se advierte un mayor interés en el procedimiento de 
formación de los actos Tanto el procedimiento administrativo de formación como el de 
naturaleza  recursiva constituyen garantías formales a favor del administrado que le 
asegura que el ejercicio del poder de reacción frente a  los actos perjudiciales a sus 
derechos subjetivos e intereses legítimos, permitiendo  conseguir la extinción, 
modificación o reforma de los actos administrativos lesivos.7 
 
El procedimiento administrativo es la sucesión de actos correlacionados entre sí a 
través de los cuales se obtiene un pronunciamiento de un órgano público de otra 
naturaleza.  Es el cauce formal de una función  del Estado es decir una serie de acto y 
recaudos formales que deben cumplirse en el obrar de los órganos estatales, constituye el 
medio instrumental para llevar a cabo una función del Estado parece evidente que sus notas 
adjetivas se hallarán influidas y determinadas por el tipo de función que materialmente 
ejercitan cada caso los órganos estatales. 
 
En éste sentido, entonces, cobra importancia precisa que el procedimiento 
administrativo constituye la forma o el cauce formal de la función administrativa en el 
                                                          
7
CASSAGNE Juan Carlos .- DERCHO ADMINISTRATIVO .- Ed. Encuadernación Latinoamérica S.R.L. .- 
ED .2010.- pág. 835 
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ámbito de los tres órganos esenciales del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial)(en 
nuestro caso en el de nuestro país se debe tomar en cuenta que ya no solo son las tres 
funciones del Estado Función Ejecutiva, Función Legislativa, Función Judicial, Función de 
Electoral y Función de Transparencia y Control Social. Cuando estos realicen  funciones 
“materialmente” administrativas, y por otro lado, habrá procesos jurisdiccionales cuando 
cualquiera de esos órganos – en  principio solo el poder judicial en  nuestro sistema 
constitucional-  ejerza la función jurisdiccional, en el sentido objetivo.  
 
En el manual de derecho administrativo, Efraín Pérez encontramos que  en la ley de 
Régimen  Administrativo, derogada por la Ley de Modernización, resultaba más bien una 
ley orgánica de las estructuras y organizaciones de dependencias y entidades públicas 
determinadas, con escasas reglas de dependencia y entidades públicas determinadas, con 
escasas reglas sustantivas y procedimentales. 
 
El procedimiento administrativo Consiste en el conjunto de actos secuénciales en 
trámite administrativo que concluyen con una decisión de la autoridad u órgano 
competente de la administración pública. 
 
Para Herman Jaramillo Ordóñez el procedimiento administrativo es: "el conjunto de 
reglas y procedimientos que regulan el despacho y la tramitación administrativa" José 
Roberto Dromi califica al procedimiento administrativo como un instrumento de gobierno 
y control; pondera su noble función republicana al ejercer el poder por los carriles de la 
seguridad y la legalidad; subraya la función de defensa a los administrados; esquematiza el 
modo de tramitar sus reclamos burocráticos; patentiza que la actividad administrativa es 
bilateral, al relacionar a la administración y los administrados; y, concluye 
recomendándolos principios de celeridad, simplicidad y economía. 
 
Para Gordillo: "El procedimiento administrativo es la parte del Derecho 
Administrativo que estudia las reglas y principios que rigen la intervención de los 
interesados en la preparación e impugnación de la voluntad administrativa". 
 
Dromi agrega: "estudia la participación y defensa del interesado en todas las etapas 
de preparación de la voluntad administrativa y su impugnación a través de los recursos, 
reclamaciones y denuncias administrativas"  procedimientos administrativos llegan a 
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ponerse firmes cuando no han sido impugnados oportunamente en vía administrativa o 
judicial. 
 
En los procedimientos de instancia puramente administrativa no interviene la 
Función Judicial, organismo encargado de administrar justicia, salvo cuando se llegue a 
impugnar las resoluciones administrativas ante un Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 
 
Los actos y los procedimientos administrativos deben darse por los órganos 
facultados para ello, teniéndose en cuenta que: "la competencia administrativa es la medida 
de la potestad que corresponde a cada órgano administrativo"(Art. 84 del Estatuto del 
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva). 
 
Cabe recordar también que la competencia es irrenunciable y se la ejerce: a) en razón 
de la materia, y dentro de ésta se regula lo concerniente a los grados; b) del territorio; y, c) 
del tiempo previsto para el cumplimiento. 
 
Para otorgar seguridad jurídica a los procedimientos administrativos el Estado ha 
previsto varios preceptos en la Constitución Política de la República y en las leyes 
correspondientes. En los constitucionales sobresalen los señalados en el artículo 11, 
numerales 3,5 
 
Se concluye que la más extensa ley sobre normas administrativas específica es 
actualmente La ley de Modernización, con un capítulo entero sobre diferencias aspectos 
del trámite, algunos relativamente novedosos, del procedimiento administrativo en el 
Ecuador.  
 
El Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la función ejecutiva introduce 
el procedimiento administrativo, con especial énfasis desde 2002, inspirado en el régimen 
y procedimiento español  de 1992 y sus reformas de 1999.                               
 
En el Artículo 16 del Capítulo III de la Ley de Modernización, sobre “trámites 
innecesarios” que se mencionó al tatar de las funciones del CONAM, resume el contenido 
de este capítulo En efecto capitulo resuelve algunos casos de funciones que se desarrollan 
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en forma repetitiva” y “trámites administrativos y controles….injustificados”. Este capítulo 
de la Ley de Modernización aborda los siguientes tópicos.   
 
Delegación legislativa al Presidente de la República para reestructurar y suprimir 
entidades de derecho público, en concordancia con el Art. 40 de la misma Ley. 
 (Art. 17 de la ley de modernización) S e delega al presidente de la República la 
regulación de los procedimientos de la Administración pública  
  
Tomando como punto de partida el acto administrativo, parece lógico estudiar 
primero los procedimientos que regulan su formulación y luego los recursos 
administrativos que puede deducirse contra el acto ya dictado. 
 
Es necesario que en el Ámbito de la función pública la competencia de los 
funcionarios se encuentra normado en  la Ley de Modernización en su Art. 18  en el inciso 
tercero señala que los funcionario públicos son plenamente competentes para ejercer que 
son compatibles con la naturaleza y fines del respectivo órgano o entidad administrativa 
que dirige  o representa.   
 
Conforme se encuentra señalado en la ley Orgánica de servicio Público el 
procedimiento administrativo dentro de esta norma se  encuentra tipificado en su artículo.6 
y7.-de la Ley de Servicio Público en el que señala cuales son las  Responsabilidades y 
sanciones por Nepotismo.- Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal 
a que hubiere lugar, carecerán de validez jurídica, no causarán egreso económico alguno y 
serán considerados nulos, los nombramientos o contratos incursos en los casos señalados 
en el artículo 6 de esta Ley.” 
 
El procedimiento administrativo  se encuentra formado por una serie de actos que se 
desarrollan en forma progresiva que trasuntan o compila la tramitación del proceso, 
caracterizad por un conjunto de formalidades a los que deben someterse las partes. 
 
“Será sancionada con la destitución de su puesto previo el debido proceso la 
autoridad nominadora que designe o contrate personal contraviniendo la prohibición de 
nepotismo establecida en esta Ley, conjuntamente con la persona ilegalmente nombrada o 
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contratada, además, será solidariamente responsable por el pago de las remuneraciones 
erogadas por la Institución.” 
 
“El responsable de la Unidad de Administración del Talento Humano, así como la 
servidora o servidor encargado que a sabiendas de la existencia de alguna causal de 
nepotismo, hubiere permitido el registro del nombramiento o contrato, será responsable 
solidariamente del pago indebido señalado en este artículo. Se excluye de esta sanción a 
los servidores que previo al registro y posesión del nombramiento o contrato notificaron 
por escrito a la autoridad nominadora, sobre la inobservancia de esta norma.” 
 
“En los Gobiernos Autónomos Descentralizados sus entidades y regímenes 
especiales, tal advertencia se realizará a la máxima autoridad administrativa y a la 
Contraloría General del Estado.” 
 
La administración pública se manifiesta a través de hechos, actos, contratos, 
soluciones y procedimientos administrativos que producen los órganos de la 
administración de acuerdo con su competencia, esto es, lo que los servidores públicos: 
dignatarios, autoridades, funcionarios y empleados realizan en el ámbito de sus funciones. 
Los contratos, las resoluciones y los procedimientos son actos administrativos.  
 
De allí que se puede generalizar señalando que aquella actividad se expresa 
genéricamente en hechos y actos administrativos. 
 
 
LOS ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS: 
 
Para Gascón y Marín, citado por Granja Galindo "La palabra órgano emplease como 
análoga al término utilizado para designar los miembros de la colectividad, los individuos 
que desempeñan funciones públicas y ejercen actividades inherentes a sus cargos, los 
publici-uffici de los escritores italianos, el rey, el parlamento, los ministros, los 
gobernadores, los alcaldes…" 
 
Dersun el Glosario de términos administrativos defines a los órganos administrativos  
como "Unidades administrativas que sin tener personalidad jurídica están integradas por 
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competencias y medios materiales que son ejercitadas y utilizados por una ovarías personas 
que se integran en dichas unidades".  
 
Los órganos administrativos son, en resumen, unidades con competencia para tomar 
decisiones administrativas con cierta especificidad en las instituciones públicas. Por lo 
mismo, en cada entidad, encontramos varios órganos administrativos.  
 
 CLASIFICACIÓN DE LOS ÓRGANOS ADMINISTRATIVOS: 
 
Los órganos pueden clasificarse así: 
 
1. Por el número de personas que los integran. El órgano es individual, si está integrado 
por una sola persona; y colegiado, el que se integra por varias personas. 
 
2. Por la actividad. Los órganos son: activos o ejecutivos, consultivos y deliberantes. 
 
Activos o ejecutivos, son los que ejercen los administradores que tienen poder de decisión. 
 
Consultivos, los que opinan, emiten criterios o dictámenes. 
 
Deliberantes, los que adoptan decisiones determinadas sobre las cuestiones específicas que 
se debaten. Generalmente estos órganos son colectivos, pudiendo citarse como tales a los 
consejos directivos, directorios, consejos académicos, juntas administrativas, etc. 
 
3. Por la función. Los órganos son de gestión y de control. Los primeros, aquellos que 
realizan actividades sobre los fines que cumple la institución; y los segundos, los que 
realizan actividades de control y supervisión, como la Contraloría General del Estado. 
 
4. Por la esfera de acción territorial. Los órganos pueden ser: nacionales, regionales, 






El Art. 78 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva 
concibe al hecho jurídico como "toda actividad material, traducida en operaciones técnicas 
o actuaciones físicas, ejecutadas en ejercicio de la función administrativa, productora de 
efectos jurídicos directos o indirectos, ya sea que medie o no una decisión o acto 
administrativo previo" 
 
Hecho administrativo es, entonces, toda expresión de la administración pública que 
tenga el carácter de material, física y fáctica, que se realiza sin tener sustento en un acto o 
resolución legítima de autoridad u órgano competente. Son actos administrativos la 
demolición de una obra construida arbitrariamente en áreas públicas de una calle o plaza; 
el decomiso de mercaderías; la clausura de un establecimiento comercial, por ejemplo.  
 
Pero los casos señalados constituirán hechos administrativos si se realizan 
arbitrariamente por servidores públicos; y dejarán de serlo, si se ejecutan en cumplimiento 
de una resolución administrativa legítima. 
 
 ACTOS ADMINISTRATIVOS: 
 
Acto administrativo  Art.80 del Estatuto de la Ley de Régimen Administrativo de la 
Función Ejecutiva. "Es toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función 
administrativa que produce efectos jurídicos individuales de forma directa" 13.Para Pío 
Jaramillo Alvarado el acto administrativo constituye "toda clase de declaración jurídica, 
unilateral y ejecutiva, en virtud de la cual la Administración tiende a crear, modificar o 
extinguir situaciones jurídicas subjetivas". 
 
En la opinión de Gordillo, citado por José Roberto Dromi, el acto administrativo 
representa "una declaración jurídica y unilateral, realizada en ejercicio de la función 
administrativa, que produce efectos jurídicos subjetivos en forma inmediata" 14. 
 
El acto administrativo puede definirse como toda manifestación jurídica de un 
órgano administrativo competente, que resuelve algo y cuyo pronunciamiento produce 




La declaración es unilateral porque procede exclusivamente de la administración 
pública. 
 
Los actos administrativos deben reunir ciertos elementos o presupuestos para su 
constitución o formación, al respecto los tratadistas utilizan diversa terminología, unos 
hablan de requisitos, otros de elementos y algunos de presupuestos; coincidiendo en que, 
para que acto administrativo tenga eficacia y validez debe reunir ciertos elementos 
esenciales que son:  
 
 órgano competente, 
  voluntad administrativa,  
 contenido, 
  motivos,  
 finalidad y 
  forma. 
 
Para mayor entendimiento podemos resumir el contenido de cada uno de ellos en una 
forma rápida. 
 
Órgano Competente: el acto debe emanar de un órgano competente de la 
administración, dentro de los límites de su competencia.  
 
Voluntad Administrativa: que se exterioriza a través de una declaración expresada en 
forma legal por parte del órgano administrativo.  
 
Contenido: todo acto administrativo debe tener un contenido determinado apegado a 
la normatividad jurídica vigente de un Estado.  
 
Motivo: es la actuación administrativa tomando en consideración las circunstancias 
de hecho y de derecho que corresponda a cada caso.  
 
Forma: es el modo cómo se estructura la voluntad administrativa que da vida al acto.  
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Partiendo del concepto y de los elementos del acto administrativo, que son amplios y 
vastos, podría darse una variedad de actos; por consiguiente, para clasificarlos tanto por la 
doctrina, cuanto por los tratadistas, los agrupan de conformidad con su ámbito de 
aplicación, contenido, forma, finalidad, etc.  
 
 Art. 64 del ESTATUTO DEL RÉGIMEN JURÍDICO ADMINISTRATIVO DE LA 
FUNCIÓNEJECUTIVA" 
 
3.1. Caracteres del acto administrativo:  
 
1) Manifiesta una declaración jurídica. 
2) La declaración  debe ser unilateral generada por la administración. 
3) Debe ser resultado de la competencia de un órgano administrativo determinado. 
4) Produce efectos en derecho directo e inmediato, de carácter subjetivo o respecto de 
personas determinadas. 
 
3.2. Elementos esenciales del acto administrativo: 
 
a) La competencia de la autoridad u órgano de la administración. 
b) La causa real y lícita. Esto es, que el acto se derive de un motivo legítimo. 
c) El objeto lícito en que debe recaer. 
d) La finalidad ética que debe impulsarlo. 
e) Debe ser dictado cumpliendo las formalidades y requisitos establecidos por las normas 
jurídicas correspondientes. 
 
3.3. Principios que rigen a los actos administrativos: competencia, legitimidad, 
ejecutividad e Impugnabilidad. 
 
Los actos administrativos se presumen dictados por las autoridades y órganos competentes 
en el ámbito de sus facultades. Que se han generado cumpliendo con las normas jurídicas 
correspondientes. Que se han expedido para ejecutarse; y, que son impugnables mediante 





CLASIFICACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. 
 
Existen, entre otros, los siguientes actos administrativos: normativos, reglados, 
discrecionales y de simple administración. 
 
Son actos administrativos normativos, los que se manifiestan en normas, como los 
reglamentos, estatutos, ordenanzas. 
 
Actos administrativos reglados: son los que están sometidos a reglas, al 
cumplimiento de pasos y requisitos, como las partidas del registro civil, las acciones de 
personal, los procedimientos administrativos que se desarrollan por actos secuénciales, etc. 
 
Actos administrativos discrecionales: aquellos que establecen situaciones 
alternativas para su ejecución, que permiten alguna dualidad o alterabilidad, como ocurre 
con la facultad que tiene el Presidente de la República cuando decreta el estado de 
emergencia y puede suspender algunas de los derechos civiles previstos en el Art. 23 de la 
Constitución Política del Estado, o aplicar determinadas medidas de excepción. . 
 
Actos de simple administración; son aquellos que no crean, modifican ni extinguen 
derechos subjetivos. 
 
El numeral  del Art. 76 se refiere al derecho de defensa que tiene toda persona para 
intervenir en cualquier estado o instancia del juicio o expediente; y el numeral  7  literal l, a 
la obligación que tienen los órganos y autoridades de la administración de motivar sus 
actos y resoluciones administrativas. 
 
ESBOZO DELPROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO:  
 
El procedimiento administrativo relacionado con la administración central se 
encuentra regulado por los artículos 136 al 171 del Estatuto del Régimen Jurídico 




1. Los procedimientos pueden iniciarse de oficio o a petición de persona interesada. De 
oficio, por resolución del órgano competente, por su propia iniciativa, por orden 
superior, a solicitud razonada de otro órgano de la administración, o por denuncia. 
 
2. Antes de dar inicio al procedimiento, el órgano competente puede abrir un período de 
información previo para indagar las circunstancias y la conveniencia o no de instaurar 
el procedimiento. 
 
3. La solicitud debe contener: 
 
a) Órgano de la administración a la que se dirige la solicitud. 
b) Nombre y apellido del interesado, o de su representante en su caso, y el señalamiento 
del lugar o medio para recibir notificaciones. 
c) Lo sustancial de la solicitud: hecho, razones, fundamentos de derecho y la petición, 
expuestos con claridad. 
d) Lugar y fecha de la solicitud: 
f) Firma del solicitante (Art. 137). 
 
4. Puede presentarse en una misma solicitud la reclamación de varias personas cuando las 
pretensiones y derechos fueren comunes. 
 
5. La administración establecerá modelos de petición. 
 
6. Si la petición no fuere suficientemente clara o explícita, se concederá el término de 10 
días para que la complete o aclare, o para que presente los documentos respectivos, y de no 
hacerlo, se tendrá por desistida la acción. 
 
7. Se podrá conceder 5 días más, para la presentación de documentos, excepto en los 
trámites precontractuales. 
 
8. El instructor puede dictar medidas cautelares que se solicitaren para asegurar el 
cumplimiento de las resoluciones, antes o después de la iniciación del procedimiento, 




9. El instructor, puede acumular a un expediente, otras reclamaciones que fueren conexas. 
 
10. Se regirá por el principio de celeridad y el procedimiento se impulsará de oficio. 
 
11. Se aplicará también el principio de concentración de pruebas, en lo posible 
ordenándose éstas en una sola providencia. Se practicarán todas las pruebas que fueren 
constitucionales y legales. 
 
12. Se realizarán las pruebas en el término de 10 días, pudiendo extenderse por 10 días más 
para la corrección o rectificación de las mismas (Arts. 143y 147); se actuarán las pruebas 
que disponga el instructor de oficio y las que pidan las partes, al menos que fueren 
inoficiosas, en cuyo caso, se negará motivadamente. Las pruebas deben estar sometidas a 
los principios de publicidad y contradicción. 
 
13. Los incidentes, incluso los pedidos de nulidad, no detendrán el trámite. 
 
14. Antes de la resolución se llevará a cabo una audiencia, en la que podrán las partes 
presentar sus alegatos, documentos y pruebas. 
 
15. Cuando la administración considere necesario hará conocer al público del trámite del 
procedimiento y concederá un término de 10 días para que los interesados puedan 
comparecer al mismo, sin perjuicio de que pudieran hacerlo en cualquier tiempo. 
 
16. Se concederá el término de 10 días para la presentación de informes periciales. La falta 
de ellos no suspenderá el avance del procedimiento, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas a quienes los incumplieren. 
 
17. Resolución, misma que debe ser motivada y a de referirse a todos los aspectos 
sometidos al reclamo y a los que hubieren sido planteados en el trámite; y, además, debe 
indicar los recursos que pueden interponerse de tal resolución, los términos para ello y los 






TERMINACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: 
 
El procedimiento administrativo termina por: resolución; desistimiento; renuncia del 
derecho en el que se funda la solicitud, cuando no esté prohibido por el ordenamiento 
jurídico; acuerdos, pactos o convenios con la administración, caducidad; imposibilidad 
material para su continuación por causas sobrevinientes. 
 
Resolución.- comporta la conclusión regular de terminación del procedimiento 
administrativo, y culmina con el pronunciamiento del órgano competente de la 
administración pública, y como ya se conoce, debe ser explícita y motivada. 
 
Desistimiento.- significa una especie de renuncia del peticionario a la solicitud que 
ha presentado a la administración y a las pretensiones jurídicas contenidas en la misma. 
 
Renuncia del derecho.-  comporta la declaración expresa de la renuncia del derecho 
invocado en la petición o reclamación, dejando sin efecto la misma. 
 
Acuerdos, pactos o convenios.- con la administración pública. Está permitido que 
los procedimientos administrativos puedan terminar por cualquiera de los medios y formas 
que quedan mencionados, siempre que no se trate de cuestiones en las que existiere 
prohibición para ello.  
 
Esta clase de entendimientos entre las personas interesadas y los representantes de 
las entidades públicas está permitida en la Ley Orgánica de la Contraloría, sobre asuntos 
susceptibles de transacción; y, en algunos casos puede llegarse a ello previa autorización 
del procurador del Estado (Art. 155). 
 
Caducidad.- Se opera esta figura que pone término al procedimiento administrativo, 
en los expedientes iniciados a petición de los interesados ,cuando la tramitación se 
suspende por más de dos meses, debido a la falta de impulso o de presentación y 




Imposibilidad material para continuar el procedimiento por causas sobrevinientes. 
Esta situación se da cuando se presentan circunstancias no previstas que impiden en el 




Para Sayagués Laso, los recursos administrativos son: "los distintos medios que el 
derecho establece para obtener que la Administración, en vía administrativa, revise un 
acto, y lo confirme, modifique o reforme". 
 
Para Marienhoff, dichos recursos son: "ciertos medios de impugnar la decisión de 
una autoridad administrativa, con el objeto de obtener, en sede administrativa, su reforma o 
extinción". 
 
Por principio, los actos administrativos son impugnables exclusivamente mediante 
los recursos, con el objeto de obtener su enmienda o extinción, así se deduce del contexto 
de los artículos 94 y 95 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función 
Ejecutiva. 
 
Los recursos administrativos son generalmente tres, a más de las peticiones de 
aclaración o ampliación que, de manera general, se puede pedir sobre un acto o resolución 
administrativa, y que genéricamente se denominan también "recursos". 
 
Recurso de Reposición o Revocatorio: 
 
Es aquel que puede plantearse ante la misma autoridad u órgano del que emana el 
acto, para que lo revea o deje sin efecto, de tal suerte que las cosas vuelvan al estado 
anterior. Se trata de resoluciones de los órganos de la Administración Central sometidos al 
Estatuto del Régimen Jurídico de la Función Ejecutiva, ese recurso debe interponerse 
dentro de quince días de la notificación si el acto fuere expreso, o de dos meses, si no lo 






Recurso de Apelación o Jerárquico:  
 
Es el que puede interponerse dentro del término establecido en la Ley o el 
reglamento, para ante la máxima autoridad o el órgano superior, tendente a que se revise el 
acto o hecho del inferior. Puede interponerse ante la Autoridad u órgano de donde emana el 
acto o directamente ante el superior ,en virtud del principio de la avocación. Respecto de 
los actos sometidos al Estatuto anteriormente mencionado, este recurso puede interponerse 
dentro del término de quince días de notificado si el acto fuere expreso, o dentro de dos 
meses si no lo fuere (Arts. 176 y 177 ). 
 
Recurso Extraordinario de Revisión: 
 
Aquel que puede sustanciarse a petición de parte o por disposición del ministro o de 
la máxima autoridad. En este segundo caso, por disposición de la máxima autoridad, 
respecto de actos o resoluciones firmes pronunciadas por la administración central, en el 
área de su competencia, en los siguientes casos: Según el Art. 178 del Estatuto que se viene 
mencionando, procede este recurso especial en los siguientes casos: 
 
a) Cuando se hubieren dado aquellos actos y resoluciones con evidente error de hecho o de 
derecho, que pudiera deducirse de los documentos del expediente y de la correcta 
interpretación de la Ley; nótese que en esta materia, el error de derecho también puede 
servir para dejar sin efecto un acto jurídico administrativo, lo que no ocurre en el derecho 
civil o privado, que expresamente prohíbe que los errores de derecho puedan viciar el 
consentimiento, ni generar la nulidad o invalidez de los actos jurídicos; 
 
b) Cuando con posterioridad aparecieren documentos de valor trascendental que 
determinen la necesidad de rectificar el acto o resolución anterior; 
 
c) Cuando en la resolución hayan influido testimonios y documentos falsos, declarados en 
sentencia judicial firme, antes o después de aquella; y, 
 
d) Cuando el acto o resolución fuere el producto de actos ilegales de los funcionarios que 




Este recurso podrá interponerse en el plazo de tres años a partir del inicio de su vigencia, 
en los casos de los literales a) y b), y de tres meses, a partir de la ejecutoria de la sentencia 
de falsedad de condena en los demás casos, siempre que no hubiere transcurrido cinco años 




Se denominan reclamaciones administrativas las peticiones que sirven para impugnar 
bajo ciertas circunstancias, hechos u omisiones, actos normativos, actos de simple 
administración y actos administrativos. 
 
Reclamación: "Acción de reclamar...El hecho de acudir ante una autoridad para que 
reconozca a favor del reclamante o de terceros la existencia de un derecho"  
 
 Propósito de las reclamaciones administrativas: 
 
Las reclamaciones, tienen como propósito: 
 
a) La formulación de observaciones, consideraciones y reservas de derechos de los actos de 
simple administración; 
b) La cesación del comportamiento, conducta o actividad; y, 
c) La enmienda, derogación, modificación o sustitución total o parcial de actos normativos 
o su inaplicabilidad al caso concreto. (Artículos 180 y 181 del Estatuto del Régimen 
Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva). 
 
 Requisitos de las reclamaciones: 
 
Las reclamaciones deben presentarse al órgano correspondiente y por escrito, 
cumpliendo los siguientes requisitos: 
 
a) El nombre y apellido del recurrente, con su identificación personal; 
b) El acto del que se recurre y la razón de su impugnación; 
c) Lugar, fecha y firma del recurrente, con identificación del lugar o medio que se señala 
para recibir notificaciones. 
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d) Órgano de la Administración Central o unidad administrativa al que se dirige; 
e) La pretensión concreta que se formula; 
c) La firma del compareciente, del representante o procurador y del abogado que lo 
patrocina; y, 
d) Las demás particularidades exigidas por las disposiciones especiales. (Art.180). 
 
Resulta curioso que para los recursos se exija los mismos requisitos de las 
reclamaciones, sin considerar que estos dos medios de recurrir ante los órganos de la 
administración pública corresponden a momentos procedimentales y situaciones diferentes, 
así, una reclamación da inicio a un trámite, en tanto que, un recurso procede para objetar 
una decisión del órgano administrativo. 
 
El Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva en el 
artículo 65 define al acto administrativo así: "Acto Administrativo.-Es toda declaración 
unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos 
individuales en forma directa".  
 
Esta definición es imprecisa por cuanto los actos administrativos no solamente 
producen efectos individuales, sino, también pueden generar efectos objetivos -generales, 
que afecten a todos, a comunidades de persona, sin determinación de persona 
singularizada; ejemplo: una ordenanza municipal que regle el porcentaje del pago del 
impuesto predial urbano.  
 
De las concepciones anotadas, a manera de conclusión nos atreveríamos a manifestar 
que el acto administrativo es una manifestación unilateral emitida por parte de un 
organismo administrativo público competente, a través del proceso respectivo, observando 
las garantías constitucionales y con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias 
inherentes al mismo, que genera efectos jurídicos subjetivos u objetivos. 
 
De darse el caso de que el administrado presentare una impugnación  al acto 
Administrativo por el cual fue destituido o por creerse perjudicado  se lo hará ante el 
órgano jurisdiccional competente as través de la LEY DE LA JURISDICCION 
CONTENCIOSO – ADMINISTRATIVA  que en su CAPITULO IV señala las normas el 
procedimiento a seguir: 
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En su obra: Manual de Derecho Administrativo, Hernán Jaramillo Ordóñez hace una 
clasificación de los más importantes actos administrativos emanados por la 
Administración, así tenemos:  
 
Actos de autoridad o de imperio y de gestión: en los de imperio la administración 
actúa con poder de coacción sobre los administrados, emitiendo disposiciones, órdenes, 
prohibiciones, sanciones, etc.; en los de gestión la administración actúa vinculada con los 
servicios públicos a sus administrados; es decir con la gestión pública.  
 
Actos generales e individuales: los generales establecen o crean situaciones 
jurídicas de carácter general sin referirse a personas determinadas o grupo de personas sin 
determinación de su identidad; los individuales se refieren a personas determinadas o a 
grupo de personas individualizados.  
 
Actos preparatorios y definitivos: los actos preparatorios hacen posible un acto 
principal o definitivo y pueden ser varios y de de diferente índole, dependiendo de la 
naturaleza del acto principal.  
 
Actos simples y complejos: los simples se forman por una sola voluntad de la 
autoridad o cuerpo colegiado, los complejos es el que se forma por el concurso de varias 
voluntades u órganos de la administración o del Estado.  
 
Actos externos e internos: los externos son aquellos fuera de la administración, se 
vinculan a otros sujetos de derecho. Los internos son aquellos que operan exclusivamente 
en el orden interno, estos generalmente no se vinculan con otros sujetos de derecho.  
 
Actos discrecionales y reglados: los reglados cuando la autoridad administrativa 
está perfectamente apegada a la norma expresa de la ley, de reglamento o de los 
procedimientos administrativos.  
 
Los discrecionales cuando la autoridad administrativa actúa con cierto grado de 
libertad, sin caer en el campo de la arbitrariedad; en casos concretos en que la Ley no 
especifica qué es lo que debe hacerse, que da simplemente normas generales de conducta.  
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Actos nacionales y locales: nacionales aquellos que han sido expedidos por 
autoridades nacionales y que tendrán vigencia en el territorio nacional; los locales aquellos 
que han sido dictados por una autoridad administrativa local y que tendrán vigencia dentro 
de la circunscripción territorial en ejercicio de su jurisdicción. 
 
Por consiguiente los actos administrativos están revestidos de tres características o 
principios fundamentales: 1) presunción de legalidad, 2) ejecutoriedad y 3) revocabilidad. 
Principios que comentaremos ligeramente a continuación: 
 
2.5.   CASOS DE CONOCIMIENTO PÚBLICO Y JURISPRUDENCIA 
 
En el Registro Oficial encontramos algunas de las consultas hechas con relación a los 
actos de Nepotismo que se presentan en la función pública en diferentes ámbitos de cómo 
lo son en las entidades de educación superior o en las Municipalidades en diferentes 
Cantones de nuestro papis así tenemos las que encontramos en el Suplemento del  Registro 
Oficial  No. 471   de fecha Jueves, 16 de Junio de 2011extractos de consultas hechas a la 




 DOCENTES NO TITULARES 
-ATRIBUCIONES DEL RECTOR 
  
OF. PGE. Nº: 01263, de 07-04-2011. 
 CONSULTANTE:                Universidad Estatal de Milagro. 
CONSULTA: 
  
“Puede el Rector de la Universidad Estatal de Milagro, firmar los contratos de 
docentes no titulares que han ingresado por un concurso de selección y contratación que 
están comprendidos hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad con 








De conformidad con el Art. 230 numeral 2, de la Constitución de la República, y la 
disposición general tercera de la LOSEP, que en el ejercicio del servicio público prohíben 
el nepotismo; y, del Art. 6 de la Ley Orgánica del Servicio Público, que prohíben a toda 
autoridad nominadora designar, nombrar, posesionar y/o contratar en la misma entidad, 
institución, organismo o persona jurídica, a sus parientes comprendidos hasta el cuarto 
grado de consanguinidad y segundo de afinidad, a su cónyuge o con quien mantenga unión 
de hecho; prohibición que, como lo prevé el inciso segundo del Art. 6 citado, se extiende a 
los parientes de los miembros de cuerpos colegiados de la respectiva institución, se 
concluye que el Rector como primera autoridad ejecutiva y que preside el órgano 
colegiado académico superior de la Universidad Estatal de Milagro, no puede designar, 
contratar ni suscribir contratos de docentes no titulares que han ingresado por un concurso 
de selección y contratación, que tengan vínculos de parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad, matrimonio o unión libre, con el mismo y/o con 
alguno de los integrantes del órgano colegiado académico superior, es decir con el Consejo 
Universitario. 
   
NEPOTISMO: 
 
 HERMANO DE CONSEJERA 
  
OF. PGE. Nº: 01196, de 01-04-2011. 
  




“¿Existe o no algún impedimento legal para que el hermano de una consejera pueda ser 






De conformidad con los incisos primero y segundo del Art. 6 de la LOSEP, existe 
impedimento legal para que el hermano de una consejera del Consejo Provincial de Pastaza 
pueda ser designado como Asesor directo del Prefecto Provincial del mismo nombre, por 
existir parentesco en segundo grado de consanguinidad con la referida consejera 
provincial, que forma parte del Consejo Provincial (Cuerpo Colegiado). 
   
  NEPOTISMO: PARIENTES DE CONCEJAL -TRABAJADORESOF. 
  
PGE. Nº: 01311, de 08-04-2011. 
  




1.- Si existe nepotismo entre un concejal y su tío materno y primo paterno, los dos últimos 
ingresaron a trabajar en la administración anterior y continuaron laborando en la 
administración actual desde su inicio, esto es, en agosto del 2009, cuando no estaba vigente 
la Ley Orgánica del Servicio Público, que se la promulgó el 6 de octubre del 2010. Los dos 
parientes prestan sus servicios como operadores de equipo pesado, a jornal. 
  
2.- Si existe nepotismo entre una concejala del Municipio de Quinsaloma y el hermano de 
su esposo que se desempeña como trabajador del Departamento de Agua Potable, quien 
desde hace cinco años venía prestando sus servicios en la Junta Administradora de Agua 
hasta el mes de septiembre del 2010, a partir del cual la Municipalidad asumió la 
competencia del servicio de agua, de conformidad con la Constitución, pasando este 
trabajador a laborar en el Municipio de Quinsaloma bajo un contrato de prueba, por un 
convenio con el MIDUVI. 
  
3.- Si de conformidad con el quinto inciso del Art. 6 de Ley Orgánica del Servicio Público, 
se constituye la figura del nepotismo entre la Jefa de Talento Humano del Municipio de 
Quinsaloma, quien firmó, conjuntamente con el Alcalde la acción de personal por la cual 
se otorga nombramiento a la psicóloga Alexandra Catalina Soto Sanabria, como miembro 
Principal de la Junta de Protección de la Niñez y Adolescencia, luego de haber ganado el 
respectivo concurso de méritos y oposición, profesional que es hermana de la señora Jefa 
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de Talento Humano del Municipio de Quinsaloma; y en caso de constituirse el nepotismo, 




1.- A la fecha de celebración del referido contrato ya se encontraba en funciones de 
Concejal el señor Liandry Lara Llanos, primo paterno del señor Carlos Alberto Murillo 
Lara. Por lo tanto, al tenor del segundo inciso del Art. 7 de la derogada LOSCCA, vigente 
al tiempo de celebración del mencionado contrato, que disponía que también constituye 
nepotismo cuando el acto ilegal, beneficie o favorezca a personas vinculadas en los 
términos indicados, a miembros del cuerpo colegiado del que sea parte el dignatario, 
autoridad o funcionario del que emanó dicho acto, como es el caso de los concejales que 
conforman un cuerpo colegiado. En este contrato sí se configuró el nepotismo, en razón de 
que se celebró un contrato con el primo paterno del Concejal Liandry Lara Llanos. 
  
2.- En razón de que el señor ErinJarinton Franco Basantes, es hermano del esposo de la 
Concejal del Municipio de Quinsaloma, Narcisa Alarcón, estaría incurso en la causal de 
nepotismo, ya que, el mencionado señor es cuñado de la citada concejala Narcisa Alarcón, 
es decir que tienen una relación de parentesco en segundo grado de afinidad, prevista en el 
segundo inciso del Art. 6 de la Ley Orgánica del Servicio Público, vigente a la fecha de 
suscripción del referido contrato, por el cual, la prohibición establecida para la autoridad 
nominadora de designar, nombrar, posesionar y/o contratar en la misma entidad, 
institución, a sus parientes comprendidos hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad, a su cónyuge o con quien mantenga unión de hecho, se extiende 
también a los parientes de los miembros de los cuerpos colegiados o directorios de la 
respectiva institución. 
  
En relación al impedimento para que el Alcalde contrate bajo el régimen del Código 
del Trabajo, a los parientes de los señores concejales comprendidos hasta el cuarto grado 
de consanguinidad y segundo de afinidad, así como a su cónyuge o con quien mantenga 
unión de hecho, esta Procuraduría se manifestó mediante oficio Nº 00290 de 30 de 




3.- Con relación al hecho de que la señora Lorena Soto Sanabria, Jefa de Talento Humano 
del Municipio de Quinsaloma, haya firmado la Acción de Personal por la cual se otorgó el 
nombramiento a su hermana como miembro Principal de la Junta de Protección de la Niñez 
y Adolescencia, con fundamento en el análisis jurídico realizado al atender esta consulta, 
ha quedado claramente establecido que al ser competencia del Concejo Cantonal de la 
Niñez y Adolescencia el nombramiento de los miembros de la Junta de Protección de la 
Niñez y la Adolescencia, la Acción de Personal expedida por el Municipio de Quinsaloma 
no constituye el acto administrativo por el cual se nombró a la psicóloga Alexandra 
Catalina Soto Sanabria como miembro de dicha Junta, sino que lo es la Resolución Nº 003-
CCNA-QL del Concejo Cantonal de la Niñez y la Adolescencia de Quinsaloma. En tal 
virtud, la firma de la Acción de Personal por parte de la señora Lorena Soto Sanabria es un 
acto de trámite que no representa responsabilidad en dicha designación, sino únicamente 
en la expedición de la indicada acción de personal, que explica en su texto que esta 
obedece a un nombramiento efectuado por el Concejo Cantonal de la Niñez y la 
Adolescencia de Quinsaloma mediante concurso de méritos. La determinación de las 
responsabilidades que pudieran existir en la contratación o nombramiento de personas que 
se encuentren en los casos de nepotismo previstos en la ley, son de competencia de la 





Un caso sonado en la actualidad fue el del Prefecto de la provincia del Cotopaxi a 
quien se le destituyó de su cargo a través de la resolución emitida por la Contraloría 
General del Estado,  
 
Estos datos son tomados de la edición del diario la Hora de Latacunga en vista de 
que por tratarse de procedimientos personalísimos la Contraloría no admite el acceso de 
personas particulares a estos procesos aseveración hecha por la Dra. Yolanda Velazco 
Directora del Departamento de Responsabilidades de la Contraloría General del Estado.  
 
Durante una auditoría realizada por la Regional 9 de la Contraloría (con sede en 
Latacunga), entre el 1 de junio de 2007 y el 31 de diciembre de 2009, de todas las 
irregularidades citadas en los párrafos anteriores, se descubrió que hubo nepotismo de casi 
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todos los consejeros provinciales, del Prefecto, de la Viceprefecta y de empleados de la 
Prefectura. Pero además, se confirmó lo que la prensa publicó sobre cómo, saltándose las 
leyes, Umaginga, la actual viceprefecta Blanca Guamangate, y los entonces  siete 
consejeros provinciales se subieron el sueldo. La estrategia fue subir el salario de 
Umaginga a 8 000 dólares, mucho más de lo que ganaba el Presidente de la República, 
para que a su vez se incrementen las dietas de los consejeros, que ganaban el 25% del 
sueldo del Prefecto. Cotopaxi Noticias aún no tiene acceso a la resolución de la Contraloría 
General del Estado, pero conoció extraoficialmente que allí solamente se aplica la sanción 
para César Umaginga, más no para el resto de implicados. 
 
El caso se procesó el 8 de septiembre de 2011 y que sin embargo, el 16 de 
septiembre del mismo año se le concedió a Umaginga el plazo improrrogable de treinta 
días para que ejerza su derecho de defensa, pero que al declarar, el Prefecto no desvirtuó 
con sus argumentos ni con documentos los fundamentos de las desviaciones 
administrativas. El caso estaba ya, para entonces, en la Contraloría General del Estado, en 
Quito. 
 
Con todo esto, es decir una vez que confirmó la responsabilidad culposa antes 
descrita contra Umaginga, la Contraloría General del Estado envió la disposición al 
Consejo Provincial de Cotopaxi, a fin de que disponga la sanción de destitución y pago de 
multa 
 
Esta destitucón  a Umaginga  Prefecto de Cotopaxi se “ratificó” y se “notificó” 
mediante la resolución No. 959 del 30 de abril de 2012, pero  al decir Umaginga fue 




Para tener mayor sustento en el conocimiento adquirido pomos encontrar en las 
Gaceta Judicial  Serie  X  N° 14  de Mayo a Agosto de 1967 en que se restituye en su cargo 
a un funcionario luego  de la Impugnación al Acto Administrativo por el de la Sentencia 
emitida por la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Superior de Justicia  




JUICIO VERBAL SUMARIO QUE, POR RESTITUCION DE CARGO, SIGUE EL 




 Quito a 10 Noviembre de 1966; las 6y30p.m.- Vistos: El Ingeniero José Miguel 
Iturralde Álvarez  de manda al Señor Ministro  de Agricultura y Ganadería, 
fundamentándose en el Art. 66 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa y que 
este Tribunal deje sin efecto el Acuerdo de Cancelación Nº 101 de 29 de Enero de 196, con 
el mismo que fuera notificado mediante circular Nº056. Citada la demanda al  señor 
Ministro de Agricultura y Ganadería éste propone las excepciones a fojas 16,17,18. 
Trabada así la litis, para resolver considera: Primero .- Que por la razón sentada por el 
señor Secretario de la oficina Nacional de Personal, se ha justificado que el señor Ingeniero 
Iturralde es servidor público de carrera; Segundo que la demanda ha sido presentada el 23 
de febrero de 1965, es decir con anterioridad a la integración de la H. Junta de 
Reclamación que es la llamada a conocer  los casos como el planteado y que , como el 
Tribunal resolvió, al iniciar sus funciones, que todos los términos serían contados a partir 
de la fecha de su organización en julio del año transcurre, considera que la demanda fue 
presentada en tiempo oportuno; Tercero.- Que durante la tramitación con las declaraciones 
testimoniales que obran a fojas 66 a 70 vta. Y con los documentos presentados, el actor ha 
probado los fundamentos de de su acción; Cuarto.- Que correspondía a la autoridad 
demanda la prueba de sus excepciones que contenían afirmaciones y de la prueba nada 
aparece justificándolas; y, Quinto.- Que de acuerdo  con el considerando segundo no existe 
la prescripción alegada. Por estas consideraciones ADMINISTRANDO JUSTICIA EN 
NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA EY, aceptándose la 
demanda se ordena al señor Ministro de Agricultura y Ganadería  restituir en sus funciones 
al señor Ingeniero José Miguel Iturralde Álvarez a quien, a demás se le entregarán los 
sueldos que ha dejado de percibir en consonancia con lo  mandado en el Art. 62 de la ley 
de Servicio Civil y Carrera Administrativa.-  Notifíquese. 
 
SEGUNDA INSTANCIA  
 
 Quito Enero 28 de 1967; las 9 a.m.- Vistos José Miguel Iturralde Álvarez, Ingeniero 
Agrónomo, indica que ha prestado sus servicios como Subjefe del Departamento Técnico 
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del Departamento de Control Fitosanitario de la dirección General de Banano , dependiente 
del Ministerio de Fomento desde el 1º de octubre de 1963 hasta el 5 de febrero de 1965,, 
fecha en la que por circulara Nº 056 de 29 de Enero del mismo año, se le transcribe el 
acuerdo ministerial nº101, mediante el cual Dr. Eduardo Carrión Toral, Ministro de 
Agricultura, Ministro de Agricultura a nombre de la Junta Militar de Gobierno, ha 
ordenado su cancelación sin haberse sujetado a las disposiciones de los Arts. 59, 60, 61, 
62, 63 de la Ley de Carrera Administrativa y sin que su destitución haya tenido como 
motivo ninguna de las causales determinadas en el Art. 64 de dicha Ley , contraviniendo a 
los Arts. 32 y 35 del Reglamento. Fundado en lo expuesto y en cumplimiento de lo 
expuesto y en cumplimiento de los requisitos del Art. 69 de la Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa, demanda ante la junta de Reclamaciones o el Organismo que haga 
sus veces, contra el Dr. Eduardo Carrión Toral, Ministro de Agricultura y Ganadería, el 
reconocimiento del derecho de contenido el inciso segundo del Art. 65 de la propia la Ley 
citado el señor, Ministro de Agricultura y Ganadería DR. Miguel Ángel Peña Astudillo con 
la demanda, indica que los hechos relatados en ella ocurrieron en el tiempo que era 
Ministro el Dr. Eduardo Carrión Toral y que como le hace extensivo a él, hay ilegitimidad 
de personería, alega que el actor ha hecho sus reclamo ante el Director de la Oficina 
Nacional de Personal, mas no ante la Junta de Reclamaciones por lo que alega violación de 
trámite. Alega la prescripción. Alega que las faltas cometidas por el Ingeniero Iturralde 
eran de tal gravedad que, ciertamente daban mérito para la cancelación inmediata de  
remuneraciones y funciones de servicio. Fundado en todos los antecedentes expuestos, 
niega los fundamentos de hecho y de derecho del demandante y termina pidiendo se 
rechace la demanda. Acepada la acción por la Junta de Reclamaciones , para resolver sobre 
el recurso de apelación  y nulidad interpuesto por el señor Ministro, se considera : 1º El 
recurso de nulidad interpuesto es improcedente, porque de autos aparecen cumplidas las 
solemnidades que se inician, pues existe legal intervención de los Jueces, porque de 
acuerdo con el Art. 68 de la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa  la demanda 
debía presentarse ante el Secretario de la Oficina Nacional de Personal y la Junta de 
Reclamaciones debía resolver como Tribunal de Justicia de acuerdo con el Art.95 del 
Reglamento General para  la aplicación de la indicada Ley. Así mismo es improcedente  el 
recurso por la Ilegitimidad de personería alegada ya que el demando es el Ministro de 
Agricultura y Ganadería, sea este el Dr. Eduardo Carrión Toral o el Dr. Miguel Ángel Peña 
Astudillo y por qué se encuentra legalmente citado  el demandado con la demanda.- 2º El 
actor a justificado con el nombramiento fojas 21 que con fecha 17 de Octubre de 1963 ha 
88 
 
sido designado para desempeñar el cargo de Subjefe Técnico Ing. Agrónomo del 
Departamento de Control Fitosanitario de la Dirección Nacional del Banano  con el suelo 
de $6.000,00 mensuales habiéndose posesionado el 9 de Noviembre del mismo año.- 3º 
Así mismo ha justificado el actor con el oficio de fojas 5 con la copia de oficio de fojas 23 
que ha sido servidor público de carrera y con la copia de fojas 4 se justifica también que 
por acuerdo Nº 101 la Junta Militar de Gobierno canceló al Ingeniero José M. Iturralde del 
cargo de Subjefe técnico Ingeniero Agrónomo del Departamento de Control  Fitosanitario 
que ejercía por el acuerdo que fue suscrito por el señor  Dr. Eduardo Carrión Toral como 
Ministro de Agricultura y Ganadería por la Junta General de Gobierno.- 4º Que con la 
prueba testimonial de fojas 66 y70 y los documentos agregados, el actor ha justificado los 
fundamentos de su demanda, pues de acuerdo con el Art. 59 de la Ley tantas veces 
mencionada los servidores de carrera gozan de las siguientes garantías entre ellas : a) 
estabilidad en sus puestos. Solo pueden ser destituidos por causa justa previo fallo 
expedido en juicio sumario administrativo, particular que no se ha justificado haberse 
cumplido, porque como queda dicho, no ha existido este juicio Sumario Administrativo y 
la resolución de suspensión o suspensión no sufre efecto, sino a partir de la fecha del fallo 
confirmatorio de la Junta de reclamaciones debidamente notificado, ADMINISTRANDO 
JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LALEY, se 
confirma el fallo del cual se ha recurrido.  








3. LA CONTRATACIÓN DE SERVIDORES PÚBLICOS EN LA LEGISLACIÓN 
ECUATORIANA CON RELACIÓN AL NEPOTISMO  
 
Siendo los procedimientos administrativos, o los procesos administrativos, parte del 
derecho administrativo, es necesario establecer cuáles son los derechos vulnerados que 
vendrían a ser atendidos por medio de estos trámites, y para ello, es necesario recurrir a las 
Leyes Administrativas 
 
Especiales que hacen el marco de la legislación que es materia de nuestra 
expectativa, de entre ellas la Ley  Orgánica de Servicio Público, esta Ley en esencia trata 
lo relacionado al servicio público ecuatoriano, entendiendo como la presencia en el 
servicio a la colectividad, y la eficiencia en el interés público, en esta ley se establece la 
relación entre el Estado y los entes públicos con los funcionarios y empleados 
seleccionados bajo requisitos legales para su ingreso al servicio civil, el régimen 
disciplinario forma parte especial de esta ley, porque constituye el parámetro de 
organización administrativa, ante las posibles violaciones de los servidores públicos o 
administradores en la gestión diaria que realizan en favor de la administración en esta ley 
se detallan, las prohibiciones, las obligaciones, los deberes y derechos, el ascenso, la 
carrera administrativa, la forma de adquirir estabilidad en el puesto, así como el 
procedimiento a seguirse cuando han existido irregularidades en el ejercicio de la gestión 
administrativa. 
 
Es necesario puntualizar en este aspecto que las leyes administrativas sobre control 
de bienes y recursos públicos, no ofertan el mayor margo jurídico para lograr garantizar al 
Estado en este aspecto, prueba de ello, son los constantes escándalos que ha sufrido el país 
por la fuga de grandes capitales en manos de funcionarios públicos. 
 
Por otro lado la Ley de Modernización del Estado, viene a integrarse al área del 
Derecho Administrativo cuando como una nueva política estatal comprende la nueva 
corriente de modernización para que se aplique a las entidades y organismos del Estado.  
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Su orientación legal tiende a la eficacia y eficiencia administrativa, a la agilidad y 
transparencia en la gestión pública, contempla una estructura administrativa a través del 
consejo nacional de modernización CONAM) que se propone la racionalización 
administrativa, la descentralización y la desconcentración administrativa que predetermine 
un interés particular sobre lo público, sino que debería más bien reestructurar el Estado, 
optimizando la gestión pública para que se proyecte hacia el servicio social, fortaleciendo 
al mismo tiempo el control gubernamental, pues así como existen aspectos importantes en 
esta ley que ameritan forman parte de la modernas estructuras que deseamos para el 
cambio estatal, igualmente existen disposiciones que intentan realizar una reducción del 
Estado cuyo resultado no cumpliría con el objetivo democrático y soberano de atender el 
servicio público. 
 
En lo que respecta a la administración seccional, esta forma se encuentra respaldada 
en leyes seccionales como la Ley de Régimen Municipal y la Ley de Régimen Provincial, 
en donde se explica la forma de entregar servicios a la colectividad como parte del objetivo 
fundamental de ese régimen administrativo, la autonomía que se concede a este tipo de 
administración, también viene a ser motivo de preocupación, porque a pesar de ser una 
autonomía relativa, por la indiscutible injerencia del Estado sobre los municipios y 
consejos provinciales, estos están en la capacidad de proveer leyes especiales que le 
pueden ejercitar un campo de acción más discrecional que normativo, de tal manera que 
amerita adentrarse en el estudio de las autonomías ya que en nombre de esta representación 
jurídica, se pueden atentar contra los derechos constitucionales de los administrados y 
particulares, ya que la interpretación discrecional está sujeta a múltiples fenómenos 
psíquicos políticos y sociales que bien podrían permitir el abuso de autoridad en este 
sentido. 
 
La Ley de Contratación Pública, es otra de las leyes que necesitamos conocer como 
parte del Derecho Administrativo, ya que la contratación pública forma parte de la 
actividad administrativa, y en torno a las disposiciones legales de esta ley también surgen 
interrogantes que estas provocadas por las serias irregularidades en la gestión sobre 
contratación pública, al respecto hay que anotar que el ámbito de acción de esta ley es 
elsector público en relación a la ejecución de obras, la adquisición de bienes y la 
presentación de servicios específicos, por medio de uno de los procedimientos técnico-
jurídicos de los que se vale la administración como es el contrato administrativo, al 
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respecto Wilches Martínez Solón dice:Entendemos como es el contrato administrativo el 
que celebra la administración con un particular para la ejecución de un convenio, 
Jezesostiene que los contratos administrativos son los celebrados por la administración con 
el fin de asegurar el funcionamiento de un servicio público, el contrato administrativo nace 
del vínculo jurídico que coloca a una persona determinada en la necesidad de dar, hacer, o 
no hacer alguna cosa, con respecto a otra persona también determinada, una de esas 
personas está regida por el derecho público, y la otra por el derecho privado. 
 
El objeto de la contratación pública es la ejecución de obras, la adquisición de bienes 
y la prestación de servicios físicamente posibles, lícitos y morales, la causa del contrato, es 
que induce a la administración a contratar, el fin es el bienestar público, de acuerdo a lo 
indicado a breves rasgos diríamos que el contrato administrativo es un eficaz instrumento 
jurídico que guía el desenvolvimiento de la acción estatal, institucional y seccional, con la 
característica especial de vinculación con el interés general y el sometimiento a un régimen 
jurídico especial de derecho público, y en menor grado de derecho privado. 
 
Enfocado así el ámbito administrativo de nuestras leyes, es necesario profundizar un 
poco en aspectos importantes ya singularizados como por ejemplo el control jurídico y 
administrativo del Estado, por ser una parte importantísima dentro de la administración, es 
el que permite evaluar la gestión administrativa y predeterminar el campo problemático de 
la aplicación de las leyes, puesto que la norma debe ser aplicada y controlada para poder 
compulsarla con la verdadera necesidad social. 
 
Toda norma jurídica se encuentra establecida con el fin de frenar las arbitrariedades, 
con la singular circunstancia, de que en la administración tiende a acentuarse la 
arbitrariedad por los principios de jerarquización y subordinación administrativa, de tal 
manera que en la práctica, la ley muchas veces queda en la impunidad, por la necesidad 
común de mantener un cargo público como medio de sustento, en contraposición con la 
facultad que tenemos para ejercitar nuestros derechos, que deben ser fortalecidos con serias 
reformas a las leyes enunciadas, y lo que es más importante deben existir garantías también 
sobre el control de los bienes públicos, para igualmente sancionar al mal servidor que es 
principio y fin de la destrucción administrativa, porque la honestidad y la responsabilidad 
forman parte no solo de la estructura administrativa, sino de la propia conducta del 
individuo, y debe hacerse un cambio radical en la administración, que una verdadera 
92 
 
selección de personal que tienda a garantizar mediante su esfuerzo el bienestar colectivo, 
para poder erradicar la generalizada corrupción en todos los estamentos público 
ecuatorianos, especialmente la irresponsabilidad en la prestancia del servicio, aunando los 
mejores esfuerzos con los estamentos de control administrativo, solo de esa forma presume 
poder rendir homenaje al servidor público decente, a aquel que muchas veces tomara como 
derrota su actitud honesta, ante la abrupta realidad de lacorrupción que impera, pudiendo 
manifestarle que si bien es cierto que los bienes materiales pueden ocasionar comodidad y 
sustento, y en ciertos casos la actitud honrada tiende a declinar, que recuerde que la misión 
cumplida con rectitud, brindara a sus hijos la mejor de las guirnaldas, aquella que honrará 
su casa, y que prodigará a sus descendientes, la más grande de las herencias, el honor de la 
dignidad, que ni se compra ni se vende, y que lo acompañará, incluso después de su 
muerte. 
 
En cuanto a los funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores en la Ley 
Orgánica de Servicio Exterior en el capítulo VIII  DE la Exclusión de Carrera  en el art. 
127 a señalar que dejarán de pertenecer a la carrera de servicio exterior  en el numeral 1) 
Por destitución.  En el Capítulo IX, De Los Deberos, Derechos y Prohibiciones se señalan 
que se considerarán todos los deberes derecho y prohibiciones determinadas en la LOSEP. 
En su Art. 128. 
 
3.1.    DERECHOS CONSAGRADOS EN LA CONSTITUCIÓN 
 
La Constitución Política es la Ley Suprema que regula en el orden jurídico la 
composición estructural del Estado y sus funciones, el ejercicio del poder y la competencia 
de las instituciones del sector público, central, dependiente y descentralizado. Es la 
generadora de los derechos y garantías fundamentales de los gobernados y del derecho 
público en todas sus ramas, en las que ocupa lugar preferente el Derecho Administrativo. 
 
Según el Art. 227 de la Constitución de la República del Ecuador, manifiesta que la 
Administración Pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los 
principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, 




  Este artículo señala cuales son los parámetros a través de los que una persona debe 
cumplir así como la institución pública  para que la persona que aplica a un cargo público 
sea eficiente y demuestre capacidad para desempeñar el cargo que se encuentra vacante y 
por los cuales se debe llevar a cabo un selección justa apegándose a las normas 
establecidas a través de las cuales se debe garantizar una participación justa y equilibrada 
sin prestar favoritismos a ninguna persona ni hacer uso de su cargo para introducir a un 
pariente violando toda disposición ni aún así respetando los campos para selección a través 
de la meritocracia.   
 
En tanto que en el Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
 
17. El derecho a la libertad de trabajo. Nadie será obligado a realizar un trabajo 
gratuito o forzoso, salvo los casos que determine la ley. 
 
Es decir que nadie está obligado a prestar sus servicios profesionales o laborales de 
modo gratuito que es lo que se pretende en la LOSEP en su Art. 6 inciso octavo al querer 
recuperar lo indebidamente pagado, o a no ser forzado a no recibir haberes por labores 
realizadas, es poro ello que entramos en esta disyuntiva ya que se fuerza al empleado a 
trabajar sin remuneración que resultaría al devolver sus haberes recibidos en el tiempo de 
trabajo realizado pero si sería loable el hecho de que este sí debería ser separado de sus 
funciones y de  la Institución que labora,  como sanción a la inobservancia de  la incursión 
al servicio público dejando de lado las inhabilidades una de las cuales es el nepotismo.    
 
Conforme lo señala el art. 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un 
derecho económico, fuente de realización personal y base de la economía.  
 
El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una 
vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo 
saludable y libremente escogido o aceptado. 
 
Esta es la demostración que todos tenemos derecho a un trabajo en el cual nos 
sintamos realizados y nos podamos desenvolver a través de nuestro conocimiento y de este 
modo y por la labor realizada una remuneración acorde para realizarnos profesionalmente  
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y como personas  por lo que sería inconstitucional llevar a cabo una labor no remunerada y 
que afecte el profesionalismo. 
 
En el Capítulo séptimo de la Constitución de la República que habla sobre la  
Administración Pública en la Sección tercera  señala que las y los Servidoras y servidores 
públicos son aquellas personas que presten servicio en la función pública y de que sus 
derechos son irrenunciables tal como lo señala el artículo  229.- Serán servidoras o 
servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 
presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público. 
 
Los derechos de las servidoras y servidores públicos son irrenunciables. La ley 
definirá el organismo rector en materia de recursos humanos y remuneraciones para todo el 
sector público y regulará el ingreso, ascenso, promoción, incentivos, régimen disciplinario, 
estabilidad, sistema de remuneración y cesación de funciones de sus servidores. 
 
Las obreras y obreros del sector público estarán sujetos al Código de Trabajo. 
 
La remuneración de las servidoras y servidores públicos será justa y equitativa, con 
relación a sus funciones, y valorará la profesionalización, capacitación, responsabilidad y 
experiencia. 
 
Es decir que todos los servidores públicos sin importar la  condición de trabajo 
tienen derechos  irrenunciables, estabilidad así como los beneficios a los cuales se debe 
tener en cuenta en especial a esta ley que determina principalmente por sobre las demás 
leyes o códigos el derecho de los funcionario, trabajadores, empleados  públicos u obreros 
que prestan servicio a al sector público.  
 
Sobre el  reconocimiento de los derechos de las y los trabajadores en su  Artículo. 325 
que señala “El Estado garantizará el derecho al trabajo. Se reconocen todas las 
modalidades de trabajo, en relación de dependencia o autónomas, con inclusión de labores 
de auto sustento y cuidado humano; y como actores sociales productivos, a todas las 
trabajadoras y trabajadores” 
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Como en los demás artículo nombrados en este punto vemos que la constitución 
nos garantiza un  trabajo digno, estable y remunerado en pro de los derechos de los 
trabajadores.  
 
Los principios en los cuales se rige el estado para demandar un justo trato a las y los 
trabajadores lo encontramos en el Artículo  326 que señala “El derecho al trabajo se 
sustenta  en los siguientes principios: 
 
1. El Estado impulsará el pleno empleo y la eliminación del subempleo y del desempleo. 
2. Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. Será nula toda estipulación en 
contrario. 
3. En caso de duda sobre el alcance de las disposiciones legales, reglamentarias o 
contractuales en materia laboral, estas se aplicarán en el sentido más favorable a las 
personas trabajadoras. 
4. A trabajo de igual valor corresponderá igual remuneración… 
11. Será válida la transacción en materia laboral siempre que no implique renuncia de 
derechos y se celebre ante autoridad administrativa o juez competente. 
 
El este artículo al igual que el 229 de la Carta Magna señala en sentido más amplio el 
derecho de las y los servidores públicos al señalar que sus derechos son irrenunciables e 
intangibles siendo válidos todo acto o transacción administrativa siempre y cuando no 
implique la renuncia derecho. 
 
Además que señala que  todo lo que respecta a las leyes relativas  a los derechos de 
los trabajadores en especial al servidor público se aplicará las más favorable, entonces mal 
se puede hablar de la recuperación de lo injustamente pagado  en los casos reconocidos de 
nepotismo porque si bien es cierto incurren en esta incompatibilidad para ejercer una 
función pública ya se viene laborando para la misma y por ende acreedor a una 
remuneración justa,  dejando salvo el hecho de que por estos actos este funcionario tanto 
como la autoridad nominadora deben dejar de laborar en el Servicio Público y   no 
considerar el reingreso puesto que esto ya crea antecedente. 
 
Acotando también con la norma establecida en el Código de Trabajo que señala Art. 3, 
4, 5 y 7 .- el trabajador tiene la libertad de trabajo y contratación  es  decir que es libre para 
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dedicar su esfuerzo a la labor lícita que a bien tenga. Señalando de forma explícita que 
ninguna persona podrá ser obligada a realizar trabajos gratuitos, ni remunerados que no 
sean impuestos por la ley, salvo los casos de  urgencia extraordinaria o de necesidad de 
inmediato auxilio. Fuera de esos casos, nadie estará obligado a trabajar sino mediante un 
contrato y la remuneración correspondiente. 
 
En general, todo trabajo debe ser remunerado. 
 
Así como lo señala nuestra Carta Magna en el ya mencionado Art. 326 sobre los 
principios en los que el derecho del trabajador se sustenta es la irrenunciabilidad de 
derechos  del trabajador. 
 
Señalando a mi juicio de manera objetiva y enfática que  Será nula toda 
estipulación en contrario.    
 
Presente también  en la normativa de Código de Trabajo Ecuatoriano la protección 
judicial y administrativa como también lo mencionamos anteriormente 229 en l 
Constitución cuando hace referencia de que los funcionarios judiciales y administrativos 
están obligados a prestar a los trabajadores oportuna y debida protección para la garantía y 
eficacia de sus derechos. 
 
Y considerando la norma una regla favorable al trabajador en su art. 7 señala que  
Aplicación  de la ley debe ser la favorable al trabajador de darse el caso que se encontrara 
en  duda  el alcance de las disposiciones legales del mismo modo como señala el artículo 
de la constitución citado en cuanto a los principios laborales, reglamentarias o 
contractuales en materia laboral, los funcionarios judiciales y administrativos las aplicarán 
en el sentido más favorable a los trabajadores. 
 
En la normativa vigente que regla las actividades  laborales, vislumbramos la 
capacidad que tiene la ley en cuanto a la defensa de los derechos que tienen los 
trabajadores al percibir su remuneración acorde a su trabajo  y la obligación de la entidad 
contratante en respetar sus beneficios y la obligatoriedad de todos respetar la 
irrenunciabilidad e intangibilidad de los derechos laborales, no solo en las norma 
suplementarias sino obviamente y por su jerarquía  la Constitución de la República ley que 
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se encuentra por sobre las demás normativa legal vigente que regla toda actividad laboral 
en el ámbito público  que es el que nos compete y  el privado, sin embargo hay leyes como 
la LOSEP que lo que busaca es recuperar lo indebidamente pagado sin importar la labor 
que el trabajador público realiza, No con ello quiero decir que no haya culpa en la  
incursión en el ámbito público de modo ilegítimo de un funcionario y de autoridad 
nominadora quienes si deben tener sanción pero administrativa y reembolso de lo pagado 
en exceso si hay sobrevaloración del trabajo realizado fuera de lo estatuido para tal o cual 
cargo, puesto o actividad que ejecute. 
 
3.2. LA CONTRATACIÓN DE SERVIDORES EN LA LEY ORGÁNICA DE 
SERVICIO PÚBLICO 
 
La contratación de los servidores públicos en el Ecuador se encuentra regulada por  
La ley Orgánica de Servicio público LOSEP e en la norma establecida en la  Norma 
Sustitutiva de la Norma del Subsistema de Reclutamiento y Selección de Personal del 
Acuerdo Ministerial 0056 de 20 de abril de 2012  y publicada en el Segundo Suplemento 
del Registro Oficial   N° 702 de 14 de mayo de 2012  misma que deroga a la norma 
Subsistema de Selección de Personal en el Sector Publico, Acuerdo Ministerial 142  
publicado en el Registro Oficial Suplemento 155 De 15-Jun-2011. 
 
  En esta podemos encontrar la normativa aplicable para el buen manejo en la 
contratación de funcionarios públicos en todas sus etapas desde  la denominación que  se 
da a la o el servidor público se encuentra estatuido en el artículo  4. De la LOSEP. 
 
Es decir que  Serán servidoras o servidores públicos todas las personas que en 
cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo, función 
o dignidad dentro del sector público. 
 
Las trabajadoras y trabajadores del sector público estarán sujetos al Código del Trabajo. 
 
Los funcionarios o empleados públicos están obligados a regirse a lo establecido en 
estas normas para un mejor control de sus funciones y obviamente para el mejor 
desempeño no solo de ellos como empleados del estado sino  de las instituciones en las 
98 
 
cuales ellos laboran, y por ende mejorando el desempeño de las  instituciones y mejorando 
el servicio para los demás usuarios de estos servicios.   
 
Por lo que es indispensable ubicar en los puestos de la función pública, personal 
calificado, tanto en su preparación profesional de ser el caso, como en sus valores  éticos, 
es decir Talento  Humano de calidad y calidez.  
 
Estos servidores deben cumplir con una misión al prestar su servicio en cualquier 
órgano del estado basándose en los principios fundamentales establecidos en el Art. 1 de  
la LOSEP, por cuanto las personas que pasen a ser parte de la función pública debe 
cumplir a cabalidad con los principios determinados en esta normativa que rige al servicio 
público, es por este motivo que La presente Ley se sustenta en los principios de: calidad, 
calidez, competitividad, continuidad, descentralización, desconcentración, eficacia, 
eficiencia, equidad, igualdad, jerarquía, lealtad, oportunidad, participación, racionalidad, 
responsabilidad, solidaridad, transparencia, unicidad y universalidad que promuevan la 
interculturalidad, igualdad y la no discriminación. 
 
La  LOSEP  en su Art. 2 señala que el servidor público y la carrera administrativa 
tienen por objetivo propender al desarrollo profesional, técnico y personal de las y los 
servidores públicos, para lograr el permanente mejoramiento, eficiencia, eficacia, calidad, 
productividad del  Estado y de sus instituciones, mediante la conformación, el 
funcionamiento y desarrollo de un sistema de gestión del talento humano sustentado en la 
igualdad de derechos, oportunidades y   la no discriminación. 
 
Para proceder a la contratación  de Servidores Públicos  se debe tener en cuenta las 
premisas y requerimientos  establecidas en la en la  Norma Sustitutiva de la Norma del 
Subsistema de Reclutamiento y Selección de Personal del Acuerdo Ministerial 0056 de 20 
de abril de 2012  y publicada en el Segundo Suplemento del Registro Oficial   N° 702 de 
14 de mayo de 2012  misma que deroga a la norma Subsistema de Selección de Personal 
en el Sector Publico, Acuerdo Ministerial  N°  MLR-2012-142 publicado en el Registro 
Oficial Suplemento 155 de fecha  15-Jun-2011.Siendo  de la Unidad de Administración de  




La LOSEP norma el ingreso de personal a través de su CAPITULO IV, En  el 
Reglamento de la LOSEP a partir del Capítulo V desde el art. 176 al 186 y en la Norma 
Sustitutiva de la Norma del  Subsistema de Reclutamiento y Selección de personal esta 
norma en su capítulo II señala los parámetros por los cuales se debe llevar a cabo la 
selección de personal. 
 
El ingreso a un puesto público será efectuado mediante concurso de merecimientos y 
oposición, que evalúe la idoneidad de los interesados y se garantice el libre acceso a los 
mismos. 
 
Es también rescatable de la norma los principios que debe cumplir el subsistema de 
reclutamiento estos deben ser: 
 
a) Legalidad.- De acuerdo con lo que dispone la Constitución de la República, en su 
artículo 228, y la LOSEP en sus artículos 65, 66 y 68, el ingreso al sector público, el 
ascenso y la promoción en la carrera se realizarán mediante concurso de méritos y 
oposición; 
 
b) Transparencia.- La aplicación de métodos y procedimientos para seleccionar el talento 
humano competente, responderá a un tratamiento técnico, transparente, objetivo e 
imparcial para todos los aspirantes a desempeñar un puesto público; 
 
c) Credibilidad.- El proceso selectivo se ajustará a la observancia de políticas, normas, 
procedimientos, métodos y técnicas preestablecidas que den confianza y seguridad en su 
aplicación, obtención y verificación de resultados; 
 
d) Igualdad.- La aplicación del proceso selectivo en condiciones de igualdad para las y los 
aspirantes y en función de los requisitos de los puestos; 
 
e) Inserción y equidad.- Contempla acciones afirmativas para precautelar la equidad de 
género, la inserción y el acceso de las personas con discapacidad, con enfermedades 
catastróficas, de las comunidades, pueblos y nacionalidades y de migrantes ecuatorianos en 




f) Difusión.- La difusión en la convocatoria y conocimiento, en las normas del concurso de 
méritos y oposición y su respectivo procedimiento y resultados. 
 
El ingreso a un puesto público se realizará bajo los preceptos de justicia, 
transparencia y sin discriminación alguna. Respecto de la inserción y accesibilidad en 
igualdad de condiciones al trabajo remunerado de las personas con discapacidad y de las 
comunidades, pueblos y nacionalidades, se aplicarán acciones afirmativas. El Ministerio de 
Relaciones Laborales implementará normas para facilitar su actividad laboral. 
 
La calificación en los concursos de méritos y oposición debe hacerse con parámetros 
objetivos, y en ningún caso, las autoridades nominadoras podrán intervenir de manera 
directa, subjetiva o hacer uso de mecanismos discrecionales. Este tipo de irregularidades 
invalidarán los procesos de selección de personal. 
 
 Es que de este modo se señala los parámetros por los cuales se van a llevar a cabo la 
designación de los puestos vacantes posterior a un proceso de selección que se llevará con 
la práctica de  varios preceptos  para que  todo éste  proceso se lleve bajo la norma legal sin 
contravenirlas y sin perjudicar tanto a la función pública como al postulante teniendo en 
cuenta que además de contravenir disposiciones estaría también perjudicándose a sí 
mismos por la negligente actuación de ser el caso e incurriendo en las inhabilidades y por 
ende las sanciones previstas para  estos casos. 
 
Así  es como también en el art. 3 de la  Norma Sustitutiva de la Norma del 
Subsistema de Reclutamiento y Selección de Personal vigente desde mayo de 2012,  
encontramos también estos preceptos en el Capítulo II de la  de Selección de personal 
donde se fijan varios parámetros en relación a la LOSEP y a su reglamento. 
 
 La selección de personal deberá cumplir con los siguientes parámetros: 
 
a) Todos los puestos de las instituciones del Estado sujetas al ámbito de la LOSEP deben 
contar con la descripción y perfiles de los puestos institucionales, los cuales deben ser 
producto de los estudios realizados de conformidad con el procedimiento establecido en la 
Norma del Subsistema de Clasificación de Puestos del Servicio Público, considerándose 
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que, para la elaboración de los perfiles indicados, no se requerirá experiencia en el sector 
público; 
 
b) Las convocatorias a los procesos de concursos de méritos y oposición, tendrán carácter 
público, procurarán la participación de la mayor cantidad de personas mediante acciones 
de difusión que faciliten la información y mejoren las oportunidades de acceso laboral; 
 
c) Los procesos de selección para el ingreso, así como el ascenso y la carrera del servicio 
público, constituyen instrumentos de gestión destinados a lograr que el personal 
seleccionado para el puesto, cumpla con las características y requisitos determinados en el 
manual de puestos institucional y el manual de puestos genéricos. Además, miden las 
características más relevantes de las y los aspirantes al puesto como son: destrezas, 
capacidades y preparación, así como su actitud y motivación hacia el trabajo; 
 
d) Los concursos de méritos y oposición permiten a las y los postulantes acceder a un 
puesto en el servicio público sin discriminación alguna, en igualdad de oportunidades, en 
función de sus méritos y competencias personales, aplicando además acciones afirmativas 
que permitan que esta igualdad de oportunidades se materialice para todas y todos los 
participantes, con independencia de su etnia, nacionalidad, edad, condición socio-
económica, orientación sexual, género, religión, estado de salud, discapacidad, si fuere del 
caso; o, cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente; 
 
e) Las personas extranjeras residentes legalmente en el Ecuador, por al menos cinco años, 
podrán ocupar puestos de carrera dentro del servicio público, siempre y cuando hayan sido 
declarados ganadoras o ganadores de los concursos de méritos y oposición establecidos 
conforme lo determina la Ley Orgánica del Servicio Público, su Reglamento General y esta 
norma; y, 
 
f) Los procesos de reclutamiento y selección del personal que vaya a ingresar o ascender 
en el servicio público serán imparciales y objetivos, conforme lo establece la ley. Los 
responsables de estos procesos velarán por la transparencia, el cumplimiento y aplicación 
de estos parámetros; y en ningún caso, las autoridades nominadoras, sus delegados, 
dignidades institucionales o los miembros de los tribunales de méritos y oposición y del 
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tribunal de apelaciones podrán interferir en los mismos, hacer uso de mecanismos 
discrecionales o ceder a presiones internas y/o externas de cualquier tipo 
O de grupos de interés. 
 
Es cuanto señala esta norma,  ya que tiene por objeto  la selección del personal 
idóneo que prestará sus servicios en la Función Pública, por tanto se debe tener en cuenta 
cuales son los requisitos para que esta persona pueda acceder  o postularse para el concurso 
de meritos y lograr un puesto en el servicio público en tanto de no tener en cuenta estos 
requisitos  no se  debe  considerar al postulante evitando el perjuicio a los demás que se 
postularen para determinado cargo. 
 
Esto es de conformidad a lo que reza la LOSEP  en el  Título II   De las Servidoras o 
Servidoras Públicos, en el  Capítulo I  del Ingreso al Servicio Público,  en el Artículo 5  en 
concordancia con el art 3. Del Reglamento de la LOSEP, sin las cuales no podrían acceder 
a participar en un concurso de méritos y oposición estos son: 
 
Los Requisitos para el ingreso al servicio público por lo que para ingresar al servicio 
público se requiere: 
 
a) Ser mayor de 18 años y estar en el pleno ejercicio de los derechos previstos por la 
Constitución de la República y la Ley para el desempeño de una función pública; 
 
b) No encontrarse en interdicción civil, no ser el deudor al que se siga proceso de concurso 
de acreedores y no hallarse en de estado insolvencia fraudulenta declarada judicialmente; 
 
c) No estar comprendido en alguna de las causales de prohibición para ejercer cargos 
públicos; 
 
d) Cumplir con los requerimientos de preparación académica y demás competencias 
exigibles previstas en esta Ley y su Reglamento; 
 
e) Haber sufragado, cuando se tiene obligación de hacerlo, salvo las causas de excusa 




f) No encontrarse en mora del pago de créditos establecidos a favor de entidades u 
organismos del sector público, a excepción de lo establecido en el Artículo 9 de la presente 
Ley; 
 
g) Presentar la declaración patrimonial juramentada en la que se incluirá lo siguiente: 
 
g.1.- Autorización para levantar el sigilo de sus cuentas bancarias; 
g.2.- Declaración de no adeudar más de dos pensiones alimenticias; y, 
g.3.- Declaración de no encontrarse incurso en nepotismo, inhabilidades o prohibiciones 
prevista en la Constitución de la República y el ordenamiento jurídico vigente. 
 
h) Haber sido declarado triunfador en el concurso de méritos y oposición, salvo en los 
casos de las servidoras y servidores públicos de elección popular o de libre nombramiento 
y remoción; e, 
i) Los demás requisitos señalados en la Constitución de la República y la Ley. 
Exceptúense los casos específicos y particulares que determina la Ley. 
 
Las instituciones públicas sujetas a esta Ley, garantizarán que los procesos de selección e 
incorporación al servicio público, promuevan políticas afirmativas de inclusión a grupos de 
atención prioritaria, la interculturalidad y, la presencia paritaria de hombres y mujeres en 
los cargos de nominación y designación. 
 
Las personas extranjeras residentes en el Ecuador podrán prestar sus servicios en 
calidad de servidoras o servidores públicos en asuntos en los cuales por su naturaleza se 
requiera contar con los mismos, sin perjuicio de la aplicación de los convenios bilaterales 
de reciprocidad que rijan esta materia, previo informe y de ser el caso el permiso de trabajo 
otorgado por el Ministerio de Relaciones Laborales. Para ocupar puestos de carrera, 
deberán tener una residencia en el país de al menos 5 años y haber cumplido el respectivo 
concurso de méritos y oposición. 
 
En caso de requerirse la contratación de personas extranjeras, la autoridad 
nominadora, previo informe motivado de la unidad de administración del talento humano 




Una vez revisados  los requisitos necesarios para el ingreso de un individuo al 
Servicio Público  debemos establecer cuál es el mecanismo por el cual se lleva a cabo la 
selección de personal para el servicio público  mismo que se ha visto llevar a cabo desde la 
promulgación de estas normas ya que antes era poco usual seleccionar al personal a través 
de estos concursos de merecimiento es por eso que se veía con mayor frecuencia parientes 
laborando en la misma institución.  
 
PROCESO DE SELECCIÓN DE PERSONAL  
 
Se inicia el proceso a través de la convocatoria que hace una entidad estatal a través 
de los medios de comunicación  ya sea  a través de los espacios públicos en la televisión o 
a través de la prensa escrita. Esto se hace a través de la norma establecida en el Art. 66 de 
la LOSEP que  señala que para llenar los puestos vacantes se efectuará un concurso 
público de merecimientos y oposición, garantizando a las y los aspirantes su participación 
sin discriminación alguna conforme a lo dispuesto en la Constitución de la República, esta 
Ley y su Reglamento. Estos concursos deberán ser ejecutados por las respectivas Unidades 
de Administración del Talento Humano, en concordancia se encuentra el Art. 7 de 
la Norma Sustitutiva de la Norma del Subsistema de Reclutamiento y Selección de 
Personal. 
 
 Conforme establece el Art. 4 del  Norma Sustitutiva de la Norma del Subsistema de 
Reclutamiento y Selección de Personal señala que  en su inciso primero y segundo  “Todo 
proceso de reclutamiento y selección de personal para un puesto protegido por la carrera 
del servicio público, deberá realizarse obligatoriamente a través de concursos de méritos y 
oposición. 
 
A decisión de la autoridad nominadora, para escoger los ocupantes de los puestos de 
libre nombramiento y remoción, podrán realizarse procesos de reclutamiento y selección 
aplicando la presente norma. 
 
Este mismo artículo señala cuales son las etapas a seguir dentro del proceso de 





ETAPAS DE SELECCION 
 
Este proceso está conformado por las siguientes etapas: 
 
a) Preparación del proceso de reclutamiento; 
b) Convocatoria; 
c) Evaluación y selección, etapa en la que se desarrolla el concurso de méritos y oposición, 
y se compone de: 
c.1) Mérito, integrado por: 
c.1.1) Verificación de Postulaciones; 
c.1.2) Evaluación; 
c.2) Oposición; 
d) Expedición del nombramiento provisional de prueba; y, 
e) Inducción. 
 
La convocatoria esta designada a difundir la llamada el concurso de méritos u 
oposición con la finalidad de reunir a la mayor cantidad de aspirantes que cumplan los 
requisitos establecidos. 
 
Misma que dará inicio con la invitación que hiciese la entidad de manera oficial en la 
página web de la institución y/o en un periódico de amplia circulación a nivel local o 
nacional en la cual constaran los cargos a convocarse. 
 
 Es la Unidad Administrativa de Talento Humano está en la obligación de  elaborar 
las Bases del Concurso misma que debe cumplir con la información necesaria para cubrir 
el puesto vacante en la institución.  
 
a) “Detalles Generales del Concurso”: Descripción de los elementos informativos 
generales de la institución y del puesto institucional materia del concurso: 
 
a.1)       “Nombre de la institución” que realiza el concurso; 
a.2)         “Denominación del Puesto” que corresponde al nombre del puesto sujeto a 
concurso, definido de conformidad con su descripción y perfil; 
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a.3)         “Grado y Grupo Ocupacional” definidos de conformidad con la correspondiente 
Escala de Remuneraciones vigente; 
a.4)         “Remuneración Mensual Unificada (R.M.U)” definida de acuerdo al grado y 
grupo ocupacional correspondiente en la Escala de Remuneraciones vigente; 
a.5)         “Unidad Administrativa” que define la unidad donde se ubica el puesto sujeto a 
concurso; y, 
a.6)         “Lugar de Trabajo” que corresponde al sitio o ubicación del puesto de trabajo 
derivado del distributivo de remuneraciones; 
 
b)        “Requerimientos” requisitos básicos definidos para el puesto de trabajo: 
 
b.1) Instrucción formal; 
b.2) Experiencia; 
b.3) Capacitación; 
b.4) Competencias técnicas del puesto; y, 
b.5) Competencias conductuales. 
 
Esta convocatoria se lo realizará a través de los medios  de difusión señalados en el 
Art. 14 del Subsistema de Selección de Personal  del Servicio Público 
 
 Luego de preparada la convocatoria, la UATH será responsable de su difusión 
obligatoria, fijando la fecha máxima para la postulación. Para ello, utilizará los siguientes 
medios: 
 
a) La página web www.socioempleo.gob.ec 
b) La página web institucional, misma que deberá tener un link que dirija a las y los 
aspirantes a la página www.socioempleo.gob.ec; 
c) En las carteleras institucionales; 
d) Las universidades e institutos de educación superior públicos y privados locales, para 
que sea puesta en conocimiento de las y los estudiantes y graduados; 
e) Publicaciones en el periódico de mayor circulación local o nacional,Formulario de 
anuncio de prensa de convocatoria" que contendrá: 
e. 1) Nombre de la institución que realiza el concurso; 
e.2) Denominación del puesto; 
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e.3) Unidad administrativa; 
e.4) Lugar de trabajo; y, 
e.5) Remuneración Mensual Unificada (R.M.U.). 
 
Además,  en esta publicación se señalará, de manera obligatoria, que las y los 
interesados podrán consultar mayor información respecto del concurso, en el portal 
www.socioempleo.gob.ec. 
 
Una vez cumplidos con esto requisitos se da inicio al concurso de méritos y 
oposición misma que se encuentra establecida  En la N.S.N.S.R. y Selección del Personal 
esto es en su Art. 16 señalando que una vez recibidas las hojas de vida se da inicio al 
concurso propiamente dicho con sus componentes de mérito y oposición. 
 
La UATH antes de dar inicio al concurso convocará a los miembros del Tribunal de 
Méritos y Oposición, este quedará conformado con la firma del acta correspondiente.   
 
CONCURSO DE MERITO Y OPOCISIÓN 
 
Siendo que el mérito radica  como lo señala el  Art. 18 de la misma ley , en el análisis 
Del mérito.- Consiste en el análisis, verificación y medición de las competencias que 
ostentan las y los aspirantes, respecto a aquellas previstas en la respectiva convocatoria. Se 
efectúa a través de los siguientes procedimientos: 
 
a) Verificación de postulaciones; y, 
b) Evaluación. 
 
Esta verificación consiste en Constituye el procedimiento mediante el cual, una vez 
cumplida la fecha máxima de entrega de postulaciones, la UATH analiza y revisa las hojas 
de vida enviadas electrónicamente por las y los aspirantes y las convalida con los requisitos 
de la convocatoria, determinando su cumplimiento o no. 
 
La convalidación se registrará electrónicamente en el Formulario "Verificación de 
Postulaciones"  que, para conocimiento de las y los aspirantes, será  publicado 
automáticamente a través la página web www.socioempleo.gob.ec, indicando la fecha, 
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hora y lugar en la que las y los aspirantes aprobados deberán presentarse para rendir las  
pruebas de conocimientos y competencias técnicas. 
 
Al finalizar este procedimiento, la UATH elaborará el acta de verificación de  
postulaciones inicialmente se realiza a través del sistema informático y posteriormente de 
forma manual, que será puesta en conocimiento del Tribunal de Méritos y Oposición. 
 
Las y los aspirantes que, luego del análisis y verificación, cumplan los  requisitos 
indicados, participarán en el procedimiento de evaluación. En el caso de no haber superado 
la verificación de postulaciones, podrán apelar electrónicamente, directamente a través de 
la página web www.socioempleo.gob.ec, en el término de dos días contados a partir de la 
publicación del formulario SEL-05, en la indicada página; para este efecto, la UATH al 
realizar esta publicación, hará constar obligatoriamente, la fecha y hora en la cual vencerá 




El Tribunal de Apelaciones se pronunciará en el término de dos días, contados a 
partir de la fecha de vencimiento del término de apelaciones.  
 
Si es del caso en  que las  apelaciones presentadas para un mismo puesto sean 
superiores a cincuenta, se considerarán días adicionales en los que se pronunciará el 
Tribunal dependiendo de la cantidad de apelaciones presentadas. 
 
Una vez resueltas las apelaciones, el respectivo Tribunal de Apelaciones comunicará 
a la UATH el acta con los resultados, a fin de que esta los dé a conocer a las y los 




Una vez terminada esta fase se da paso al de la evaluación. Artículo 24 misma norma 
legal  Concluida la verificación de postulaciones y resueltas las apelaciones, la UATH 
institucional iniciará el procedimiento de evaluación, mediante el cual se mide, objetiva y 
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técnicamente, los niveles de competencias que ostentan las y los aspirantes a un puesto 
público, a través de: 
 
a) Pruebas de conocimientos técnicos;  




PRUEBAS DE CONOCIMIENTO TECNICO 
 
Pruebas de conocimiento  y competencia técnicas  enmarcadas en el artículo 25 
Ibídem, evalúan el nivel de conocimientos técnicos de desarrollo de las competencias  
inherentes al perfil descrito en el puesto requerido, en las bases del concurso del puesto que 
ostentan las y los aspirantes,  este incluirá aspectos de carácter práctico, para todos los 
aspirantes cuando el puesto lo amerite. 
 
El puntaje requerido es de 100 puntos que equivaldrán al 50 % del puntaje final 
 
Con los bancos de preguntas remitidos por las unidades requirentes, las tomará a las 
y los aspirantes que superaron el procedimiento de verificación de postulaciones y 
apelaciones, estos bancos  elaborados por la Unidad Administrativa de Talento Humano 
serán subidos a través de la plataforma electrónica que administra el Ministerio de 
Relaciones Laborales en el término de 24 horas previas a la aplicación de las mismas. y  se 
las calificará en el término de cinco días a partir de la rendición de los mismos., registrará 
estos resultados  emanados de todas las pruebas y el puntaje final  a través del sistema de 
información electrónicamente. 
 
Posteriormente y Cumpliendo varios requisitos que señala esta norma, de los 
resultados emanados de las pruebas serán comunicados a las y los aspirantes, 
electrónicamente, a través de la publicación en la página web www.socioempleo.gob.ec,  




a) Listado definitivo de los postulantes que deberán presentarse a las pruebas psicométricas 
u otros procedimientos para la evaluación de competencias conductuales y la presentación 
a entrevistas; y, 
b) Fecha, hora y lugar en que se realizarán las pruebas psicométricas u otros 
procedimientos para la evaluación de competencias conductuales y las entrevistas. Entre la 
publicación del reporte "Resultado de las calificaciones de pruebas de conocimientos 
técnicos más apelación " y  toma de las pruebas psicométricas, no podrán pasar más de dos 
días hábiles; y entre la toma de estas pruebas y el inicio de las entrevistas no podrá pasar 
más de un día hábil. 
 
Luego de las pruebas de conocimientos técnicos la UATH o quien hiciere sus veces 
aplicará las pruebas psicosométricas, estas tienen por objeto medir las competencias 
conductuales necesarias que debe cumplir el postulante. Estas serán calificadas sobre el 
número de competencias descritas en las bases del concurso, mismas que serán mínimo 
tres (3) y máximo cinco (5) y se calificarán sobre treinta puntos que equivaldrán al quince 
(15%) del puntaje final. 
 
De las competencias conductuales que posea el postulante y que registre la UATH 
institucional, el sistema automáticamente asignará la calificación en el reporte "Puntaje de 




Las pruebas psicosométricas y deberán ser aplicadas y calificadas por un profesional 
con conocimiento en la materia. Para llevar a cavo estas instituciones capacitarán a las o 
los servidores de la UATH institucional, o de no disponer del personal adecuado, se podrá 
contratar, durante la realización del concurso, los servicios profesionales de expertos, 
exclusivamente, para la aplicación y valoración de las pruebas psicométricas o de los otros 
procedimientos utilizados, de conformidad con la disponibilidad presupuestaria de la 
institución. El contenido de las pruebas psicométricas o de los otros procedimientos se 




Las competencias conductuales al ser medidas con herramientas alternativas de 
evaluación psicométrica, diferentes a las pruebas, deberán ser calificadas conforme lo 




Paso siguiente del concurso es la entrevista que se realizarán conforme al 
cronograma elaborado por la UATH institucional, ésta permitirá el análisis y la valoración 
de los siguientes: instrucción académica, experiencia relevante, capacitación relevante, 
competencias técnicas y competencias conductuales de las o los aspirantes relacionadas 
con el perfil del puesto. Valorados sobre setenta puntos equivalentes al 35 % del porcentaje 
final. 
 
La UATH institucional, o quien hiciere sus veces, convocará al Tribunal de Méritos 
y Oposición y lo entrenará para la aplicación y calificación de las entrevistas. 
 
a) Instrucción Formal Requerida: Constituye el análisis de si la o el postulante excede 
los requisitos establecidos en la convocatoria al puesto vacante en cuanto a la instrucción 
formal y su puntaje será de seis(6) puntos equivalentes al tres (3%) por ciento; 
 
b) Experiencia: Constituye el análisis de si la o el postulante excede los requisitos 
establecidos en la convocatoria al puesto vacante en cuanto a la experiencia relevante y su 
puntaje será de seis (6)puntos equivalentes al tres (3%) por ciento; 
 
c) Capacitación: Constituye el análisis de si la o el postulante excede los requisitos 
establecidos en la convocatoria al puesto vacante en cuanto a la capacitación y su puntaje 
será de seis (6) puntos equivalentes al tres (3%) por ciento; 
 
d) Competencias técnicas: Se realizarán preguntas que logren determinar las habilidades 
específicas requeridas por el perfil que reflejen la tendencia a un correcto desempeño de la 
o el aspirante en la ejecución técnica del puesto y su puntaje será de veinte y tres (23) 




e) Competencias conductuales: Constituye el análisis de si la o el postulante reúne las 
competencias conductuales descritas en las bases de concurso, mismas que serán 
calificadas sobre veinticinco (25) puntos; y el análisis de logros o reconocimientos 
comprobables obtenidos en los siguientes aspectos: académicos, laborales, deportivos y 
artísticos, dando un punto por cada uno de ellos, obteniendo como resultado un puntaje 
total de cuatro (4) puntos.  
 
La sumatoria de la calificación de las competencias conductuales más la calificación 
total de logros o reconocimientos comprobables será de veinte y nueve (29) puntos 
equivalentes al catorce punto cinco (14,5%) por ciento. 
 
En cada una de las etapas del concurso la UATH garantiza la aceptación de las 
apelaciones que requiera el postulante y la conformación del Tribunal de Apelaciones para 
resolver las mismas dentro del término establecido. 
En caso de existir un empate en la entrevista se la resolverá a través de una nueva 
entrevista. 
 




                
REQUERIMIENTOS DEL 
PERFIL DEL PUESTO  
 
PRUEBAS 
ECNICAS      
 









         
EXPERIENCIA        
CAPACITACIÓN    
COMPETENCIAS TÉCNICAS




























CONDUCTUALES    
TOTAL SOBRE 100%  50%                  50%  
Tabla No. 3 Acumulación de Puntos. 
 
  A estos puntajes se sumaran si es el caso el puntaje adicional por las acciones 
afirmativas a que hubiere lugar estos solo se sumaran a los puntajes finales a los 
postulantes que cumplan los requisitos si es que ha obtenido el puntaje mínimo de 70 
puntos. 
 
Estas acciones afirmativas  son: 
 
a) Participación de personas con discapacidad y enfermedades catastróficas o quienes estén 
a cargo de éstas. 
 
a.1) Esta acción afirmativa se tomará hasta que la institución alcance, progresivamente, la 
proporcionalidad establecida en la Octava Disposición Transitoria de la Ley Orgánica del 
Servicio Público, esto es: 
 
   
 
Año 
Porcentaje respecto al total de las y los 
servidores y trabajadores de la 
institución 
 
2012   
2013    
 
 El tres por ciento (3%) 
  El cuatro por ciento (4%) 
 
Tabla No. 4. Ingreso de personal con discapacidad 
 
a.2) En el caso de que dos o más personas con discapacidad, enfermedad catastrófica o que 
se encuentren a cargo de éstas. 
 
a.3) En caso de que dos o más personas con discapacidad superen los setenta (70) puntos, 
se otorgará cinco (5) puntos adicionales sobre el puntaje final a quien adquirió esta 
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condición como consecuencia del levantamiento de campos minados o por manipulación 
de artefactos explosivos en cumplimiento de misiones de seguridad ciudadana; igual 
puntaje se otorgará a las personas con discapacidad mayores de edad, hijos de quienes 
perdieron la vida en el cumplimiento de esa labor; 
 
a.4) Para el caso de la persona del núcleo familiar que está a cargo de otra con enfermedad 
catastrófica o discapacidad severa que le impida acceder a un puesto en la Administración 
Pública, esta disposición beneficiará solamente a una persona del mismo núcleo familiar. 
Se prohíbe que otros familiares puedan beneficiarse de la aplicación de las medidas 
señaladas. 
 
De suscitarse el fallecimiento de la persona con discapacidad o con enfermedad 
catastrófica se dejará de contar a sus familiares, cónyuge o conviviente dentro del 
porcentaje anual correspondiente, sin embargo, mantendrá supuesto. 
 
Los requisitos que deben presentarse para la aplicación de esta acción afirmativa 
inicialmente  debe constar este particular en la Hoja de vida  estas son: 
 
1. Para personas con discapacidad: contar con el respectivo carné expedido por el 
CONADIS. 
2. Para personas con enfermedad catastrófica: Contar con el diagnóstico médico 
correspondiente extendido o avalizado por un facultativo del IESS o de los centros de salud 
pública. Se considerarán enfermedades catastróficas únicamente aquellas que se 
encuentren catalogadas como tales por el Ministerio de Salud Pública. 
3. Para la o el aspirante que forme parte del núcleo familiar de una persona con 
discapacidad o enfermedad catastrófica, sea cónyuge o conviviente en unión de hecho 
legalmente reconocida, padre, madre, hermano o hermana o hijo o hija, deberá: 
 
3.1. Señalar este particular dentro del formulario "Hoja de Vida". 
3.2. Elaborar una declaración juramentada ante notario público señalando que el familiar 
con discapacidad o enfermedad catastrófica se encuentra a su cargo. 
3.3. Contar con el carné expedido por el CONADIS en el caso de discapacidad y 
tratándose de enfermedades catastróficas contar con el diagnóstico médico extendido o 




Esta es clara en determinar que quienes sean beneficiaríais del Bono Joaquín o de 
Desarrollo Humano no se beneficiarán con estas acciones afirmativas, a no ser que, 
formalmente se comprometan a renunciar a este, mediante la entrega de un acta de 
compromiso, presentada a la institución que realiza el proceso de selección; y, en caso de 
que se le declare ganador del concurso, deberá presentar la documentación de respaldo que 
acredite haber renunciado y haber dejando de percibir el Bono Joaquín Gallegos Lara, 
previo a la entrega del nombramiento provisional de prueba. 
 
b) Participación de personas que hayan obtenido la calidad de héroes o heroínas.- 
reconocidas de conformidad con la ley, se les otorgará un puntaje adicional de diez (10) 
puntos sobre el puntaje final. Así mismo, se otorgará un puntaje adicional de cinco 
(5)puntos a las y los ex combatientes efectivos que hayan enfrentado un conflicto armado, 
previa certificación del Ministerio de Defensa Nacional; 
 
c) De la aplicación de las acciones afirmativas del Plan Plurinacional para Eliminar la 
Discriminación Racial y la Exclusión Étnica y Cultural.- En aplicación del artículo 4 
del Decreto Ejecutivo N° 60,publicado en el Registro Oficial N° 45, de 13 de octubre del 
2009, con el cual se establece el Plan Plurinacional para Eliminar la Discriminación Racial 
y la Exclusión Étnica y Cultural, las instituciones del Estado sujetas al ámbito de la Ley 
Orgánica del Servicio Público concederán una puntuación adicional de cinco puntos(5) 
sobre la calificación obtenida en el puntaje final 
 
Este beneficio tendrán aquellas ciudadanas y ciudadanos afro ecuatorianos, indígenas 
y montubios que participen para optar por cualquier puesto, hasta que la institución alcance 
el porcentaje equivalente a la proporción de su población del total nacional en relación a la 
totalidad de la nómina institucional(servidoras/es y obreras/os), información proporcionada 
por el Instituto Ecuatoriano de Estadísticas y Censos INEC que será publicada en la página 
web del Ministerio de Relaciones Laborales www.mrl.gob.ec 
 
La aplicación de esta disposición será exclusiva para las y los ciudadanos 




d) Participación de emigrantes ex servidores públicos.-Para las y los ciudadanos 
ecuatorianos que fueron servidores públicos y que renunciaron a sus puestos por 
circunstancias personales que les obligaron a migrar y radicarse en el exterior por lo menos 
un año, de forma debidamente comprobada se observará un trato preferente para su 
reingreso a un puesto dentro de la misma institución pública a la que renunciaron, de 
conformidad con el artículo 23 literal j) de la LOSEP. 
 
Para ello se les concederá una puntuación adicional de dos puntos (2) sobre el puntaje 
final, debiendo probar su calidad de migrantes, mediante la presentación de una copia de su 
pasaporte debidamente certificada para demostrar su movimiento migratorio o un 
certificado que acredite su calidad de emigrante, el mismo que deberá ser proporcionado 
por la Secretaría Nacional del Migrante; y, 
 
e) Residentes de la provincia de Galápagos.- En aplicación del artículo 28 de la Ley 
Orgánica de Régimen Especial para la Provincia de Galápagos, en el caso de realizarse un 
concurso de méritos y oposición para ocupar un puesto vacante en las Islas, la o el 
aspirante que sea residente de las mismas y haya obtenido una calificación, que sin ser la 
mejor del concurso, pero si la mejor de entre los postulantes isleños, siempre que sea igual 
o superior al setenta (70)en el puntaje final, luego de que la institución reciba el informe 
favorable del Instituto Nacional de la Meritocracia, en el caso de las instituciones de la 
administración pública central o institucional, será declarado ganador del concurso, aún 
cuando existan postulantes con mejores calificaciones, pero no tengan residencia en el 
archipiélago. 
 
Los puntajes adicionales otorgados en los casos de los literales b), c), d) y e) del  
artículo 39  de la N.S.N.S.R.S.P señala que  podrán será acumulables. 
 
Concluida esta etapa es obligación del UATH  luego de cumplir con la formalidades 
del caso debe publicar en la plataforma tecnológica los resultados con los cinco mejores 







PRESENTACION DE DOCUMENTOS HABILITANTES 
 
En esta fase los postulantes mejores puntuados tienen la obligación de presentar sus 
documentos o copia notariada de los mismos, que serán subidos a la plataforma 
tecnológica www.socioempleo.gob.ec. Para que sea revisada por cualquier persona que si 




Aquellos que se encontraren interesados en impugnar algún postulante podrá hacerlo 
en el link ubicado en la parte inferior de los documentos escaneados durante dos días 
hábiles posteriores a las publicaciones  mismas que deben contener las pruebas de carago 
necesarias para la impugnación. 
 
Al concluir el término es responsabilidad de de la UATH institucional remitir al 
Tribunal se Meritos y Oposición este dispondrá de dos días analizar y notificar a los 
impugnados quienes tendrán dos días para presentar las pruebas de descargo.  Luego de 
este plazo el Tribunal  tiene la obligación de resolver la impugnación, esta decisión es 
definitiva e inapelable y se registrará n el Acta de Oposición.  
 
De ser es no consentido de que se probaré la impugnación o que el aspirante no 
pueda desvirtuarla quedará descalificado y se continuará la selección con el siguiente 
mejor puntuado. 
 
Concluido estos la UATH debe realizar un informe que contendrá copia de todos los 
documentos que se han ido generando  a través del transcurrir dl concurso y de los 
documentos que los aspirantes deben presentar incluidos los señalados en el art. 39 de la 
NSNSRSP. 
 
ACTA FINAL  
 
Posteriormente se realizará el Acta Final la misma que debe contener  los puntajes 
finales y la declaración del ganador de concurso quien debe haber obtenido el mayor 
puntaje UATH institucional, o quien hiciere sus veces de conformidad a lo establecido en 
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el art. 67 de la LOSEP   que señal que la autoridad nominadora designará a la persona que 
hubiere ganado el concurso, conforme al informe emitido por la Unidad de Administración 
del Talento Humano, dentro de tres días posteriores a la notificación para la designación 
respectiva. 
  
A través de la elaboración del Acta Final se emitirá el nombramiento provisional de 
prueba art. 188 Reglamento General de la LOSEP  esto es 3 meses e caso de ingreso al 
servicio público o de 6 meses en caso de ascenso de una servidora o servidor público, este 
será posesionado en su respectivo puesto de conformidad con el art. 17  literal b.5)  de la 
LOSEP registrado obligatoriamente en el SIITH. 
 
Para  la emisión del nombramiento permanente el ganador del concurso estará sujeto 
a ser evaluación conforme lo dispone la Norma del Subsistema de Evaluación del 




Y por último se realiza la Inducción del ganador a la entidad en la cual va prestar sus 
servicios a través de la presentación del mismo ante sus compañeros así como la 
capacitación de conocimientos específicos al puesto de trabajo, sus herramientas, misma 
que se mediráal finalizar la inducción estos son: 
 
1.- Aspectos Específicos: 
 
1.1 Presentación a la o el servidor ante las autoridades institucionales y sus nuevos 
compañeros. 
1.2 Inducción general, compuesta por: 
a) Introducción al Servicio Público; 
b) Introducción a la Identidad Institucional; y, 
c) Políticas de Gestión del Talento Humano. 
1.3 Inducción específica del área, que comprende: 
a) Estructura y gestión del área de trabajo; y, 
b) Actividades e indicadores del puesto de trabajo. 
1.4 Entrenamiento específico técnico, cuyo objetivo es brindar: 
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a) Conocimientos específicos del servicio público aplicados en el puesto de trabajo; y, 
b) Herramientas institucionales aplicadas en el puesto de trabajo. 
1.5 Medición de la inducción, en la que se medirá el aprendizaje del servidor al finalizar el 
proceso de inducción. 
 
2.- Aspectos Generales: que corresponde a los siguientes eventos que deberán coordinarse 
con el Ministerio de Relaciones Laborales, para la realización de los mismos: 
2.1 Taller de estrategias de buen servicio en el sector público. 
2.2 Talleres de Motivación y Autoestima y de Relaciones Humanas. 
 
3.- Otros eventos considerados por el Ministerio de Relaciones Laborales. 
Los temas y herramientas específicas utilizadas durante el proceso de inducción, serán 
regulados a través del instrumento técnico que emita el Ministerio de Relaciones 
Laborales para dicho fin. 
 
Para el caso de las y los servidores con discapacidad, la UATH institucional, o quien 
hiciere sus veces, deberá prever año a año el incremento en la provisión de apoyos 
técnicos, tecnológicos y adaptaciones de los instrumentos de información necesarios para 
el ejercicio de las respectivas funciones en condiciones de equidad respecto alas y los 
demás servidores. 
 
A efectos de control, el Ministerio de Relaciones Laborales, observará el 
cumplimiento de los correspondientes períodos de inducción. 
 
3.3 APLICACIÓN DE LA LEY ORGÁNICA RESPETO DEL SERVICIO PÚBLICO 
 
Las y los  servidores públicos deben cumplir con una misión al prestar su servicio en 
cualquier órgano del estado basado en los principios fundamentales establecidos en el Art. 
1 de  la LOSEP, por cuanto las personas que pasen a ser parte de la función pública debe 
cumplir a cabalidad con los principios determinados en esta normativa que rige al servicio 
público, es por este motivo que La presente Ley se sustenta en los principios de: calidad, 
calidez, competitividad, continuidad, descentralización, desconcentración, eficacia, 
eficiencia, equidad, igualdad, jerarquía, lealtad, oportunidad, participación, racionalidad, 
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responsabilidad, solidaridad, transparencia, unicidad y universalidad que promuevan la 
interculturalidad, igualdad y la no discriminación. 
 
Teniendo en cuenta que en el art. 229 de la Constitución ley suprema de nuestra 
legislación recordamos que: 
 
“Serán servidoras o servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o 
cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un cargo función o dignidad 
dentro del sector público. 
 
Los derechos de las servidoras y servidores públicos son irrenunciables. La ley 
definirá el organismo rector en materia de recursos humanos y remuneraciones para todo el 
sector público y regulará el ingreso, ascenso, promoción, incentivos, régimen disciplinario, 
estabilidad, sistema de remuneración y cesación de funciones de sus servidores.” 
 
Así como  es importante recordar lo que señala en sus Art. 233 ibídem, que tipificado 
en su primer inciso señala: 
 
“Ninguna servidora o servidor público estará exento de responsabilidades por los actos 
realizados en el ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán responsables 
administrativa, civil y penalmente  por el manejo y administración de fondos, bienes o 
recursos públicos”. 
 
Es importante destacar que en la constitución ecuatoriana se reconoce  a quienes son 
las y los servidores públicos, los derechos obligaciones  y funciones que deben desempeñar 
en el servicio público así como de las sanciones a los que estos se someten en caso de 
incumplimiento de la norma  o falta disciplinaria al encontrarse en el ejercicio de sus 
funciones. 
 
En el ámbito de la investigación realizada para determinar la falencia de la LOSEP en 
el Art. 6 inciso octavo necesitamos saber cuáles son los procedimientos establecidos para 





Encontramos también en el artículo 24  de la LOSEP lo relativo a las prohibiciones 
que tienen las y los servidores públicos  en su literal j: 
j) Resolver asuntos, intervenir, emitir informes, gestionar, tramitar o suscribir convenios o 
contratos con el Estado, por si o por interpuesta persona u obtener cualquier beneficio que 
implique privilegios para el servidor o servidora, su cónyuge o conviviente en unión de 
hecho legalmente reconocida, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad. Esta prohibición se aplicará también para empresas, sociedades o 
personas jurídicas en las que el servidor o servidora, su cónyuge o conviviente en unión de 
hecho legalmente reconocida, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad tengan interés; 
 
En el artículo séptimo de la LOSEP encontramos las sanciones establecidas en los 
casos  en los que la Autoridad nominadora tanto como  la persona nombrada que pasara 
por alto esta norma así como el responsable de la UATH Incurriendo en contratos con el 
estado con personas que están prohibidas de hacerlo por tener parientes  hasta el cuarto 
grado de consanguinidad y segundo de afinidad, cónyuge o unión de hecho legalmente 
reconocida, al servicio de la función pública a la cual fueron ingresados indebidamente, 
inobservando la norma. 
 
Se destaca al igual que será sancionado con la destitución del puesto de la autoridad 
nominadora que designe o contrate  personal contraviniendo esta prohibición, previo el 
debido proceso siendo solidariamente responsable por el egreso de las remuneraciones 
pagadas,  
 
Punto en el que estoy en desacuerdo ya que como se encuentra señalado considero 
que si bien es cierto cometen falta al contratar contraviniendo la disposición legal  tiene  el 
derecho constitucional  de percibir remuneración por la labor realizada por lo que no 
debería hacer una devolución de lo indebidamente pagado o la responsabilidad solidaria 
por el pago de las remuneraciones. Pero si  de la destitución del puesto ya que falta a 
norma expresa y de las responsabilidades administrativas que sería la destitución, las 
civiles y las penales. 
 




Es importante que la norma  establezca de la responsabilidad que tienen las y los 
funcionarios  que incurran en esta falta. 
 
Art. 41.- Responsabilidad administrativa.- La servidora o servidor público que incumpliere 
sus obligaciones o contraviniere las disposiciones de esta Ley, sus reglamentos, así como 
las leyes y normativa conexa, incurrirá en responsabilidad administrativa que será 
sancionada disciplinariamente, sin perjuicio de la acción civil o penal que pudiere originar 
el mismo hecho. 
 
La sanción administrativa se aplicará conforme a las garantías básicas del derecho a 
la defensa y el debido proceso. 
 
Es decir que la o el servidor público que incurra en esta inobservancia a la norma y 
sus prohibiciones será merecedor de un Sumario Administrativo.  Tal como lo señala el art. 
89 del  Reglamento General de la LOSEP, al indicar que la sanción administrativa 
establecida para la autoridad nominadora o su delegado  se da en los casos señalados en el 
Artículo 48 de la LOSEP previo al procedimiento sumario administrativo que en nuestro 
caso concreto es en el literal n: 
 
n) Ejercer presiones e influencias, aprovechándose del puesto que ocupe, a fin de obtener 
favores en la designación de puestos delibre nombramiento y remoción para su cónyuge, 
conviviente en unión de hecho, parientes comprendidos hasta el cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad; 
“nepotismo”   
 
Es necesario destacar que si una persona está incursa en estas inhabilidades por tanto 
tiene que responder a las consecuencias que esto acarrea, esto en el mismo Capítulo II, del 
Título II de las Servidoras y Servidores Públicos, en el que está reglada la norma que 
establece y sanciona al nepotismo.   
 
Por cuanto si es encontrada la responsabilidad de la o el servidor público  es 





“El Contralor General del Estado o el Ministro de Relaciones Laborales, por iniciativa 
propia o a pedido de la ciudadanía, solicitarán por escrito, en forma motivada, la remoción 
inmediata de la servidora o servidor público que estuviere impedido de serlo, previo el 
sumario administrativo correspondiente, de ser el caso, respetando los derechos a la 
defensa y al debido proceso. Esta solicitud será atendida por la autoridad nominadora, a 
quien corresponderá nombrar al reemplazante. 
 
Si el infractor no fuere separado en el plazo máximo de cuarenta y cinco días, 
contados a partir de la solicitud de remoción, lo hará el Contralor General del Estado. 
El no dar trámite a la solicitud de remoción, señalada en el presente artículo, será 
causal de destitución de la autoridad nominadora. 
 
En el caso de gobiernos autónomos descentralizados sus entidades y regímenes 
especiales, el requerimiento para la remoción de las y los servidores públicos corresponde 




El sumario administrativo.- Es el proceso administrativo, oral y motivado por el 
cual la administración pública determinará o no el cometimiento, de las faltas 
administrativas establecidas en la presente Ley, por parte de una servidora o servidor 
público… 
 
El sumario administrativo se ejecutará en aplicación de las garantías al debido 
proceso, respeto al derecho a la defensa y aplicación del principio de que en caso de duda 
prevalecerá lo más favorable a la servidora o servidor. 
 
De determinarse responsabilidades administrativas, se impondrán las sanciones 
señaladas en la presente Ley. De establecerse responsabilidades civiles o penales, la 
autoridad nominadora correrá traslado a los órganos de justicia competentes. 
Art.44 de la LOSEP. 
 
Este es el mecanismo  a través del cual la autoridad nominadora  y la entidad buscan 
establecer si existe o no responsabilidad de la o el servidor público por lo que el 
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procedimiento   del sumario  administrativo lo encontramos en el Reglamento General de 
la Ley Orgánica   del Servicio Público. En la Sección Tercera de los art. 90 al 100. 
 
Se establece el término que concede la LOSEP del caso de no tener término especial, 
prescribe en novena días contados desde la fecha en la se le hubiere notificado 
personalmente a las y los servidores públicos. 
 
La autoridad nominadora o su delegado podrán disponer el inicio y sustanciación del 
respectivo sumario administrativo e imponer la sanción correspondiente a través  de la 
expedición de la respectiva resolución. 
 
ACCIONES PREVIAS AL SUMARIO ADMINISTRATIVO 
 
Para poder dar inicio a un proceso sumario administrativo se deben cumplir acciones 
previas estas son: 
 
1. Cuando viniere en conocimiento de una autoridad, funcionario o servidor la presunción 
de la comisión de una falta disciplinaria grave por parte de la o el servidor de la institución, 
tal información será remitida a la UATH para el estudio y análisis de los hechos que 
presuntamente se imputan; 
 
2. Conocido y analizado por la UATH estos hechos, en el término de tres días informará a 
la autoridad nominadora o su delegado sobre la procedencia de iniciar el sumario 
administrativo, consignando los fundamentos de hecho y de derecho y los documentos de 
respaldo, en el caso que hubiere lugar, dicho informe no tendrá el carácter de vinculante; y, 
 
3. Recibido el informe, la autoridad nominadora o su delegado mediante providencia, 
dispondrá a la UATH, de ser el caso, el inicio del sumario administrativo, en el término de 
5 días. 
 





Una vez que se ha puesto en conocimiento del informe de la UATH, la autoridad 
nominadora expedirá la respectiva providencia de inicio del Sumario Administrativo. 
 
INICIO DEL SUMARIO ADMINISTRATIVO  
 
A partir de la recepción de la providencia el titular de la UATH o su delegado 
levantará el auto de llamamiento a Sumario Administrativo en el término de 3días, que 
contendrá: 
 
a.- La enunciación de los hechos materia del sumario administrativo y los fundamentos de 
la providencia expedida por la autoridad nominadora; 
b.- La disposición de incorporación de los documentos que sustentan el sumario; 
c.- El señalamiento de 3 días para que el servidor de contestación a los hechos planteados 
que sustentan el sumario; 
d.- El señalamiento de la obligación que tiene el servidor de comparecer con un abogado y 
señalar casillero judicial para futuras notificaciones a fin de ejercer su derecho de defensa; 
y, 
e.- La designación de Secretario Ad Hoc, quien deberá posesionarse en un término máximo 
de 3 días a partir de la fecha de su designación 
 
De la notificación 
 
El auto de llamamiento a sumario será notificado por el Secretario Ad Hoc en el 
término de un día, mediante una boleta entregada en su lugar de trabajo o mediante tres 
boletas dejadas en su domicilio o residencia constantes del expediente personal del 
servidor, conforme a las disposiciones generales establecidas en el Código de 
Procedimiento Civil, si no fuera posible ubicarlo en su puesto de trabajo, a la que se 
adjuntará toda la documentación constante del expediente, al cual se adjuntará toda la 
documentación que obrare del proceso. 
 
Si el servidor o servidora se negare a recibir la notificación, se sentará la respectiva 





De la contestación 
 
Recibida la notificación la o el servidor, en el término de 3 días, contestará al 
planteamiento del sumario, adjuntando las pruebas de descargo que considere le asisten. 
 
Del término de prueba 
 
Una vez vencido el término establecido para la contestación del planteamiento, con 
la contestación de la o el servidor o en rebeldía, se procederá a la apertura del término de 
prueba por el término de 7 días, en el cual la o el servidor podrá solicitar se practiquen las 
pruebas que considere pertinente y la institución de estimarlo pertinente solicitar la 
incorporación de nuevos documentos o la práctica de otras pruebas que estimen pertinente. 
 
De la audiencia oral 
 
Vencido el término de prueba, se señalará día y hora en las cuales tenga lugar una 
audiencia oral, en la cual el solicitante del sumario o su delegado y el sumariado 
sustentarán las pruebas de cargo y de descargo de lasque se crean asistidos. Dicha 
audiencia será convocada con por lo menos 24 horas de anticipación. 
 
De lo actuado en la audiencia, se dejará constancia por escrito, mediante acta sus 
cinta que contenga un extracto de lo actuado en la misma, suscrita por el titular de la 
UATH o su delgado, las partes si quisieren suscribirla, y el Secretario Ad Hoc que 
certificará la práctica de la misma. 
 
De las conclusiones y recomendaciones 
 
Concluida la audiencia oral, el titular de la UATH o su delegado, en el término 
máximo de 10 días, previo el análisis de los hechos y de las bases legales y reglamentarias, 
remitirá a la autoridad nominadora el expediente del sumario administrativo y un informe 
con las conclusiones y recomendaciones a que hubiera lugar, señalando, de ser el caso, la 
sanción procedente, dependiendo de la falta cometida, informe que no tendrá el carácter de 




De la sanción 
 
La autoridad nominadora, mediante providencia, dispondrá, de ser el caso, y de 
manera motivada, la aplicación de la sanción correspondiente, providencia que será 
notificada a la o el servidor sumariado, de haber señalado domicilio legal para el efecto, o, 
mediante una única boleta en su domicilio o lugar de residencia que conste del expediente 
personal. 
 
El titular de la UATH o su delegado, elaborará la acción de personal en la que se 
registrará la sanción impuesta, la cual será notificada conjuntamente con la resolución el 
sumario administrativo. 
 
Si la autoridad nominadora o su delegado, en su providencia final, determina que no 
existen pruebas suficientes para sancionar ordenará el archivo del sumario, sin dejar 
constancia en el expediente personal de la o el servidor sumariado. 
 
De la renuncia en sumario administrativo 
 
En caso de que la o el servidor, contra quien se haya instaurado un proceso de sumario 
administrativo, presentare su renuncia al puesto que desempeña, la máxima autoridad no la 
aceptará hasta que concluya el proceso administrativo, de conformidad con el artículo 45 
de la LOSEP, y en caso de abandono del puesto, se continuará con el sumario 
administrativo aún en ausencia del servidor. 
 
De la rehabilitación por destitución 
 
 La o el servidor que hubiera sido destituido por una causal que no hubiera 
conllevado responsabilidad civil o penal, ni sea de aquellas relacionadas por indebida 
administración, manejo, custodia o depósito de recursos públicos, bienes públicos o por 
delitos relacionados con estos asuntos, transcurridos dos años de la fecha de destitución, 
podrá solicitar ante el Ministerio de Relaciones Laborales, su rehabilitación para 
desempeñar un puesto en las instituciones señaladas en el artículo 3 de las LOSEP, que no 




De este modo es como se lleva el proceso a través del cual se determina o no 
responsabilidad en las y los servidores públicos en el cometimientos de actos que 
conllevarían a la destitución como es el caso del nepotismo. 
 
De ser el caso que nos atañe y de ser sancionado el funcionario con la destitución se 
procederá conforme  a lo establecido en el inciso 8vo. De la LOSEP  que señala en caso de 
incumplimiento de lo señalado en el presente artículo, se notificará sobre el particular a la 
Contraloría General del Estado, para que proceda a ejercer las acciones que correspondan 
para recuperar lo indebidamente pagado, así como para el establecimiento de las presuntas 
responsabilidades administrativas, civiles y/o penales correspondientes. 
 
Para el efecto se remite estas actuaciones a la contraloría quien regla la ejecución de 
la sanción en su art. 48 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado. 
 
“Las sanciones de destitución o de multa, o ambas conjuntamente, las ejecutará la 
correspondiente autoridad nominadora de la institución del Estado, de la que dependa el 
servidor, a requerimiento y por resolución ejecutoriada de la Contraloría General del 
Estado. Dicha autoridad informará mensualmente a la Contraloría General del Estado sobre 
la ejecución de las sanciones y, en su caso, de la recaudación de las multas.  
Las sanciones serán impuestas y ejecutadas por la Contraloría General del Estado cuando 
la indicada autoridad haya dejado de hacerlo, o cuando se hubieren constituido en sujetos 
pasivos de la sanción, o cuando deba imponérselas a personas de derecho privado o a 
terceros.   
 
La Contraloría General del Estado, antes de imponer la sanción de destitución, 
notificará al implicado sobre la desviación detectada, concediéndole el plazo 
improrrogable de hasta treinta días para que ejerza su defensa. Vencido este plazo, el 
Contralor General o los funcionarios de la Contraloría General del Estado competentes 
para hacerlo, emitirán su resolución dentro del plazo de sesenta días. Para la imposición de 
sanciones provenientes de los exámenes de auditoría, no será necesaria la instauración de 





3.4. ANÁLISIS COMPARATIVO DE LA LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO 
PÚBLICO EN RELACIÓN CON LA LOCSA  
 
Recordemos cual es la normativa que expresan cada una de las leyes tanto la 
LOCCSA así  como la LOSEP  ley que se encuentra vigente y la que contiene la normativa 
explicita que determina y sanciona los actos de nepotismo presentes  en las instituciones 
públicas, luego de esta revisión procederé a analizar conforme mi criterio con relación a las 
sanciones que esta establece y la importancia de la misma. 
 
Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa,  en el Capítulo II, Del 
Nepotismo, Inhabilidades y Prohibiciones. 
 
Art. 7.- Nepotismo.- Es el acto ilegal ejecutado por un dignatario, autoridad o 
funcionario, en la designación, nombramiento o contratación en un puesto o cargo público, 
hecha dentro de la misma función del Estado, institución, entidad u organismo que 
representa o ejerce su servicio a la colectividad, a favor del cónyuge, del conviviente en 
unión de hecho, de sus parientes comprendidos hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad. 
 
 También constituirá nepotismo cuando el acto ilegal antes señalado, beneficie o 
favorezca a personas vinculadas en los términos indicados a miembros del cuerpo 
colegiado del que sea parte el dignatario, autoridad o funcionario del que emanó dicho 
acto.  
 
Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal  que hubiere lugar, 
carecerán de validez jurídica, no se registrarán y no causarán egreso económico alguno, los 
nombramientos o contratos incursos en los casos anteriormente indicados. 
 
Será sancionada con la destitución de su cargo, la autor dad nominadora que designe 





La misma sanción se impondrá al servidor o funcionario que hubiere registrado el 
nombramiento o contrato, quien responderá solidariamente por los pagos efectuados, sea a 
título de sueldos, honorarios o contrato. 
 
No procede jurídicamente ni se admitirá a ningún título o calidad, la herencia de 
cargoso puestos de trabajo. 
 
Lo previsto en este artículo, se aplicará obligatoria e imperativamente a todas las 
instituciones, entidades, organismos, personas jurídicas de derecho público o privado, 
detalladas en el artículo 3 de esta Ley. 
 
En la LEY ORGANICA DE SERVICO PÚBLICO en el mismo Capítulo II, Del 
Nepotismo, Inhabilidades y Prohibiciones  
Art. 6.- Del Nepotismo.- Se prohíbe a toda autoridad nominadora, designar, 
nombrar, posesionar y/o contratar en la misma entidad, institución, organismo o persona 
jurídica, de las señaladas en el artículo 3 de esta Ley, a sus parientes comprendidos hasta el 
cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, a su cónyuge o con quien mantenga 
unión de hecho. 
 
La prohibición señalada se extiende a los parientes de los miembros de cuerpos 
colegiados o directorios de la respectiva institución. También se extiende a los parientes de 
las autoridades de las superintendencias respecto de las instituciones públicas que son 
reguladas por ellos. 
 
Si al momento de la posesión de la autoridad nominadora, su cónyuge, conviviente 
en unión de hecho, parientes comprendidos hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad, estuvieren laborando bajo la modalidad de contratos de servicios 
ocasionales o contratos civiles de servicios profesionales sujetos a esta ley, en la misma 
institución o en una institución que está bajo el control de esta autoridad, o para el caso de 
las superintendencias, de las instituciones del Estado que estén vigiladas, auditadas o 
controladas por éstas, los contratos seguirán vigentes hasta la culminación de su plazo y la 




Los cargos de libre nombramiento y remoción sedarán por concluidos al momento de 
la posesión de cualquiera de las autoridades nominadoras. Tampoco se podrá contratar o 
nombrar personas que se encuentren dentro de los grados de consanguinidad establecidos 
en este artículo mientras la autoridad a la que hace referencia este inciso, se encuentre en 
funciones. 
 
En el caso de delegación de funciones, la delegada o delegado no podrá nombrar en 
un puesto público, ni celebrar contratos laborales, contratos de servicios ocasionales o 
contratos civiles de servicios profesionales, con quienes mantengan los vínculos señalados 
en el presente artículo, con la autoridad nominadora titular, con la autoridad delegada, con 
miembros de cuerpos colegiados o delegados de donde emana el acto o contrato. 
 
Se exceptúa a las servidoras y servidores de carrera que mantengan una relación de 
parentesco con las autoridades, siempre y cuando éstas hayan sido nombradas con 
anterioridad a la elección y posesión de la autoridad nominadora. 
 
En caso de que exista conflicto de intereses, entre servidores públicos de una misma 
institución, que tengan entre si algún grado de parentesco de los establecidos en esta Ley y 
deban tomar decisiones en relación al citado conflicto de interés, informarán a su 
inmediato superior sobre el caso y se excusarán inmediatamente de seguir conociendo el 
procedimiento controvertido, mientras sus superiores resuelven lo pertinente. 
 
En ningún caso se podrá contratar asesoras o asesores que tengan parentesco, dentro 
de cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, con la servidora o el servidor 
público al cual deban prestar sus servicios de asesoría. 
 
No podrán ser nombrados jefes de misiones diplomáticas ni consulares, el cónyuge o 
parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad del Presidente de 
la República o Vicepresidente de la República, salvo que se trate de diplomáticos de 
carrera que hayan sido nombrados con anterioridad a la posesión de las mencionadas 
autoridades con quien tenga relación de parentesco. 
 
En caso de incumplimiento de lo señalado en el presente artículo, se notificará sobre 
el particular a la Contraloría General del Estado, para que proceda a ejercer las acciones 
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que correspondan para recuperar lo indebidamente pagado, así como para el 
establecimiento de las presuntas responsabilidades administrativas, civiles y/o penales 
correspondientes. 
 




En cuanto al inciso primero en el que se determina los funcionarios que caen en este 
acto de corrupción nos damos cuenta que en la LOCCSA  se señala que se encuentran en 
nepotismo los funcionarios públicos sin distinción de cargo que entran en esta figura 
dejando a todos los funcionarios que tuvieran un familiar hasta el cuarto grado de 
consanguinidad y segundo de afinidad con la posibilidad de una sanción de incurrir en este 
acto de corrupción.    
 
Sin embargo quedan claro las intenciones de impunidad cuando en la LOSEP se 
señala que  quien incurre en actos de Nepotismo son únicamente las autoridades 
nominadoras y sus familiares hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de 
afinidad, así como al encontrarse en unión de hecho , ahora ¿qué pasa con los demás 
funcionarios que sin encontrarse en puestos públicos como autoridad nominadora tiene a 
familiares dentro de los grados de consanguinidad y afinidad , cónyuges y uniones de 
hecho en cargos públicos aún al tratarse de personal que tenga cargos inferiores a los de las 
autoridades  nominadoras?   
 
En la actualidad estos funcionarios pueden conseguir que sus parientes enteren a 
trabajar en cargos públicos  o a la función pública sin necesidad de que se trate  de que esta  
autoridad tenga que ver con su contratación, pero ahora contamos con un sistema de 
selección de personal a través de la meritocracia, pero considero que al referirse a parientes 
que de ser el caso consiguieran ganar un concurso de merecimientos  debe importar que se 
trate  en la misma institución pública que un pariente de un empleado sea cual fuere sí 
pudiera laborar causaría prejuicio, mismo caso de los cónyuges o  convivientes en uniones 
de hecho que me parece más corrupto que el de los parientes en los demás grados de 
parentesco, siempre ya que  a pesar su posesión  sea a través de concurso de merecimientos 
no de la intervención de la cualquier autoridad nominadora o no, para favorecer en los 
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resultados de el proceso de selección.  Podría hacerlo pero para otra institución pública y 
no en la que hay parientes dentro de los grados establecidos laborando. 
 
En los  demás incisos encontramos la ampliación del establecimiento de las personas 
a quien se puede o no sancionar por este acto de corrupción aun que a mi criterio  debería 
ser necesario  obviar para  un concurso  de merecimientos a las personas que ya tienen 
parientes trabajando en una institución y más aún si  es un pariente de un funcionarios de 
carrera puesto que este debe ir ascendiendo  a la  par de sus conocimientos y preparación 
en los cargos públicos, y no por ello se debe proteger su puesto de trabajo si comete acotos 
irregulares de inobservancia a la ley como el nepotismo. 
 
Como podemos observar encontramos que en los artículos que tenemos hay 
variaciones en especial a lo que se refiere a la sanción establecida  en el inciso 8 de la LEY 
ORGANICA  DE SERVICIO PUBLICO   (LOSEP)   en relación  al Art. 7 de la LEY 
ORGANICA DE SEVICIO CIVIL Y CARRERA ADMINISTRATIVA  en sus incisos en 
la señala  la sanción  que establece para las personas encontradas inmersas en este acto 
pues “ Será sancionada con la destitución de su cargo, la autoridad nominadora que 
designe o contrate  personal  contraviniendo  la  prohibición  de  nepotismo,  establecida  
en  esta disposición”.  “La  misma  sanción  se  impondrá  al  servidor  o  funcionario  que  
hubiere registrado el nombramiento o contrato, quien responderá solidariamente por los 
pagos efectuados, sea a título de sueldos, honorarios o contrato.” Siempre que se trate de 
un proceso realizado sin concurso o fajo influencia.  
 
En la  LOSEP se condenaría al empleado o funcionario  con la  devolución de lo 
indebidamente pagado, además de la destitución “En caso de incumplimiento de lo 
señalado en el presente artículo, se notificará sobre el particular a la Contraloría General 
del Estado, para que proceda a ejercer las acciones que correspondan para recuperar lo 
indebidamente pagado, así como para el establecimiento de las presuntas responsabilidades 
administrativas, civiles y/o penales correspondientes.” 
 
A mi juicio no se considera el hecho de que este funcionario se encuentra  o 
encontraba prestando un servicio al Estado  de hecho si se encontrara una entidad que 
regule tanto los nombramientos como los contratos y la estadística del personal al servicio 
de  una u otra institución del Estado en una base de datos general por grande que no se 
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debería permitir que  puedan participar  en  los concursos para ingresar en la misma 
función , por que todos tenemos derecho al trabajo  para no favorecer a su parentela en 
desmedro de los derechos y oportunidades de los demás postulantes y más cuando se trata 
de una función pública y poder trabajar para el Estado pero más  aún si esta persona o 
profesional tiene la capacidad necesaria y los méritos para ingresar al servició del Estado , 
pero considero aún mejor hacer uso de ese derecho en otra institución prestando sus 
servicios  
 
Lo que me compete es específicamente razonar sobre la “devolución de lo 
injustamente pagado”. 
 
Si consideramos que de darse el caso este empleado público lleva tiempo prestando 
servicios al Estado es decir que como señala en la Constitución de la República en su   
“Art. 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de 
realización personal y base de la economía.  
 
El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una 
vida decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo 
saludable y libremente escogido o aceptado.”  
 
En cuanto a lo que se refiere el código de trabajo señala en su Código del Trabajo, en 
el Art. 3 que señala: “Libertad de trabajo y contratación.-  El trabajador es libre para 
dedicar su esfuerzo a la labor lícita que a bien tenga. En concordancia art. 326 constitución.  
 
Ninguna persona podrá ser obligada a realizar trabajos gratuitos, ni remunerados que 
no sean impuestos por la ley, salvo los casos de urgencia extraordinaria o de necesidad de 
inmediato auxilio. Fuera de esos casos, nadie estará obligado a trabajar sino mediante un 
contrato y la remuneración correspondiente. 
En general, todo trabajo debe ser remunerado.” 
Por tal motivo debería sustituirse esta medida de recuperación de lo indebidamente 
pagado por acciones administrativas que eviten o prohíban definitivamente o por cierta 
temporada  o permanente el ingreso de estas personas al servicio público  que si bien es 
cierto cometen un acto de corrupción por cuanto su ingreso a la función pública ha sido de 
manera irregular e inobservante  intencional puesto que la autoridad nominadora debe tener 
135 
 
como uno de sus logros profesionales el conocimiento de la norma, pero ya laboraron para 
el Estado por cuanto haciendo referencia a la Constitución como a  nuestro al Código de 
Trabajo es importante que este trabajo sea remunerado y no se intente la recuperación de lo 
pagado  dejando salvo el derecho de destituirlos de su cargo por cometimiento de actos de 
corrupción.  
 
De manera igualitaria tanto a la autoridad nominadora como al funcionario 
contratado  y de igual manera  cuando a intervenido a través de su injerencia en la 
contratación de otro funcionario pariente de uno que ya labora en determinada institución 
que no haya sido contratado al ser ganador de un concurso de merecimiento o haya 
favorecido al mismo por sobre personas mayormente capacitadas. 
 
PLANTEAMIENTO DE  REFORMA AL ART. 6, INCISO OCTAVO, 
DE LA NUEVA LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO PÚBLICO. 
 
Luego de lo investigado me atrevo a proponer una enmienda al inciso séptimo del 
Art. 6 de la LOSEP en virtud  que de conformidad con lo que establece la Carta Magna En 
sus Artículos 33, 66, 325, 326 sobre el derecho que tenemos las personas a tener un trabajo 
digno  y remunerado y los que establece El Código de Trabajo  en su Artículo  3, 4, 5,7  
por cuanto los derechos de los trabajadores son irrenunciables e inalienables e 
intransferibles considero que a un trabajo realizado una remuneración justa como lo señala 
la constitución, si bien es cierto se habla del el Nepotismo como un acto de corrupción no 
podemos dejar de lado que se ha venido prestando servicios y por tanto es importante el no 
obligar al funcionario o empleado destituido la restitución de los haberes a modo de 
remuneración o salario  pero si de destituir y poner un bloqueo administrativo y legal para 
que estos funcionarios no puedan volver a incurrir en este acto es decir que para evitar 
estos casos se bebe dejar si posibilidad para que los funcionarios puedan tan solo intentar 
cometer tales actos.  
 
Por tal motivo es mi propuesta de reforma del inciso séptimo no precisamente en 







ASAMBLEA NACIONAL DEL ECUADOR 
CONSIDERANDO: 
 
Qué, en acatamiento a la Constitución de la República del Ecuador y a las modernas 
corrientes del pensamiento humano, consagra que la Asamblea Nacional y todo órgano con 
potestad normativa, tiene la obligación de adecuar, formal y materialmente, las leyes y 
demás normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y tratados 
Internacionales, adoptando las medidas necesarias para su aplicación y mejoramiento;  
 
Que, el Art. 33. De la Constitución señala - El trabajo es un derecho y un deber social, y 
un derecho económico, fuente de realización personal y base de la economía.  
El Estado garantizará a las personas trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida 
decorosa, remuneraciones y retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y 
libremente escogido o aceptado.”  
Que, señala el Art.  229 de la Constitución de la República Serán servidoras o servidores 
públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten 
servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público. 
 
Que, conforme señala el  Art. 326.- El derecho al trabajo se sustenta en los siguientes 
principios en el numeral  segundo Los derechos laborales son irrenunciables e intangibles. 
Será nula toda estipulación en contrario. 
 
Que, la Administración Pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los 
principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, 
coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación;  
 
Que, ninguna servidora o servidor público estará exento de responsabilidades por los actos 
realizados en el ejercicio de sus funciones o por sus emisiones y sean responsables 
administrativa, civil y penalmente por el manejo de administración de fondos, bienes o 




Que, el ingreso al servicio público el ascenso y la promoción en la carrera administrativa 
se realizaran mediante concurso de meritos y oposición, en la forma que determine la ley, 
con excepción de las servidoras y servidores públicos de elección popular o de libre 
nombramiento y remoción. Su inobservancia provocara la destitución de la autoridad 
nominadora;  
 
En ejercicio de las atribuciones consagradas en el Art. 84 de la Constitución de la 




Art. 1.- Sustitúyase los incisos séptimo y  octavo del art. 6 de la Ley Orgánica del Servicio 
Público, que dirá: En caso de incumplimiento de lo señalado en el presente artículo,  
notificará sobre el particular a la Contraloría General del Estado, para que proceda a la 
destitución del cargo del funcionario que incurriere en actos de Nepotismo,  la autoridad 
nominadora que contraviniendo esta disposición contratare personal,  así como para el 
establecimiento de las acciones administrativas, civiles y/o penales correspondientes, 
dejando salvo el derecho a la remuneración percibida, sin excepción  alguna. 
 
Agréguese, La autoridad nominadora así como el funcionario nombrado no podrá ejercer 
la función que desempeñare hasta el momento, luego de notificada la resolución se 
separará al funcionario sin derecho a percibir remuneración alguna,  aún cuando este 
impugnara la resolución administrativa, ni  tampoco percibirá más beneficios económicos, 
ni los que dejara de percibir si se le restituyera en su cargo salvo el caso de no ser 
comprobada responsabilidad en este acto, aún tratándose de funcionarios de carrera o 
diplomáticos de carrera del Servicio Exterior. 
 
Art. Final.- La presente Ley, entrará en vigencia a partir de su promulgación en el 
Registro Oficial.  
 
Dado en la sala de sesiones de la Asamblea Nacional a los veinte días del mes de enero  de 
2012. 
 










En el Afán de investigar  cuales son las consecuencias de una normativa que tiene 
falencias para identificarla y buscar la solución  se realiza una investigación en torno al 
empleo de la encuesta  de modo directo para establecer la problemática generada que 
acarreada por la falta de legitimidad, establece una sanción perjudicial para el trabajador, 
tratando de encontrar una  sanción  coherente  con el afán de que se mantenga el pago de 
los servicios prestados a la función pública.  
 
Y lograr que la sanción administrativa no pase de la destitución ya que condenar a 
una persona a restablecer lo pagado es llevar a un gran perjuicio económico a la misma. 
 
Mundo investigado  50 personas 
 
Funcionarios públicos varios ámbitos      40 
Personas en general                10 
 
Fecha de Elaboración Diciembre 2012 
 
Por cuanto las disposiciones de presentación varían  encontraremos cada punto en una sola 
representación es decir tanto Estadística punto 4.1, como el Análisis punto 4.2  y 







1.- ¿ENTIENDE USTED QUE ES EL  NEPOTISMO?   
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 43 86% 
NO 7 14% 
TOTAL 50 100% 




A esta pregunta podemos encontramos que en la mayoría de los casos  al tratarse de 
profesionales de funciones públicas tienen conocimiento del significado de este término así 
como gran parte del público  en general. 
 












2.- ¿CREE QUE EL NEPOTISMO  EN LAS ENTIDADES  PUBLICAS AFECTA A 
LA POBLACION EN GENERAL? 
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 45 90% 
NO 5 10% 
TOTAL 50 100% 




De los resultados de la encuesta podemos ver que si es perjudicial a opinión de los 
encuestados ya que de algunas de sus apreciaciones tomadas expresan que se llega a 
generar un gasto en estas entidades aun que no innecesario pero si a favor de pocos. 
 












3.-  ¿CREE QUE EXISTE NEPOTISMO EN LA INSTITUCION  PUBLICA EN 
LA QUE SE DESEMPEÑA? 
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 40 80% 
NO 10 20% 
TOTAL 50 100% 




Podemos evidenciar que  de los funcionarios públicos encuestados el 100% coinciden en 
que creen si hay nepotismo pero no necesariamente puesto en evidencia  y en cuanto a las 
demás personas por obvia razón no la ven en los lugares donde desempeñan su labor. 
 











4.- ¿CONOCE USTED ANTE QUE ORGANISMOS DEL ESTADO SE PUEDE  
DENUNCIAR UN ACTO DE NEPOTISMO.  
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 20 40% 
NO 30 60% 
TOTAL 50 100% 
Tabla No. 8 Resultados cuarta pregunta encuesta. 
 
Análisis 
Podemos ver que la mayoría de las personas desconoce en donde se puede denunciar estos 
casos  ya que no solo es deber de los funcionarios públicos denunciar estos casos sino es 
deber s de la comunidad en general. 
 










5.- ¿CONOCE USTED CUALES SON LAS SANCIONES   AL VIOLENTAR LA  
NORMA LEGAL  AL INCURRIR EN  NEPOTISMO? 
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 32 64% 
NO 18 36% 
TOTAL 50 100% 
Tabla No. 9  Resultados Quinta  pregunta encuesta. 
 
Análisis 
Es decir que si saben cuál es la sanción en la mayoría de los casos solo de una parte de la 
sanción la que es el nepotismo pero no de la sanción pecuniaria que esta conlleva en el 
cometimiento de la inobservancia a las prohibiciones que establece la LOSEP.  
 











6.- ¿SI USTED CONOCIERA  UN ACTO DE NEPOTISMO LO 
DENUNCIARIA?  
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 42 84% 
NO 8 16% 
TOTAL 50 100% 




La mayoría de los encuestados, contesta  que si denunciaría un acto de nepotismo  pero en 
el complemento de la respuesta algunos de ellos señala que si lo haría pero sería bueno que 
se les mantuviera en el anonimato para evitar represalias por la denuncia que afectaría a la 
persona que estuviera incursa en este acto. 
 











7.- ¿CREE QUE EL NEPOTISMO DEBE SER SANCIONADO EN TODAS LAS 
ESFERAS DE LA FUNCION  PUBLICA? 
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 48 96% 
NO 2 4% 
TOTAL 50 100% 




En esta pregunta hay casi una coincidencia  total en la respuesta ya que se considera que es 
necesario que sea en todos los puestos por que hay trabajando más personas en las esferas 
bajas siendo parientes dentro de los grados que la ley prohíbe que en las altas. 
 












8-  ¿CONSIDERA  QUE A  UNA PERSONA ENCONTRADA EN ACTO DE 
NEPOTISMO SE LE DEBE SANCIONAR CON LA DEVOLUCION DE LO 
INJUSTAMENTE PAGADO, ES DECIR QUE RETRIBUYA  SU 
REMUNERACIÒN PERSIBIDA?  
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 15 30% 
NO 35 70% 
TOTAL 50 100% 




La gran parte de los encuestados, contesta que no,  puesto que se trataría de devolver el 
dinero del trabajo realizado que sería también injusto porque causaría un perjuicio no solo 
a ellos, sino a sus familias que son de manera directa los beneficiarios de las 
remuneraciones percibidas por los empleados del servicio público y para cualquier 
empleado. 
 











9.-  ¿CONSIDERA  QUE  ES JUSTO QUE LA  L.O.S.E.P.    PROTEJA SOLO  
LOS INGRESOS DE LOS  FUNCIONARIO DE  CARRERA DEL SERVICIO 
EXTERIOR AL  ENCONTRARSE INCURSOS EN ACTOS DE NEPOTISMO? 
 
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 4 8% 
NO 46 92% 
TOTAL 50 100% 




La respuesta que encontramos en esta es que no es posible de que se tenga preferencias por 
un u otro funcionario ya que prestan al igual que los demás un servicio para el estado y no 
por ser parte de esta función tiene que quedar fuera de las sanciones establecidas para estos 
casos de inobservancia a la ley. 
 
 











10.-  ¿CREE  USTED QUE ES MEJOR UN SANCION ADMINISTRATIVA ES 
DECIR SE RDESTITUIDO TEMPORAL O DEFINITIVAMENTE  DE LA 
FUNCION PUBLIUCA, ANTES QUE  UNA SANCION PECUNIARIA?  
 
 
ALTERNATIVA FRECUENCIA  PORCENTAJE 
SI 35 70% 
NO 15 30% 
TOTAL 50 100% 





Podemos ver que en este caso la mayoría de los encuestados coincide que es mejor una 
sanción que no sea pecuniaria o que afecte a sus ingresos percibidos sino como reza la 
pregunta una sanción a través de la cual este funcionario tanto quede fuera de esa entidad 
pública 
 












4.2   COMPROBACIÓN DE HIPÓTESIS 
 
De los resultados vistos de la encuesta podemos darnos cuenta que más de la mitad 
de los encuestados coincide en que no se puede dar beneficio a un funcionario por 
encontrarse en una entidad que presta servicio en el exterior  dejándolo sin   la sanción 
administrativa  correspondiente el mero hecho de ser parte de esta institución y por ser 
funcionario de carrera que coarta el derecho de los demás, en cuyo caso para no 
encontrarnos en una situación en la que las demás personas que se impliquen en estos actos 
y quieran beneficiarse por esta disposición, es mejor llegar a un punto en el que se bebe 
sancionar a todo aquel que incurra en esta falta.  
 
Así mismo hemos visto que es importante  considerar el hecho, de que para la 
mayoría de los encuestados  es mejor que  la o el servidor público se le sancione dejándolo 
fuera de la institución en la cual labora ya sea de manera temporal o permanente  pero que 
no es viable perjudicarlo con la restitución de lo pagado ya que se encontraba prestando 
servicio o laborando dentro de esta institución  por lo que no se debería obligarlo a restituir 
lo pagado por el servicio  prestado.  
 
Que para mi juicio y queda  demostrada en capítulos anteriores es una falta a los 
derechos  constitucionales  que tiene tanto la o el servidor público tanto en la constitución 
Arts. 66,326 como en la propia LOSEP art. 23, al señalar que los derechos de las y los 



















 Es increíble creer  que en la legislación ecuatoriana no solo existen falencias en 
cuanto a la sanción establecida en  la LEY ORGANICA DE SERVICIO PUBLICO  
en su art. 6  inciso octavo en que señala que el funcionario encontrado en actos de 
corrupción como lo es el Nepotismo  se sancione a los funcionario  públicos con la 
recuperación de lo indebidamente pagado  y cuidando de ciertos funcionarios que 
por  ser miembros  diplomáticos de carrera,  no se encuentran inmersos en esta 
disposición.  
 
 El nepotismo es un conflicto común en las instituciones ya que la máxima 
autoridad tiende a centralizar totalmente decisiones referentes a la misma, dándose 
por consiguiente el conflicto de la desconfianza en la delegación o  
Designación. 
 
 Es importante destacar que el nepotismo es un tema del cual no les gusta hablar a 
los funcionarios públicos ya que no dan información referente y menos en caos 
particulares puesto que señalan que es un trámite “personalísimo”, por tanto, no   
admiten  entregar información referente. 
 
 Toda propuesta o nombramiento de familiares es necesariamente un acto 
políticamente corrupto, es lesivo del principio de igualdad en el derecho de acceso 
a la función pública,  pero también es lesivo el hecho de pretender que un 
funcionario cumpla o haya cumplido una función gratuita pues así se lo vería si se 
llega a recuperar lo indebidamente pagado como lo señala la LOSEP. 
 
 Hay varios casos de nepotismo en las funciones públicas no solo en cuanto a la 
autoridad nominadora sino en cuanto a los demás niveles de  servicio en  los 
servicios públicos, pero que sin importar los miembros de las instituciones públicas 
se hacen los de la vista gorda y no denuncian estos hechos, a pesar de que en la 




 Pocos son los casos que se hacen públicos  las denuncias por nepotismo, por la 
importancia de la autoridad que se encuentra vinculada, pero no es justo ni 
constitucional que a un servidor público se le quiera obligar a renunciar o devolver 
sus haberes que a pesar de inobservar las prohibiciones lo ha venido realizando, 





























RECOMENDACIONES   
 
 
 Para evitar estas contradicciones jurídicas en cuanto al funcionamiento óptimo de 
las instituciones públicas es importante tener siempre en cuenta los preceptos 
establecidos en la Ley Orgánica  que regula el proceder de las y los servidores 
públicos  y sobre todo de la Constitución de la República. 
 
 Debe esclarecerse la norma  en cuanto a la sanción por encontrar se incurso en el 
Nepotismo, si de manera enfática por contravenir la norma, pero no de modo que se 
vulnere un derecho fundamental como lo es la irrenunciabilidad  e intangibilidad a 
sus derechos, puesto que no se puede realizar trabajo gratuito y tampoco se puede 
ocasionar perjuicio grave como lo es el obligarle a recaudar lo pagado para 
restituirlo, dañando su estabilidad familiar , emocional y psicológica.  
 
 Establecer una sanción directa al Administrado de modo que se le destituya de su 
cargo, estableciendo la imposibilidad de que este vuelva a ingresar a la función 
pública, de hallársele culpable para que sirva como acción ejemplificadora. 
 
 Es importante también que los funcionarios a cargo de la contratación de personal 
hoy la Unidad Administrativa de Talento Humano tenga claro a través de 
Seminarios con el afán de educarlos sobre las consecuencias de no tener presente 
las normas estatuidas con el afán de preservar el buen desenvolvimiento del 
funcionario e impedir que incurran en inobservancia de las normas  ya que ellos 
también deben ser destituidos de ser el caso.  
 
 Los organismos encargados de control deben tener mayor participación para evitar 
que se den malos actos administrativos, especialmente en lo referente al nepotismo 
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ANEXO No. 1 OPERACIONALIZACION DE VARIABLES APLICADAS 
 Dimensión Indicadores No. Ítems Técnicas e 
Instrumentos 
Variable Dependiente:  
El nepotismo es el acto por 
el cual un funcionario de 
dirección o un personal de 
confianza en una entidad 
ejerce su facultad de 
nombramiento y 
contratación de personal 
respecto de parientes hasta 
el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de 
afinidad y por razón de 
matrimonio; o cuando los 
funcionarios antes 
mencionados ejerzan 
injerencia directa o 
indirecta en el 
nombramiento y 
contratación de personal. 
Constitución de 




















Ley Orgánica d 
de Servicio 
Público Art. 6 
Acciones 
Administrativas   
 
 




Establecer si existe o no la 
necesidad de modificar la 
sanción establecida en al 
LOSEP en cuanto a la 
recuperación de lo 








aplicable a  la 
defensa de 
derechos  








ANEXO No. 2 CUESTIONARIO 
 
1.- ¿ENTIENDE USTED QUE ES EL  NEPOTISMO?  
SI (       ) 





2.- ¿CREE QUE EL NEPOTISMO  EN LAS ENTIDADES  PUBLICAS AFECTA A 
LA POBLACION EN GENERAL? 
 
SI (       ) 





3.-  ¿CREE QUE EXISTE NEPOTISMO EN LA INSTITUCION  PUBLICA EN LA 
QUE SE DESEMPEÑA? 
 
SI (       ) 
NO (       ) 




4.- ¿CONOCE USTED ANTE QUE ORGANISMOS DEL ESTADO SE PUEDE  
DENUNCIAR UN ACTO DE NEPOTISMO? 
 
SI (       ) 
NO (       ) 
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5.- ¿CONOCE USTED CUALES SON LAS SANCIONES   AL VIOLENTAR LA  
NORMA LEGAL  AL INCURRIR EN  NEPOTISMO? 
 
SI (       ) 





6.- ¿SI USTED CONOCIERA  UN ACTO DE NEPOTISMO LO DENUNCIARIA?  
 
SI (       ) 





7.- ¿CREE QUE EL NEPOTISMO DEBE SER SANCIONADO EN TODAS LAS 
ESFERAS DE LA FUNCION  PUBLICA?  
 
SI (       ) 
NO (       ) 







8-  ¿CONSIDERA  QUE A  UNA PERSONA ENCONTRADA EN ACTO DE 
NEPOTISMO SE LE DEBE SANCIONAR CON LA DEVOLUCIÓN DE LO 
INJUSTAMENTE PAGADO, ES DECIR QUE RETRIBUYA  SU 
REMUNERACIÓNPERCIBIDA? 
 
SI (       ) 





9.-  ¿CONSIDERA  QUE  ES JUSTO QUE LA  L.O.S.E.P.    PROTEJA SOLO  LOS 
INGRESOS DE LOS  FUNCIONARIO DE  CARRERA DEL SERVICIO 
EXTERIOR AL  ENCONTRARSE INCURSOS EN ACTOS DE NEPOTISMO? 
 
SI (       ) 





10.-  ¿CREE  USTED QUE ES MEJOR UN SANCION ADMINISTRATIVA ES 
DECIR SER DESTITUIDO TEMPORAL O DEFINITIVAMENTE  DE LA 
FUNCION PUBLICA, ANTES QUE  UNA SANCION PECUNIARIA?  
  
SI (       ) 
NO (       ) 
PORQUE……………………………………………………………………………………
………………………………………………………………………………………………
………………………………………………………………..……………………………. 
 
GRACIAS 
